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INTRODUCCIÓN

En 2013, al cumplirse los diez años de la asunción a 
la presidencia de Néstor Kirchner, se suscitó un pro­
fundo debate en tom o a un interrogante: ¿década 
ganada? El decenio transcurrido dio lugar a una 
suerte de balance sobre el que distintas voces se han 
pronunciado en formas diversas. Uno de los temas 
centrales es si la sociedad argentina se ha tornado 
menos desigual que en el pasado reciente y, si fuera 
así, en qué medida. La pregunta ha generado un cre­
ciente diferendo sobre los cambios luego de 2003. En 
rigor, no es una controversia tan reciente; podemos 
m arcar 2007 o 2008 como un año que ha partido 
aguas. Hasta entonces había consenso sobre las me­
joras respecto de 2002. Los datos eran casi incontes­
tables (y por supuesto, confiables): la recuperación 
del empleo, el descenso de la pobreza y la reactiva­
ción económica en general dejaban poco lugar a du­
das. Desde entonces, comienza una bifurcación cada 
vez más pronunciada en la evaluación del presente. 
Mientras ciertos discursos postulan que vivimos una 
época de transformaciones radicales respecto de los 
años noventa, comparable con pocos momentos pa­



sados de Argentina en materia de disminución de la 
desigualdad, otras voces, por el contrario, han ido 
subrayando continuidades con la década anterior y, 
cuando más, rescatan contados cambios como real­
mente significativos. Ambas posiciones avalan sus 
afirmaciones con trabajos, datos e indicadores.

A medida que el debate en estos años se iba pola­
rizando, más nos fuimos convenciendo de que era 
necesario atender a ambos planteos para componer 
una imagen que escapara de la postura dicotómica. 
No por una voluntad de ofrecer una tercera opción 
superadora de los opuestos, sino debido a la convic­
ción de que había partes de razón en cada uno de 
ellos y de que era posible elucidar las claves de las 
posiciones encontradas. En particular, porque desde 
cada polo se ha apelado con frecuencia a dimensio­
nes de análisis, datos, indicadores e hitos de compa­
ración distintos. No se trata de una situación inédita: 
en una controversia política sobre el sentido de un 
período, es nodal la pugna por establecer la agenda 
de los temas y los parámetros a partir de los cuales 
evaluar la época.

¿Por qué elegir igualdad y desigualdad como pun­
to de mira del período? En primer término, como se 
dijo, porque está en el espíritu de estos tiempos. La 
reducción de la desigualdad ha sido profusamente 
presentada tanto en la fundamentación de políticas 
como en las reivindicaciones de distintos grupos so-



cíales; al punto que igualdad y desigualdad han ido 
convirtiéndose en una lente de la que parte de la so­
ciedad y también el propio gobierno se valen a la 
hora de juzgar este ciclo. Pero la metáfora de la lente 
no debe llamar a confusiones: no se trata de un pun­
to de mira unívoco y diáfano, sino que la definición 
misma de qué tipo de igualdad y desigualdad, en qué 
esferas y respecto a cuándo también está sujeta a po­
siciones diversas. A decir verdad, el tema trasciende 
nuestras fronteras: la desigualdad persistente conti­
núa siendo el gran enigma latinoamericano, una de 
las claves de bóveda para entender procesos políti­
cos, sociales y culturales presentes y pasados. Así, 
por ejemplo, la transmisión intergeneracional de la 
desigualdad fue el tema del Informe Regional sobre 
Desarrollo Humano para América Latina y el Caribe 
del Programa de las Naciones Unidas para el Desa­
rrollo ( p n u d ) correspondiente a 2010 ( p n u d , 2010a).

Sin embargo, si bien hemos escuchado en forma 
reiterada que nuestra región no es la más pobre sino 
la más desigual del planeta, los tiempos parecerían 
estar cambiando. Distintos trabajos señalan la rever­
sión de la desigualdad y celebran la emergencia o el 
crecimiento de una clase media en países otrora ca­
racterizados por una estructura social polarizada, 
describiendo la "democratización del consumo” por 
el nuevo acceso de franjas de sectores populares a 
bienes que antes les estaban vedados. Tanto es así



que, al parecer, esa desigualdad persistente estaría 
por fin conociendo una reversión. Optimismo que 
tiene sus críticos, ya sea los que no acuerdan con este 
juicio de disminución de las inequidades o los que 
son cautos sobre su sustentabilidad en el tiempo. 
Amén de ello, si en ciertos momentos de nuestra his­
toria la desigualdad parecía haber sido aceptada y 
aun naturalizada, hoy eso ya no sucede: la desigual­
dad importa a las sociedades, y mucho. Según el Ba­
rómetro de las Américas de 2013, la mayor parte de 
las y los entrevistados argentinos considera que el 
Estado debe intervenir para reducir las diferencias 
entre ricos y pobres; y salvo en Estados Unidos, en el 
resto de América también es mayoritario el sostén a 
dicho juicio.

El abordaje de la cuestión social desde la desi­
gualdad también ha ganado adeptos porque prome­
tía superar las limitaciones de la noción de pobreza, 
central en los estudios de los años noventa. Que no se 
malentienda: nadie ha dudado de la importancia de 
este tema, dado su gran incremento, pero el descon­
tento cundió porque se circunscribía a un grupo más 
que a los procesos que había producido tal aumento. 
La desconfianza se extendió porque los mismos orga­
nismos multilaterales promotores de ajustes y refor­
mas, cuyas recomendaciones de políticas eran una 
de las causas del problema, fueron los que promovie­
ron parte de tales estudios. Entre tanto, hubo con-



ceptos alternativos, como el de exclusión social, pero 
sin que se llegase a un consenso sobre su definición, 
y a la hora de intentar m ensurar a los excluidos, a 
menudo resultaban ser los mismos pobres.

En contraposición, la desigualdad, en tanto no­
ción relacional, permitió reinscribir a la pobreza 
dentro de la dinámica social y entenderla como un 
subproducto de las inequidades; puso en conexión la 
cuestión social con debates políticos y filosóficos de 
largo aliento, con los principios de justicia que debe­
ría regir una sociedad, con las formas de la ciudada­
nía, entre otras cuestiones. Una de sus cualidades, no 
menor, es que se podía traducir en indicadores cuan- 
tificables y, de ese modo, comparar entre países o es­
tablecer una relación con el pasado. La apelación a la 
desigualdad pareció entonces resolver estos y otros 
problemas que los conceptos anteriores presentaban. 
Tanto fue así que elucidar las causas, los engranajes 
y las consecuencias de la desigualdad fue una de las 
promesas de las ciencias sociales latinoamericanas 
de la última década, con mayor o menor fortuna en 
sus resultados.

Ahora bien, un punto de inflexión se produjo en el 
debate a pocos años de comenzado el nuevo milenio. 
La ya mencionada reversión de las tendencias hizo 
necesario empezar a considerar ahora los cambios 
positivos que se iban produciendo con la perdurabi­
lidad de inequidades. En ese punto se ubica el objeti­



vo de este libro: cuando sostenemos que hay parte 
de razón en ambas posiciones, surge una idea que 
nos guiará a lo largo de estas páginas, la de tenden­
cias contrapuestas. Consideiamos que, en el período 
que nos convoca, hubo claros movimientos hacia 
una mayor igualdad en ciertas dimensiones, pero 
también la perdurabilidad, o en ciertos casos hasta 
el reforzamiento, de desigualdades en otrás. En rigor, 
como intentaremos mostrar a lo largo de los capítu­
los del libro, se trataría de un proceso complejo, con 
variedad de aristas, y este es el meollo de la cuestión. 
En algunos casos, las tendencias contrapuestas se ve­
rán en una misma dimensión, como pueden ser salud 
o educación. Pero también aquello que genera mayor 
igualdad en una esfera (como, por ejemplo, la reacti­
vación general) podrá ser una clave explicativa para 
comprender la perdurabilidad o aun el crecimiento 
de la desigualdad en otra (como en el acceso a las 
viviendas).

Las temporalidades de los procesos no son idénti­
cas: algunos siguen más de cerca los ciclos políticos; 
otros tendrán sus propios hitos centrales y puntos de 
inflexión. Asimismo, muchas desigualdades provienen 
de los años noventa, pero otras de tiempos anteriores. 
Intentaremos mostrar que estas tendencias contra­
puestas, lejos de neutralizarse o balancearse, como si 
se tratara solo de diferencias cuantitativas en una mis­
ma dimensión (por ejemplo, tendencia hacia la mejora



de ingresos a través del trabajo, pero aumento de la 
presión impositiva o del precio de determinados bie­
nes o servicios que amengua parte de estos progresos), 
pueden referirse a procesos distintos y que, por ende, 
el efecto de composición será cualitativamente nove­
doso. Creemos, en pocas palabras, que esta época está 
caracterizada por estas tendencias contrapuestas; eso 
es lo que permite que un balance unívoco sea muy 
difícil de realizar y es una de las canteras de las que se 
nutren las controversias actuales.

El diferendo sobre nuestro período se contrapone 
con el alto consenso, tanto en el campo académico 
como en la opinión pública, sobre los años noventa: la 
década neoliberal es sinónimo de crisis social, desem­
pleo, pobreza y desigualdad. Sobre los años del gobier­
no de Alfonsín, el balance es más matizado: si bien se 
ha llamado a los años ochenta la "década perdida" en 
toda la región por el estancamiento económico, los in­
dicadores de desigualdad y pobreza fueron oscilantes 
y la desigualdad no es ni ha sido el punto de mira con 
el que se lee la transición democrática. Sí es el caso 
para los años noventa. Un cúmulo de investigaciones 
sobre ese decenio han dado suficientes pruebas de la 
magnitud y las aristas de la degradación social. Se ha 
demostrado el proceso de polarización social entre 
las clases; la retracción del empleo industrial; el in­
cremento de la precariedad y la inestabilidad labo­
ral, del desempleo y de la pobreza; la territorializa-



ción de los sectores populares cuando el barrio se 
transform aba en el mayor soporte relacional y de 
búsqueda de recursos, mientras las políticas sociales 
focalizadas los tornaban en “barrios bajo planes”. 
Los sectores medios, por su parte, se vieron segmen­
tados en una mínima parte que se enriqueció, una 
gran parte que descendió económicamente y otra 
que quedó sin grandes variaciones. Los sectores altos 
también experimentaron cambios, con una hibrida­
ción entre una vieja cúpula y los recién llegados. La 
cuestión rural daba a su vez cuenta de la crisis, en 
particular por la expulsión de población y la concen­
tración de la propiedad en contra de los propietarios 
más pequeños. Las reacciones sociales desde media­
dos de la década a lo largo y ancho del país mostra­
ron nuevas formas de protesta y acción colectiva. La 
crisis de 2001 y los siguientes años de conflicto y pos­
terior recuperación dejaron a la Argentina de 2002 
con indicadores inauditos en términos de desigual­
dad de ingresos y pobreza.

El panorama recién descrito no resume todo lo 
que ha sucedido: ha habido cambios que no se deja­
ron subsumir en la reforma neoliberal, o, mejor di­
cho, a pesar de ello pudo desplegarse una agenda en 
algunos temas como la igualdad de género, la violen­
cia doméstica, el aumento de la inclusión educativa 
o el reconocimiento de nuevos derechos en la consti­
tución de 1994. Ciertos indicadores sociales mejora-



ron en términos agregados (muchas veces por proce­
sos que se habían producido años o décadas antes), 
aunque en paralelo aumentaron las desigualdades 
entre las provincias, como, por ejemplo, en mortali­
dad infantil. En pocas palabras, no solo en este pe­
ríodo puede haber tendencias contrapuestas y tem­
poralidades diversas.

Retomemos al diferendo sobre nuestra década. 
Una de sus razones, insoslayables, es la pérdida de 
confiabilidad de los datqs del Instituto Nacional de Es­
tadística y Censos ( in d e c ) luego de su intervención en 
2007. Esto ha desarticulado los parámetros comunes 
de referencia sobre la inflación y la pobreza a tal gra­
do que en 2013 la diferencia entre la tasa de pobreza 
oficial y la acuñada por un respetable centro de in­
vestigación era de veinte puntos. Mientras tal ano­
malía no termine de resolverse, será imposible llegar 
a consensos sobre determinados temas. Se trata de 
un problema central, pero no el único. La prueba es 
que los debates afectan a temas cuyos datos no son 
motivos de tales divergencias. Entre ellos, una con­
troversia común a todo período que intenta construir 
su propio balance de lo hecho: cuánto es considerado 
pesada herencia que no puede pretenderse que se re­
suelva en pocos años y cuándo lo pasado se transfor­
ma en presente y pasa así a ser responsabilidad de la 
misma época. La respuesta no nos la darán solamen­
te los datos; estos más bien pueden usarse para fun­



damentar una posición tomada de antemano. La res­
ponsabilidad sobre un problema es, nuevamente, 
parte de lo que se disputa en una época y en un ciclo 
político. Este diferendo está vinculado al hecho de 
que, a medida que la situación de crisis se aleja, 
2001-2002 deja de ser el hito de comparación obliga­
do. Acordar con cuál año o época es correcto estable­
cer el contrapunto para llegar a un balance está suje­
to a debate. En tal sentido, las imágenes que circulan 
son muy potentes: estamos igual que en los años no­
venta; se recuperó todo lo perdido o tan solo parte de 
ello. Usar años específicos puede ser una herramien­
ta argumentativa eñcaz, pero consideramos que es 
más fructífero articularlo con la comparación de ten­
dencias en distintas épocas. En fin, el desdibujamien- 
to de 2001 como mojón obligado también vuelve más 
importante la comparación con otros países.

La tercera expresión del desacuerdo es la crecien­
te pluralidad de dimensiones de comparación. En ri­
gor, no es un tema nuevo ni local: el descontento con 
las visiones exclusivamente centradas en la distribu­
ción del ingreso tiene larga data. Algunos debates se 
orientan a pluralizar las dimensiones en las cuales 
cotejar la desigualdad. No se niega la vinculación 
de otras inequidades con las económicas, sino que 
se afirma que poseen su propia dinámica y, en oca­
siones, una autonomía relativa. Mientras que en los 
años noventa casi todos los indicadores de desigual­



dad se incrementaban, cuando el horizonte es de ma­
yor igualdad —o al menos eso es lo que se discute—, 
la pluralidad de esferas resulta del descontento con la 
mirada exclusivamente económica y con el hecho de 
que no todas las dimensiones evolucionan de igual 
modo. A su vez, luchas recientes y pasadas, debates 
sobre nuevos derechos, identidades y demandas an­
tes no legitimadas comienzan a visibilizarse e inscri­
birse en el lenguaje de la igualdad y la desigualdad. 
En efecto, en un período de menor desigualdad, lejos 
de menguar las demandas, estas pueden acrecentar­
se y también multiplicarse las dimensiones que los 
distintos actores intentan que se tomen en cuenta 
para disminuir las injusticias.

El panorama trazado puede sugerir un dejo de de­
sazón sobre el camino que va a recorrer este libro: si 
tantos son los hitos, las opciones y las variables para 
elegir, ¿significa que cualquier juicio conclusivo sobre el 
tema es imposible o rebatible por otro arsenal de in­
dicadores y parámetros de comparación de signo 
opuesto? Intentaremos presentar las claves de los de­
bates y también fijar posición en cada tema. Este libro 
se basa en un análisis de trabajos y datos producidos 
en el período 2003-2013. Hemos recopilado un corpus 
muy extenso de investigaciones e indicadores elabo­
rados por especialistas, organismos públicos, univer­
sidades y centros de investigación con posiciones y 
miradas diversas. Elegimos centrarnos en los ejes



donde consideramos que hay mayores controversias, 
presentando datos de las tendencias contrapuestas. Y 
si bien este libro ofrece una cantidad importante de 
indicadores que ilustran estas tendencias, de todos 
modos, para lograr claridad en los planteos, también 
hemos dejado de lado una multiplicidad de textos e 
informaciones consultados.

Como hemos dicho, lejos estamos de la intención 
de emitir una verdad sobre esta época, aunque al fina­
lizar el recorrido presentaremos nuestro propio balan­
ce. De todos modos, el lector no encontrará una gran 
preocupación por terciar el diferendo y una conclu­
sión tajante sobre si fue o no una década ganada. Al fin 
de cuentas, nuestra propia hipótesis de una desigual­
dad multifacética y de la existencia de tendencias con­
trapuestas en el período ya sugiere matices. No duda­
mos que mucho ha cambiado respecto de los años 
noventa; también que muchos problemas se mantie­
nen y otros nuevos han surgido. Pero por sobre todo, 
más que la década transcurrida, nos preocupa el futu­
ro; aquello que queda por hacer y los problemas que 
seguiremos enfrentando. En ese sentido, nos parece 
necesario encontrar puntos de consenso sobre lo que 
debe ser salvaguardado y lo que debe ser transforma­
do. Esta sí es una de nuestras inquietudes: una mues­
tra de la labilidad de ciertos procesos es que mucho de 
lo que creíamos que se había perdido para siempre en 
los años noventa y en 2001 pudo ser recuperado más



rápidamente de lo que imaginábamos. Su contrapar­
tida, creemos, es que aquello que se ha logrado en ma­
teria de disminución de la desigualdad —no podemos 
decir todá'vía si mucho o poco— también es frágil, por 
lo que llegar a consensos básicos sobre ciertos objeti­
vos alcanzados para preservarlos y profundizarlos en 
caso de que se requiera es uno de los desaños del pre­
sente y parte de lo que este libro pretende sugerir a 
quienes lo lean.



I. LA DESIGUALDAD Y SUS 
INTERROGANTES

La d esig u a l d a d  ha sido tan vastamente tratada por la 
economía, la filosofía, la sociología y otras discipli­
nas que lejos está de ser un concepto unívoco. Por 
ello el modo en que formulemos nuestros interrogan­
tes va a configurar, en cierta medida, el cuadro de si­
tuación resultante. En este capítulo, antes de aden­
tram os en los distintos temas, daremos cuenta de 
una serie de decisiones concernientes a debates no­
dales, que nos guiarán luego en la indagación de cada 
cuestión.

U na  m ir a d a  m u l t id im e n s io n a l

La pregunta obligada para comenzar es: ¿desigual­
dad de qué? Durante largo tiempo y para muchos aún 
hoy, la respuesta ha sido evidente: desigualdad de in­
gresos. En la medida en que en las sociedades capita­
listas el dinero constituye el rector principal de distri­
bución de otros bienes y servicios, la repartición de la 
riqueza ha sido y sigue siendo el tema central de las



preocupaciones académicas y de las luchas en pos de 
disminuir las injusticias sociales. Desde esta perspec­
tiva, aunque se acepte que las esferas de bienestar son 
plurales, no tendría mayor sentido multiplicar las di- 

•mensiones por examinar, dado que todas estarían in- 
terrelacionadas con las desigualdades de ingresos, 
como causa explicativa o, cuando menos, al eviden­
ciarse un "aire de familia" —parafraseando a Michael 
Walzer (1993)— entre quienes están peor ubicados en 
la distribución de cada uno de los factores de bienes­
tar Utilizamos el concepto de bienestar sabiendo que 
tiene tras de sí una larga historia de debates. Adopta­
mos una perspectiva cercana a la de Amartya Sen 
(1998), quien lo emplea para dar cuenta de dimensio­
nes, esferas o ámbitos en los cuales se produce una 
distribución diferencial de bienes y servicios origi­
nando grados de libertad, autonomía y posibilidades 
de realización personales desiguales.

Pero aun la mirada unidimensional no es ajena a 
debates, como veremos en el próximo capítulo. En 
efecto, ¿qué distribución es la que capta realmente el 
grado de desigualdad? ¿Aquella que se produce entre 
individuos u hogares, como muestra el coeficiente de 
Gini? ¿O, por el contrario, deberíamos atender a la 
llamada distribución funcional o primaria, entre ca­
pital y trabajo? Asimismo, la repartición difiere antes 
de los impuestos y después, y el panorama cambia 
cuando se pondera la forma en que el gasto público



se distribuye entre los estratos. Tampoco la desigual­
dad objetiva y su percepción subjetiva por lo general 
coinciden. Los estudios m uestran que los países se 
ordenan de modo diferente si se mide la desigualdad 
objetiva o cuando se utiliza la percepción subjetiva 
de la población sobre las inequidades (Chauvel, 
2006). Así, aun la desigualdad de ingresos no está 
exenta de controversias.

A decir verdad, nadie discute su centralidad, pero 
sí que sea la única faceta de bienestar válida para 
indagar. Diferentes indicadores han integrado otras 
dimensiones como salud, educación, vivienda, a las 
que se han incorporado condiciones del medio am­
biente, acceso a la justicia, respeto o reconocimiento 
de la diversidad, entre otras. Tampoco la desigual­
dad de ingresos se reproduce en forma idéntica en 
otros ámbitos. En cada uno de los temas revisados 
se verán dinámicas, hitos y temporalidades específi­
cos, y uno de sus corolarios es que las políticas para 
disminuir la desigualdad en cada una de las esferas 
serán distintas. En efecto, hay un margen de manio­
bras para que las políticas establezcan otros principios 
distributivos que no sean el ingreso. Asimismo, se 
plantea la pregunta sobre qué grupos específicos 
—según su género, pertenencia étnico-nacional o a al­
guna otra minoría, lugar de residencia, entre otras— 
sufren las mayores desigualdades en cada una de las 
esferas.



El llamado a incluir facetas del bienestar diferen­
tes al económico no es nuevo. Comienza con una crí- 
ticá al ordenamiento de países por producto bruto 
interno (p b i )  o  por ingresos medios cuya primera res­
puesta fue el índice de desarrollo humano ( i d h ) ,  acu­
ñado por el Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo ( p n u d ) en los años noventa, que aunaba 
los ingresos, la esperanza de vida y los niveles educa­
tivos, ordenando a los países en un ranking. Si bien 
fue un avance en cuanto a pluralizar las esferas, los 
promedios nacionales podían esconder distintos ni­
veles de desigualdad interna, razón por la cual se 
concibió luego un i d h  sensible a la desigualdad, que 
"penalizaba” el valor obtenido por un país en la me­
dida que la inequidad fuera elevada, como veremos 
en el capítulo iv. En la misma dirección, se estable­
ció un i d h  sensible al género para captar este tipo de 
disparidades.

Las críticas a las m iradas unidimensionales al­
canzaron a casi todos los indicadores; también a la 
pobreza. Y es así que en los últimos años asistimos al 
desarrollo de mediciones de pobreza multidimensio- 
nal, incluyendo otras dimensiones además de la de 
ingresos. Pero la pobreza, como dijimos, también 
tuvo sus críticos. Se la recusó por dirigir la mirada a 
un grupo específico, sin develar necesariamente las 
dinámicas productoras de esta situación, como la 
explotación, y desatendiendo a las clases sociales y



sus conflictivas relaciones. Los años noventa fueron 
al mismo tiempo una década de multiplicación de 
estudios sobre la pobreza como del intento de desa­
rrollar otras categorías que pudieran suplir sus fa­
lencias. Uno de las alternativas más difundidas, la ex­
clusión social, fue objeto de muchos trabajos, pero 
nunca de un consenso sobre su definición. Así, por 
ejemplo, para Amartya Sen (2000), quien trata de ar­
ticular la idea de exclusión social con su esquema de 
capacidades, el eje está puesto en la exclusión de rela­
ciones sociales significativas, que a su vez puede impli­
car la privación de otras capacidades (acceso al crédi­
to o a oportunidades laborales) y llevar de ese modo a 
la pobreza.

En una vinculación más clásica con las tres esferas 
de ciudadanía de T. H. Marshall, para Graham Room 
(1995), la exclusión es la negación o la no obtención de 
derechos civiles, sociales y políticos. Por su lado, la 
Organización Internacional del Trabajo ( o i t ) (Rod- 
gers, 1994) estableció tres esferas de exclusión: del tra­
bajo, en el trabajo (por no acceso a derechos laborales) 
y de ciertos bienes y servicios válidos según los distin­
tos países. Luego, siguiendo las particularidades loca­
les, se señalan otras esferas: la exclusión de la tierra en 
los países con fuerte pobreza rural, de la justicia y la 
libertad en países no democráticos, de igualdad de gé­
nero en aquellos signados por la discriminación, de 
crédito en países con alto grado de informalidad, en­



tre otras. Un debate interesante, sin duda, pero que
muestra la dificultad de acordar un criterio unívoco

• - - • i

para definir la exclusión social.
América Latina y nuestro país en particular tam­

bién fueron escénario de estos debates e intentos de 
nuevos modos de.estudiar la cuestión social. En este 
sentido, en los últimos años ha cobrado creciente 
centralidad la preocupación por la desigualdad. En 
rigor, el tema nunca ha estado totalmente ausente, 
pero la situación de crisis de los años noventa contri­
buyó a privilegiar una preocupación por la pobreza y 
la exclusión. Influyó también que los organismos 
multilaterales, que fijaron parte de la agenda de in­
vestigación durante años pasados, evitaron por en­
tonces discutir el tema. Hoy la desigualdad social ha 
vuelto al centro del debate público y académico. Pero 
este retom o no puede desconocer las miradas multi- 
dimensionales ya aceptadas para los otros concep­
tos. La desigualdad plural lleva a examinar en cada 
cuestión causas y consecuencias propias, así como 
su interrelación con la dinámica de otros temas. 
Nuestra postura es que resulta necesario articular 
esta mirada multidimensional de la desigualdad con 
conceptos como exclusión, pobreza, bienestar y con­
diciones de vida en general, dado que mientras el pri­
mero se vincula con procesos sociales más generales, 
los segundos permiten apreciar más claramente la 
situación de las poblaciones más vulnerables. En



otras palabras, si fue necesario pasar de los grupos 
específicos a los procesos, a la hora de precisar la 
forma en que la desigualdad (o las tendencias contra­
puestas) afecta en forma específica a distintos gru­
pos, nos será de utilidad vincularla con los otros con­
ceptos para volver nuevamente de los procesos a los 
grupos y las poblaciones.

D im e n s io n e s  y c o m p a r a c io n e s

Una vez adoptada una mirada multidimensional, la 
pregunta siguiente es cuáles esferas explorar. ¿Nos 
circunscribimos a las áreas de bienestar más clásicas 
como salud, educación o vivienda, o incluimos otras 
tales como ocio o acceso a la justicia? A esto se agre­
ga la pregunta de lo que la sociología llamaría "uni­
dades de análisis” a comparar, que pueden ser indivi­
duos, grupos étnicos, clases sociales o territorios. A 
lo largo del libro, en ocasiones examinaremos las 
diferencias entre individuos; en otras, cotejaremos 
grupos tradicionalmente tomados en cuenta por las 
ciencias sociales, como las clases sociales o los estra­
tos de ingresos; y nuestra mirada también se dirigirá 
al género, a las minorías étnicas o de otro tipo, y a los 
territorios. Sin duda, una decisión atañe al modo de 
incluir la cuestión de género en tanto es un factor 
explicativo de la desigualdad, tal como las clases so-



cíales. Él dilema es si dedicarle un capítulo específico 
o, como haremos, incluirla por medio de una mirada 
transversal a todas las dimensiones (su riesgo tam ­
bién es conocido: que quede invisibilizada por esta 
misma transversalidad). Nos preguntamos, asimis­
mo, cómo establecer la relación entre la desigualdad 
y temas tales como diversidad, situación de las mino­
rías y las distintas formas de discriminación.

Una desventaja del abordaje multidimensional es la 
multiplicación indefinida de esferas. Zygmunt Bauman
(2011) afirma que, cuando la oposición entre capitalis­
mo y comunismo estructuraba el campo político, pri­
maba cierto acuerdo sobre cuáles eran las necesidades, 
y que estas eran limitadas. Una de las características de 
la Modernidad tardía es que aparecen como infinitas, 
transformadas ahora en deseos. Acordamos con la 
idea de una multiplicación actual de las dimensiones 
examinadas bajo la lente de la igualdad y la desigual­
dad. Sin embargo, no creemos que se deba solo a una 
expansión de los deseos, sino que la demanda por 
igualdad suele incrementarse cuando la sociedad se 
ve a sí misma más próspera, reavivándose la promesa 
democrática de mayor justicia social. En otras pala­
bras, cuando ciertas necesidades básicas parecen es­
tar más cubiertas, suele extenderse la demanda por la 
satisfacción de otras hasta entonces menos presentes 
en el espacio público. Uno de los efectos de esta lógica 
expansiva de la demanda por igualdad es que el des­



contento y las denuncias por las injusticias pueden 
tener tanta o hasta mayor presencia en un período de 
mayor bienestar que en un pasado de inequidad más 
pronunciada. El riesgo para un estudio como el nues­
tro es no establecer cierta distancia entre el juicio del 
investigador y el espíritu de la época, llegando quizás 
erróneamente a una conclusión de desigualdades en 
expansión.

Intentando sortear este riesgo, en este libro adop­
tamos lo que Paul Ricceur (1995) ha llamado un "plu­
ralismo controlado” de las esferas por considerar, 
elegidas en virtud de tres criterios: relevancia, diná­
micas propias y controversia. La primera pregunta es 
cómo juzgar la relevancia. Esto nos lleva al debate 
entre una perspectiva estructural y otra constructi- 
vista. Para la primera, no es tan importante la mirada 
de los actores sobre si esa desigualdad es significati­
va, ya que con ciertos datos objetivos sería suficiente 
para justificar la elección de un problema; mientras 
que para la segunda, la preeminencia está dada por 
el lugar de la cuestión en el espacio público, más allá 
de las constataciones objetivas. Al fin de cuentas, un 
tema puede preocupar, causar indignación o estar en 
la base de acciones colectivas mucho más que otros 
cuya gravedad, si se lo evaluara desde determinados 
indicadores, podría ser considerada mayor. Tomando 
elementos de ambas posturas, elegimos dar una res­
puesta desde la perspectiva de los problemas públi­



cos. Para este paradigma, existe en cada momento 
una variedad de problemas que compiten entre sí 
para transformarse en un problema de sociedad, in­
tentando atraer la consideración del Estado y de la 
opinión pública.

Ahora bien, algo se transforma en un problema 
público cuando se da una serie de condiciones: con­
senso social de que es un tema importante, trabajo de 
los especialistas, apelación al Estado a dar respues­
tas, existencia de indicadores y categorías convincen­
tes que perm iten que un tema se estabilice como 
preocupación en la arena pública. Desde nuestra 
perspectiva (que no es la de un constructivismo ex­
tremo, para el cual no importan las condiciones ob­
jetivas para que un tema se emplace en tanto proble­
ma público), en prim er lugar tiene que haber algún 
tipo de experiencia colectiva de malestar, desconten­
to o sufrimiento social sobre la desigualdad en la es­
fera en cuestión, y, en segundo lugar, a tal experiencia 
deberemos poder aunar una serie de datos que ava­
len su relevancia. En síntesis, cada tema debe reunir 
preocupación social con un sustento estructural.

Desde esta perspectiva, en los dos capítulos que si­
guen nos centramos en dimensiones clásicas, como 
distribución del ingreso y luego educación, salud y vi­
vienda. Sobre ellos hay consenso acerca de su relevan­
cia como esferas de bienestar, así como existe una se­
rie de indicadores que contribuyen a ubicarlos en el



centro de la discusión sobre desigualdad. A continua­
ción, en el cuarto capítulo, nos ocupamos de las desi­
gualdades territoriales, un punto de mira complemen­
tario a las desigualdades entre individuos o clases. Y 
nos adentramos en otros problemas cuya relevancia 
para una agenda de desigualdad es propia de nuestra 
época: nos referimos a la infraestructura, en partícula:' 
el transporte, así como a la cuestión rural. No duda­
mos de que, de manera objetiva, estos temas han sido 
siempre significativos, pero cobraron centralidad en el 
debate más recientemente: en el primer caso, sobre 
todo por hechos trágicos; en el otro, por la expansión 
del modelo sojero. Algo similar sucede con nuestro 
quinto capítulo, en el que incluimos otro tema que 
conjuga alta preocupación con una relación cuando 
menos controvertida con la desigualdad; nos referi­
mos al delito y la inseguridad. De este modo, nuestras 
esferas y puntos de mira son indisociables de las dis­
cusiones actuales de la sociedad argentina. Sin lugar a 
dudas, una década antes o en otros contextos, este li­
bro recorrería dimensiones en parte comunes y en 
parte distintas a las que aquí presentar emos.

Nuestra elección también se ha guiado por lo que 
llamamos dinámicas propias. ¿A qué nos referimos? 
Al hecho de que, sin desconocer la existencia de desi­
gualdades económicas que permean a todas las res­
tantes, cuando se mira desde las dimensiones analiza­
das, existe un margen de maniobra para influir en



ellas. A modo de ejemplo, nadie duda de que el nivel 
socioeconómico de los estudiantes influye en su de­
sempeño educativo, pero tampoco de que el peso de 
esas desigualdades de origen se puede atenuar o no en 
el terreno escolar en la medida que existan políticas al 
respecto. Algo similar podríamos decir de todas las 
dimensiones elegidas. Con dinámicas propias quere­
mos decir, entonces, que hay un margen de maniobra 
en las dimensiones estudiadas para que las distintas 
políticas sectoriales, como las de vivienda, educación, 
salud o infraestructura, entre otras, atenúen la repro­
ducción de las desigualdades económicas en su esfera 
específica. En segundo lugar, asumimos que los proce­
sos pueden tener temporalidad propia, a diferencia de 
lo que sucede con el decurso de los ingresos. Por ello, 
en cada esfera podrán también señalarse tendencias y 
procesos con un grado de especificidad propia y dife­
rente de las otras. En todas es importante el punto de 
partida de nuestro período de análisis: si por un lado 
el signo de 2003 es la profunda crisis socioeconómica, 
cierto es que en cada una de las dimensiones cobró 
manifestaciones específicas. A esto se debe agregar 
que, en muchos casos, a las nuevas carencias se suma­
ron otras persistentes desde tiempo atrás.

El tercer criterio fue elegir aquellos temas en los 
cuales se plantean controversias, donde tanto las 
posturas de los actores como el examen de los indi­
cadores originan debates o al menos podrían gene-



rarlos. Por estas mismas razones, algunas cuestiones 
se han dejado de lado, dado que el nivel de controver­
sias es menor. Nos referimos, en particular, a temas 
de diversidad sexual, donde la ley de matrimonio 
igualitario, la ley de identidad de género y una acti­
tud decididamente más abierta son innegables y con­
forman movimientos en pos de mayor igualdad. En 
relación con los distintos grupos sociales, no todos 
han conocido un trato similar: en particular pensa­
mos en la grave situación de los pueblos originarios, 
que será abordada en distintos capítulos. En otras 
cuestiones ha habido leyes interesantes, como la vin­
culada a la salud mental, pero su aplicación ha sido 
poco satisfactoria hasta ahora, o la nueva ley migra­
toria, cuyo espíritu incluyente es innegable. En rela­
ción con el género, ha habido avances en muchos de 
sus aspectos; sin embargo, perduran inequidades 
que serán tratadas en los capítulos correspondientes, 
en particular en el de ingresos y mercado de trabajo.

Por último, hay otros temas que nos hubiera gus­
tado tratar y por distintas razones no lo hemos hecho. 
Uno es el acceso a la justicia, un factor de igualdad 
central. En este caso, nos parecían insuficientes los 
indicadores a los que accedimos como para poder te­
ner y brindar un panorama claro. Es indudable que 
en ciertas cuestiones como las nombradas recién, 
como diversidad y discriminación, ha habido avan­
ces importantes en cuanto a derechos, si bien aún



resta poder tener una visión sobre su implementa- 
ción efectiva. El otro tema central, al que solo tan­
gencialmente nos referimos en algunos capítulos 
dado que otras y otros colegas están llevando a cabo 
un debate importante, es el que incumbe, en Argen­
tina y en otros países de la región, al modelo produc­
tivo actual y su impacto en la igualdad presente y 
futura de nuestra sociedad. En efecto, el llamado 
“neoextractivismo", o lo que M aristella Svampa 
(2013) ha llamado el "nuevo consenso de las commo- 
dities”, tiene sus puntos de intersección sobre el de­
bate en tom o a la desigualdad, en cuanto se discute 
cómo afecta a las sociedades un  tipo de desarrollo 
basado en la explotación de determinados recursos 
naturales, en su mayor parte no renovables y con in­
negable impacto en el medio ambiente y social. Si 
bien daremos cuenta de parte de este debate al tratar 
el modelo sojero, haremos poca referencia al tema de 
la minería, otro de los ejes de esta discusión.

I n d ic a d o r e s  p r e s e n t e s  y  pa sa d o s

La imagen global de la sociedad resultará tanto de las 
esferas que se incluyan en el análisis como de aquellas 
que se excluyan. De hecho, parte de los diferendos 
actuales se asientan en la consideración de cuestio­
nes distintas para apoyar un juicio positivo o uno crí­



tico. En nuestro ciaso, en la medida en que nos guía 
la idea de las tendencias contrapuestas, las esferas 
que escogimos contribuirán a ilustrar tal argumento. 
En los diferendos gravita no solo.la elección de esfe­
ras, sino también los indicadores utilizados para ex­
plorar cada una de ellas. En educación, por ejemplo, 
un juicio puede derivarse del aumento de la cobertu­
ra y otro muy distinto si nos centramos en las dispa­
ridades en la calidad o en el rendimiento educativo. 
En relación con esto, retomamos los principios que 
guiaron la elección de esferas: elegir un grupo de in­
dicadores relevantes, aquellos que lo sean estructu­
ralmente, por la forma en que inciden en el bienestar 
y también por ser parte de las controversias actuales.

También aquí la perspectiva de los problemas pú­
blicos nos es de ayuda por dos razones. En primer 
lugar, para el caso de ciertas temáticas que no eran 
casi tomadas en cuenta hasta hace pocos años, como 
la calidad educativa. Su relativa novedad no quiere 
decir que el problema sea reciente, sino que no estaba 
construido en tanto tal y, por ende, no existía para 
nosotros ni para el resto de la sociedad. En efecto, es 
habitual construir imágenes nostálgicas de un pasado 
en que supuestamente el problema en cuestión no ha­
bría existido, cuando en realidad nuestras categorías 
e indicadores son lo novedoso. Tan solo para señalar 
algunos temas, la violencia escolar o la de género tie­
nen una historia relativamente reciente como proble­



ma público (con sus leyes, expertos e instituciones), 
pero nadie afirmaría que sean cuestiones nuevas.

El segundo punto es que nuestra posición como 
analistas sociales, nuestros conceptos e indicadores, 
lejos de ser considerada como una observación externa 
procedente a catalogar una realidad objetiva preexis­
tente, es parte activa (con nuestros juicios y nuestras 
categorías estadísticas) de la puesta en forma y la 
puesta en sentido de esa realidad. En otras palabras, 
volviendo al ejemplo dado, no es posible pensar la 
problemática de la calidad educativa sino en relación 
con el debate, las pruebas internacionales, la opinión 
de los expertos y los rankings. Ahora bien, sostener 
que un problema es una construcción.social no im­
plica restarle validez a su importancia. De lo que se 
trata es de comprender la imposibilidad de pensar y 
discutirlo sin las categorías, los relatos y los indica­
dores que le dan existencia social.

De todos modos, a veces m irar el pasado con las 
categorías del presente nos ayuda a cuestionar imáge­
nes consolidadas. Por ejemplo, la imagen de una so­
ciedad argentina más igualitaria y con gran movilidad 
social, tal como aparece en textos canónicos de la so­
ciología local (como Germani, 1962), cambia si adop­
tamos una perspectiva de género y federal. Tales imá­
genes se basaron en investigaciones que se centraron 
en la región metropolitana y que no tomaban en cuen­
ta la situación ni de las provincias ni de las mujeres;



las encuestas de movilidad ínter e intrageneracional, 
tal como era habitual en todo el mundo, investigaban 
la ocupación de los hombres. Se suponía que la situa­
ción masculina definía la de las mujeres, unidas a un 
hombre proveedor principal. Así las cosas, mirada 
desde hoy, posiblemente la movilidad social no haya 
sido tan evidente para todos y, sobre todo, para todas; 
y  en consonancia, los años posteriores, vistos como de 
estancamiento o caída, como muestran ciertos traba­
jos (Jorrat, 2005), hayan significado para las mujeres 
una situación más móvil, en particular por un acceso 
mayor que sus predecesoras a la educación y a  pues­
tos más calificados en el mercado de trabajo. En fin, 
de lo que se trata es de ser cuidadosos en lo que se x 
deduce de las propias categorías e indicadores y no 
caer en la habitual “trampa del realismo", como la lla­
mó Raymond Boudon (1984), transformando las cate­
gorías de los analistas en propiedades de los hechos. 
Por ello, poder dar cuenta de los debates que subya- 
cen en los indicadores elegidos y poder contrastarlos 
con otros que brinden una perspectiva diferente será 
parte de las tareas que nos proponemos.

H it o s  c o m pa r a tiv o s  e  in t e n s id a d e s

Para establecer un juicio sobre la igualdad y la desi­
gualdad en nuestro período, es preciso comparar. El



punto que se debe decidir es con qué contrastar. ¿Con 
el pasado? ¿Con otros países? No es una decisión sin 
consecuencias: afirmar que las cosas están mejor que 
en 2002 es hoy ya una obviedad; pero también usar 
un año puntual del pasado en tanto referencia para 
dar un juicio conclusivo tiene sus bemoles: puedo 
escoger uno u otro según si quiero enfatizar una mi­
rada positiva o una negativa sobre el presente. Nos 
parece más adecuado cotejar tendencias del período 
presente con otro del pasado, lo que perm ite una 
contrastación más sólida que entre hitos temporales 
aislados.

En segundo lugar, intentaremos una contraposi­
ción con otros países en una situación de partida 
comparable y en un período similar. Esto nos puede 
dar pistas del desempeño de Argentina en términos 
relativos, lo que ayuda a justipreciar si la mejora de 
un indicador es satisfactoria. En tercer lugar, es ne­
cesario poner en relación los avances o retrocesos en 
un problema con lo acaecido en otros que forman 
parte de una misma esfera de bienestar. Así, por 
ejemplo, si se logra un acceso más equitativo en fer­
tilización asistida o aun en tratam ientos para el 
V JH -sida, pero el mal de Chagas sigue siendo un tema 
de alta prevalencia y sus medicamentos son caros o 
no hay seguros para las llamadas "enfermedades ca­
tastróficas ", esto sin duda afectará el juicio sobre la 
desigualdad en salud. Otra cuestión para considerar



es la competencia entre temas por la asignación de 
recursos: nos referimos a que hay un debate necesa­
rio entre disminución de la desigualdad, asignación 
de recursos y eficacia del gasto. ¿Qué decir cuando 
un indicador ha mejorado y las brechas entre los gru­
pos han disminuido, pero con un gasto mucho ma­
yor al que se observa en otros países que lograron 
resultados similares o aun mejores? ¿Podemos soste­
ner el mismo juicio que si el logro se hubiera alcan­
zado con menor costo y, por ende, permitiendo que 
una parte de los recursos se destinaran a disminuir 
otras desigualdades?

Hay otra pregunta que nos interesa plantear, aun­
que tampoco obtengamos fácilmente respuestas. 
Nos referimos a la intensidad de la desigualdad. Más 
o menos desigual es él interrogante central de este 
libro, pero quisiéramos que la respuesta no fuera 
solo en términos dicotómicos, sino poder interpre­
tar el significado de esas diferencias. En efecto, 
¿qué implica una determ inada intensidad de desi­
gualdad respecto de otra? ¿Cómo hacer que una 
diferencia cuan tita tiva  sea sign ificativa com o 
consecuencia cualitativa? ¿Cómo se traducen en 
condiciones de vida dos diferencias de desigualdad 
en cada esfera? Un coeficiente de Gini —que mide 
desigualdad de ingresos— mayor a 0,5 no implica 
solo una distribución de ingresos más desigual que 
si fuera 0,3, sino que detrás de cada valor hay un



conjunto de procesos sociales, causas y consecuen­
cias particulares. Más complejo resulta aun en otras 
dimensiones de bienestar, donde lo que se distribuye 
no es tan claramente fungible en dinero. Así, si solo 
el 40% de la población tiene acceso a servicios de sa­
lud de cierta calidad, en otra sociedad asciende al 
60% y en una tercera, al 80%, sin duda en los tres 
casos serán diferentes los procesos de salud y enfer­
medad, la estructura demográfica resultante de espe­
ranzas de vida o la experiencia social de riesgo y te­
mor frente a las eventuales dolencias.

¿En qué se originan las intensidades diferencia­
das de la desigualdad? Son el resultado de una con­
junción de procesos, tanto aquellos que producen 
como los que contrarrestan la desigualdad en cada 
esfera. En algunos casos, habrá derechos sociales 
efectivos que asegurarán un umbral de ciudadanía 
social y que en cada esfera se traducirán en niveles 
de menor o mayor desigualdad de acceso a bienes y 
servicios. Así, por ejemplo, leyes de educación obli­
gatoria, de ingreso ciudadano, de prestaciones médi­
cas, de cupos para grupos sociales subalternos con­
tribuirán a regular las intensidades de la desigualdad. 
En todo caso, adelantando que será la pregunta más 
difícil de responder, nos parece importante dejarla 
planteada, ya que —con excepción de lo relativo a la 
desigualdad de ingresos— pocas veces los trabajos 
sobre el tema lo hacen.



La respuesta parece obvia; la igualdad. Sin embargo, 
aun si esta fuera la contestación, no es un concepto 
unívoco. Sabemos que el punto d.e partida de todo 
debate y toda pugna es la desigualdad, porque ella es 
la que nos interpela, genera indignación, motiva la 
búsqueda de justicia o de reparación. Pero un libro 
sobre desigualdad debe plantearse qué horizonte de 
igualdad presupone o pretende. Una primera deci­
sión es, siguiendo a Fran?ois Dubet (2011), elegir 
entre un horizonte de igualdad de posiciones o igual­
dad de oportunidades. La primera hace referencia a 
que los distintos grupos o categorías sociales ocupen 
lugares en la estructura social cuyos beneficios sean 
más o menos similares. El ideal es una sociedad don­
de los ingresos, el acceso a la salud, la educación y 
otros bienes y servicios básicos tengan una distribu­
ción que tienda a la igualdad, más allá de la diversi­
dad de situaciones ocupacionales. Las sociedades 
socialdemócratas del norte de Europa podrían ser el 
ejemplo histórico más acabado.

La otra posición es la igualdad de oportunidades, 
más cercana al ideal estadounidense. Su idea rectora 
es la meritocracia, y la igualdad consiste en asegurar 
que todas y todos puedan competir en igualdad de 
condiciones por los lugares más deseables de la es­
tructura social. La meta sería la competencia perfec­



ta, sin que ningún vicio de origen, ningún.rasgo pro­
pio (sexo, edad, origen étnico) conlleve algún tipo de 
discriminación. Más allá de sus postulados, no hay 
ejemplos históricos que se acerquen realmente a este 
ideal. Sin duda que uno y otro ideal no son excluyen- 
tes, pero nos parece, al igual que al autor citado, que 
es más justa una sociedad que tienda a la igualdad de 
liigares, en tanto los ejemplos históricos han mostra­
do que este modelo ha beneficiado a los más débiles y 
forjado sociedades más justas. La igualdad de oportu­
nidades no solo no ha tenido ejemplos reales de apli­
cación, sino que además puede conllevar la justifica­
ción de ciertas desigualdades en la medida que hayan 
sido el resultado de una "competencia justa”. Por otro 
lado, sostiene Dubet, la igualdad de lugares, cuando 
se ha vislumbrado, también ha implicado la igualdad 
de oportunidades. De todos modos, es preciso incluir 
elementos de la igualdad de oportunidades en todo 
planteo de sociedad justa, en particular cuestiones 
que muchas veces quedaron ocluidas por el sesgo ho- 
mogeneizador de la primera mirada. En efecto, las 
voces en pos de la igualdad de oportunidades pusie­
ron de relieve formas de discriminación o de una po­
sición subalterna de determinados grupos sociales 
que no fueron resueltas, y a veces resultaron poco 
tomadas en cuenta por la primera perspectiva. Así las 
cosas, a lo largo del libro se elegirán sobre todo indi­
cadores referidos a la igualdad de posiciones, pero,



atentos a los planteos de la segunda mirada, daremos 
cuenta de la situación específica de determinados 
grupos particularmente afectados por la desigualdad.

Esta es una primera decisión, luego la pregunta es 
sobre qué principios de justicia distributiva deberían 
regir para que una sociedad sea considerada justa. En 
tomo a este interrogante se inscribe una vasta tradi­
ción de estudios sobre principios de justicia, en gran 
medida en las últimas décadas, estructurada en tomo 
a los debates generados por los trabajos de John 
Rawls, sus seguidores y sus críticos. La idea de base 
es que las desigualdades sociales y económicas serían 
conformadas de modo tal que resultarían minimiza­
das y solo perdurarían como legítimas aquellas que 
fuesen ventajosas para todos, vinculadas a cargos y 
empleos asequibles, sin que se excluya a ningún gru­
po. Como es de suponer, se trata de un primer postu­
lado general, con un desarrollo de gran complejidad 
que ha entrañado innumerables críticas y debates 
posteriores, aún en curso, sobre sus puntos ciegos e 
insuficiencias, sobre la necesidad de incorporar las 
miradas de reconocimiento y la diversidad, el lugar 
de la explotación, la situación de las minorías, la pers­
pectiva de género y una variedad de debates cuidado­
samente tratados por distintos autores (por ejemplo, 
Gargarella, 1999, y Rosanvallon, 2011).

De este debate nos interesa rescatar, para nuestro 
abordaje multidimensional, la propuesta de Michael



Walzer.(l1993) de que una sociedad es más justa cuando 
no existe un único principio rector de distribución en 
todas las esferas, en particular si ese principio es el di­
nero. En nuestra indagación, adoptando la idea de diná­
micas propias de cada esfera, habrá mayor tendencia a 
la igualdad en la medida en que puedan incorporarse 
criterios o políticas específicas que contrapesen a los 
ingresos como principio distributivo en cada una de 
ellas. Por lo tanto, haremos referencia en particular a 
las políticas del período y su eventual impacto en la 
disminución de las desigualdades en cada dimensión. 
Pero también nuestra exploración es esencialmente 
práctica: en cada caso indagaremos la idea de brechas 
o distancias, que establecen diferencias cuantificables 
entre sectores, grupos o territorios, deteniéndonos a 
observar si aumentan o disminuyen en nuestro perío­
do de interés y respecto del pasado.

En resumen, adoptamos una perspectiva de igual­
dad de lugares, pero sensible a ciertos planteos intro­
ducidos por los partidarios de la igualdad de oportu­
nidades; abogamos por un pluralismo de esferas con 
principios rectores diferenciados que puedan servir 
para compensar las desigualdades que la centralidad 
de los ingresos impone en las sociedades capitalistas 
y elegimos indicadores para cuantiñcar las desigual­
dades, adoptando, al indagar cada tema, la idea de 
brechas o distancias entre categorías, grupos sociales 
o territoriales.



Las preguntas sobre lasvcausast de la desigualdad 
constituyen un capítulo insoslayable de toda indaga­
ción sobre el tema. En los últimos años se han reali­
zado una importante cantidad de trabajos que tratan 
de explicar el aumento de la desigualdad en el mun­
do tanto como su persistencia histórica en América 
Latina. En efecto, historiadores, economistas y d e n ­
tistas sociales en general interesados en nuestra re­
gión han intentado elucidar la matriz de una desi­
gualdad de larga data, enlazando el pasaje de la 
desigualdad colonial a la de las nacientes repúblicas 
libres, indagando en el modo de producción y de in­
serción en el mercado internacional, estudiando cómo 
han influido los Estados débiles y las relaciones de 
poder establecidas, y focalizándose en la responsabi­
lidad de las elites por su gigantesca acumulación de 
poder y riquezas.

Otros trabajos han intentado desarrollar teorías 
más generales. Entre ellos, dos estudios son insosla­
yables para nosotros. Quizás el intento más acabado 
de una teoría general de la desigualdad en las últi­
mas décadas sea el ya célebre libro La desigualdad 
persistente, de Charles Tilly (2000). Preguntándose 
por la reproducción de desigualdades, establece una 
serie de claves explicativas, como la configuración de 
pares categoriales con diferencias jerárquicas (hom-



bre/mujer, negro/blanco, aristócrata/plebeyo) y meca­
nismos que llevan a la persistencia de la desigualdad, 
como la explotación, el acaparamiento de oportuni­
dades y la exclusión de otros grupos. Desigualdades 
producidas en el seno de las instituciones que, me­
diante los mecanismos de emulación y adaptación, 
se expanden al sistema social y se vuelven habituales 
para todos.

El segundo trabajo intenta un cometido similar 
pero para América Latina. Luis Reygadas (2008) le 
otorga centralidad a los mecanismos de apropiación 
y expropiación por los cuales una parte se apropia de 
recursos y excluye a otras. Sostiene que, en nuestras 
sociedades, la distribución de los bienes "valiosos” 
(dinero, prestigio, seguridad, poder, estima) y los “re­
pudiados” (pobreza, subordinación, riesgos, estigma) 
se desarrollan en un sistema de relaciones de poder, 
que a su vez está atravesado por valoraciones e inter­
pretaciones en pugna en tomo a su legitimidad.

Sin desconocer el interés de es Los análisis, en nues­
tro recorrido por esferas no nos centraremos en mira­
das generales sobre las causas de la desigualdad, 
aunque sí en las formas en que se producen en cada 
dimensión considerada. En rigor, hay un punto más 
para tener en cuenta sobre nuestro trabajo: dado 
que nos interesa observar un período donde se dis­
cute la dism inución de la desigualdad, atendere­
mos a las causas y los factores en ambos sentidos,



aquello que explica el eventual aumento o la persis­
tencia como también la disminución de las inequida- 
des en cada esfera. Hacia el final de nuestro recorri­
do, estaremos en condiciones de señalar si existen 
regularidades o dinámicas comunes en las distintas 
esferas.

L as c o n s e c u e n c ia s  d e  la  d e sig u a l d a d

No es simple aislar las consecuencias específicas de 
la desigualdad, puesto que no siempre es posible 
diferenciarlas de aquellas derivadas, por ejemplo, 
de la pobreza. Hay al menos dos planos de observa­
ción diferentes y complementarios. Por un lado, las 
consecuencias de la desigualdad para el conjunto 
de la sociedad y, por el otro, para aquellos que la 
padecen en forma más implacable. En cuanto a lo 
primero, la pregunta más compleja para nosotros 
quizás sea sobre las implicancias generales. Estu­
dios de los países centrales, como el de Richard Wil- 
kinson y Kate Pickett (2009), m uestran que cuando 
aumenta la desigualdad la salud de la población en 
general empeora, el desempeño escolar cae, el cri­
men se acrecienta y las relaciones entre los grupos 
sociales se vuelven más infrecuentes y conflictivas, 
por los abismos que se crean entre grupos con pro­
fundas diferencias en sus formas de vida y lugares



de residencia. Esto influye, por ejemplo, en la me­
nor legitimidad para las imposiciones fiscales, dado 
que los otros son m irados no como sujetos legíti­
mos de justicia social, sino como potencialm ente 
peligrosos o merecedores de su peor suerte. El pla­
no siguiente es observar lo que sucede en quienes 
están peor ubicados en la escala de la distribución 
de cada esfera.

Ahora bien, nuestro estudio es sobre las tenden­
cias contrapuestas de la desigualdad, por lo que la 
mirada sobre las consecuencias deberá contemplar 
esta perspectiva dual. Ello implica arribar a una serie 
de hipótesis sobre los contraluces en cada esfera. En 
algunos casos, serán las mismas poblaciones las que 
conozcan esos efectos de signo opuesto en una deter­
minada dimensión; en otras, las tendencias confronta­
das podrán estar en una esfera específica, pero afec­
tando a poblaciones distintas, como las disparidades 
que hay entre un incremento general de las proteccio­
nes de salud pero con una falta de cobertura para de­
terminadas enfermedades, que excluyen de protección 
a grupos de pacientes específicos. En fin, queremos 
decir con esto que las tendencias contrapuestas ten­
drán también formas particulares que observaremos 
en cada una de las dimensiones examinadas, así como 
también intentaremos dar alguna respuesta al interro­
gante sobre estas tendencias contrapuestas en el nivel 
general.



En nuestro recorrido, al estudiar esferas o dimensio­
nes de bienestar, adoptamos una mirada analítica y 
multidimensional de la desigualdad. Elegimos los 
temas a partir de su relevancia social, por poseer una 
dinámica propia y por las controversias surgidas en 
torno a ellos. Esto nos lleva a explorar lo sucedido 
con las desigualdades en ingresos, educación, salud, 
vivienda, y focalizamos luego en las inequidades te­
rritoriales, los problemas de infraestructura, la cues­
tión rural y la inseguridad. A la vez, dejamos sin in­
dagar otras cuestiones donde hay mayor consenso 
sobre el avance — nos referimos a la diversidad se­
xual o las leyes migratorias—, mientras que algunos 
aspectos como la cuestión de género o la situación de 
los pueblos originarios son tratados al examinar te­
mas específicos.

A fin de ser fieles a nuestra hipótesis de las ten­
dencias contrapuestas, en cada esfera daremos cuen­
ta de una serie de indicadores que puedan graficar 
los procesos de signo distinto. Pero para justipreciar 
la igualdad y desigualdad de una época, es útil una 
perspectiva comparativa. Por ello, se tomarán como 
hitos lo sucedido en otros países en un mismo perío­
do y también nuestro pasado cercano. Cuando sea 
posible, en lugar de comparar un solo momento, un 
punto en el tiempo aislado, se tratará de contrastar



tendencias en distintas etapas. La mirada compara­
tiva también nos exige, en la medida de lo posible, 
cotejar la evolución de los indicadores, en particular 
los logros, con su costo y con la situación de otros 
temas que podrían pugnar por los mismos recursos.

Tendremos también en cuenta el punto de partida 
en cada tema, esto es, la situación de 2003, razón por 
la cual consideraremos carencias y problemas produ­
cidos en los años noventa y luego de la crisis de 2001, 
sumados a otros de más larga data. Sostenemos que, 
si bien lo contrario de la desigualdad parece siempre 
ser la igualdad, su definición no es unívoca. Entre la 
igualdad de lugares y la de oportunidades, optamos 
por la primera, pero estamos atentos a los planteos 
para tomar firmemente en consideración la situación 
de las minorías y de ciertas identidades, lo que la se­
gunda perspectiva ha reclamado con más potencia 
que la primera. A esto sumamos una consideración 
práctica, que guiará el recorrido por realizar, que re­
side en indagar las brechas o distancias entre grupos, 
categorías o territorios, su aumento o su disminu­
ción en el tiempo.

En cuanto a las causas de la desigualdad, sin des­
conocer la existencia de mecanismos macrosociales, 
el recorrido por esferas nos orienta a centramos en las 
explicaciones específicas para cada una de ellas. So­
bre las consecuencias, diferenciamos entre aquellas 
para la sociedad y otras para quienes padecen más la



desigualdad, pero recordando siempre que, más que 
de la desigualdad, se tratará de elucidar las conse­
cuencias de las tendencias contrapuestas. Por lo de­
más, el juicio analítico no debe hacernos perder de 
vista el cometido de arribar a una imagen general, un 
juicio holístico, que dejaremos para el final de nues­
tro recorrido.



II. DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO 
Y EL TRABAJO

¿ Q u é  ha  s u c e d id o  con la distribución del ingreso des­
de 2003 hasta el presente? Nuestra mirada multidi- 
mensional comienza por este tema central, pues sin 
una disminución de la inequidad en los ingresos, 
más allá de lo que suceda en las otras esferas, no 
podría sostenerse que la igualdad se ha acrecentado. 
Él tema no está exento de controversias. Partimos de 
la distribución interpersonal expresada por el coefi­
ciente de Gini. Su mejora en Argentina y en casi toda 
América Latina desde 2003 suele ser exhibida como 
una prueba fidedigna de la disminución de las ine- 
quidades. pero no es suficiente para un juicio con­
clusivo. Una prim era dimensión complementaria 
será presentada a continuación: la distribución fun­
cional, la división de las riquezas entre propietarios 
y asalariados. Renglón seguido, nos adentraremos 
en dos posturas locales que ponen en tela de juicio 
las mejoras en la década: una, cuya crítica nodal es la 
consolidación de un polo marginal; la otra, focaliza­
da en la evolución de los salarios después de 2007 y 
su depreciación por la inflación. Algunas voces agre­



gan una crítica por eJ peso dei impuesto a las ganancias 
en los salarios, si bien su impacto en la desigualdad es 
motivo de controversias. Luego nos referiremos a 
uno de los ejes de mayor polémica: lo sucedido con 
la pobreza y la indigencia en el ojo de la tormenta 
por el desacuerdo entre los especialistas en la forma 
en que el Instituto Nacional de Estadística y Censos 
(i n d e c )  fija los índices de precios, que influye luego 
en la medición de la pobreza. En fin, nos pregunta­
remos cómo queda la distribución del ingreso una 
vez cobrados los impuestos y realizado el gasto pú­
blico, y revisaremos la persistencia de desigualdades 
de género.

E l  c o e f ic ie n t e  d e  G in i  d is m in u y e :
¿LA IGUALDAD CRECE?

El coeficiente de Gini es el indicador más utilizado 
tanto para graficar el decurso de un país en el tiempo 
como para establecer rankings de inequidad entre 
naciones. Mide con valores de 0 hasta 1 la dispersión 
empírica de los ingresos entre hogares o personas en 
relación con lo que sería una línea de igualdad per­
fecta. Puede definirse como la diferencia absoluta 
promedio de niveles de ingreso entre dos individuos 
tomados al azar en la población, relacionándolos con 
el promedio del conjunto de esta. Así, en una socie­



dad donde el ingreso medio es 40.000 pesos, un coefi­
ciente de Gini de 0,4 significa que la distancia entre 
el nivel de recursos de dos individuos tomados al 
azar sería en promedio de 16.000 pesos (Bourguig- 
non, 2012). Por ello, en una hipotética sociedad total­
mente igualitaria, el valor debería ser igual a cero. 
Las sociedades más justas, como ciertas de Europa 
Occidental, exhiben guarismos en torno a 0,3, si bien 
se ha producido un incremento de las desigualdades 
en varias de ellas. De su lado, América Latina había 
alcanzado en años pasados valores mayores a 0,5 
para nuestro país, Brasil o Chile, y más altos aun en 
América Central.

Las relaciones entre este indicador, bienestar, creci­
miento y pobreza no son unívocas (González y Mart- 
ner, 2012). Por ejemplo, estos autores señalan que 
Burundi, uno de los Estados más pobres del mundo, 
con un producto per cápita apenas mayor a 100 dóla­
res, tiene un coeficiente de Gini similar a uno europeo, 
es decir que una nación puede ser homogéneamente 
pobre y, por ende, exhibir un coeficiente de Gini bajo. 
Asimismo, hay países con bajo crecimiento y relativa 
igualdad, y otros desiguales pero con incremento de la 
riqueza, que combinan alta inequidad con disminu­
ción de la pobreza absoluta. Ciertos trabajos consig­
nan un cambio reciente en la tendencia mundial de 
incremento de la desigualdad entre los países produ­
cida desde 1820 hasta los años noventa del siglo xx.



Desde entonces están comenzando a disminuir las desi­
gualdades entre las naciones, salvo un número de paí­
ses muy empobrecidos que quedan fuera de este 
proceso. Pero al tiempo aumentan las diferencias den­
tro de cada país, lo que Bourguignon llama una “mun- 
dialización de la desigualdad", y esto se debe en gran 
medida a que, como ha señalado recientemente Piketty 
(2013) respecto de los países centrales, las tasas de re­
tomo del capital son mayores que el crecimiento eco­
nómico, por lo que se prevé una acentuación de las 
inequidades en dichas naciones.

¿Qué ha pasado con el coeficiente de Gini en Ar­
gentina en las últimas décadas? Guillermo Cruces y 
Leonardo Gasparini (2009a, 2009b) han reconstruido 
su derrotero. Los autores basan su análisis en datos 
del Gran Buenos Aires y afirman que sus conclusio­
nes pueden extrapolarse a todo el país urbano y hasta 
a las áreas rurales. Determinan un período de m a­
yor igualdad entre los años cuarenta y cincuenta, 
durante el prim er y segundo gobierno peronista; 
encuentran un indicador sin grandes cambios en los 
años sesenta, mientras que desde los años setenta 
hasta el nuevo milenio se produce un gran incre­
mento de la desigualdad, con períodos de alta volati­
lidad, es decir, alzas y bajas, en contraste con la esta­
bilidad previa. De este modo, mientras en 1974 el 
coeficiente de Gini para el Gran Buenos Aires era de 
0,344, en 2006 fue de 0,487, luego de un pico de más



de 0,5 en 2002. En la misma dirección, la participa­
ción del 20% más pobre de la población en el ingreso 
desciende en esos treinta años del 7,1% al 3,7%, 
mientras que el 20% superior pasa de apropiarse el 
41,8% al 53,2%. La profundización de la desigualdad 
es alta aun comparándola con otros países latinoa­
mericanos, y tanto es así que en ese lapso Argentina 
pasa de un coeficiente de Gini más cercano al de los 
países europeos a otro que la aproxima a las socieda­
des más desiguales del planeta.

El resultado no debiera sorprendernos, señalan 
los autores, ya que en esas tres décadas Argentina fue 
afectada en forma sucesiva o conjunta por casi todos 
los factores que profundizan la desigualdad: crisis 
macroeconómicas severas, hiperinflación, ajustes es­
tructurales, aumento del desempleo, dictaduras, li- 
beralización comercial, rápida acumulación de capi­
tal, modernización tecnológica supletoria de mano 
de obra y períodos de debilidad de actores laborales. 
Este incremento de la desigualdad se verifica tam ­
bién cuando se utilizan mediciones alternativas o se 
realizan ajustes, como el ingreso per cápita en lugar 
del familiar o el análisis que toma en cuenta el peso de 
los impuestos en cada estrato y del gasto social que 
se le destina; con todas ellas se mantiene intacto el 
juicio de alta desigualdad en el período.

En 2003 comienza un proceso de signo opuesto. 
Cruces y Gasparini indican una caída de la desigual­



dad hasta 2007 —fin de su recorrido—, con lo que 
coinciden todos los investigadores, y en general pri­
ma la idea de que se desacelera la disminución del 
coeficiente de Gini, es decir que la desigualdad se 
m antiene en niveles más o menos similares desde 
2008 hasta hoy. En todo caso, siempresegún el coefi­
ciente de Gini, la desigualdad vuelve a niveles previos 
a 3a crisis 2001. Si el aumento de la desigualdad fue 
un rasgo compartido por la región en los años noven­
ta, su baja lo es también en el nuevo milenio. Leonar­
do Gasparini y Nora Lustig (2011), basados en datos 
de la Comisión Económica para América Latina y el 
Caribe (c e p a l ) para el período 2002-2008, subrayan 
que la desigualdad cayó en 14 de 17 países con estra­
tegias económicas, signos políticos y magnitud de sus 
economías diferentes entre sí. En un contexto de cre­
cimiento y estabilidad económica, los principales fac­
tores que la explican es la disminución de la brecha 
entre los salarios de los menos y de los más calificados 
y la transferencia de ingresos no laborales a través de 
políticas sociales como los programas Oportunida­
des-Progresa, en México, y Bolsa Escola, en Brasil, y 
la Asignación Universal por Hijo en Argentina. Otros 
autores, Luis Beccaria y Roxana Maurizio (2012), 
ponen más énfasis en ciertas políticas laborales, 
como se detallará más adelante.

¿Qué explica la desigualdad de las remuneracio­
nes? En la Argentina de los años noventa, se debió



sobre todo al incremento de los retornos de ingresos 
por educación a favor de los que contaban con ma­
yor calificación y en contra de los menos calificados, 
quienes también ven caer el número de horas traba­
jadas y sufren el aumento de la desocupación. En 
otras palabras, tenían menos trabajo y ganaban mu­
cho peor que los más aventajados. La reversión del 
proceso después de 2003 se explica, según estos y 
otros autores, por la reactivación económica, la recu­
peración del poder de compra de los salarios y la ma­
yor demanda del mercado laboral, con su consi­
guiente caída del desempleo. El cambio de precios 
relativos posterior a la devaluación favoreció a las 
empresas intensivas en trabajo no calificado, que ha­
bían enfrentado una dura competencia en la liberali- 
zación, por lo que el crecimiento de la actividad in­
dustrial mejoró los ingresos de los menos formados 
y las políticas de salario mínimo, de convenios colec­
tivos, entre otras, favorecieron a estos trabajadores. 
El patrón de cambio tecnológico que produjo más 
desigualdad por sustitución de personal en los años 
noventa se desaceleró. Asimismo, el gasto social au­
mentó considerablemente y la política fiscal fue más 
progresiva, por el tipo de impuestos, como las reten­
ciones a las exportaciones. Si bien el efecto del Plan 
Jefes y Jefas de Hogar Desocupados ( p j j h d ) fue ca­
yendo en la medida en que fue abandonado como 
política de Estado y sus ingresos se vieron erosiona-



dos por la inflación, la Asignación Universal por Hijo 
tiene impacto en la disminución "derla desigualdad, 
mientras que los subsidios al consumo y los servicios 
mantienen bajo el precio de estos últimos (aunqüé su 
equidad pueda ser discutida, puesto que también fa­
vorece a los de mayores ingresos).

Ahora bien, más allá de las mejoras señaladas, 
Cruces y Gasparini concluyen que en 2006 la desi­
gualdad fue similar a la de 1998, pero con una tenden­
cia a estabilizarse. Luis Beccaria y Roxana Maurizio
(2012), por su parte, encuentran que la desigualdad 
tanto de las remuneraciones laborales como del in­
greso total familiar disminuyó entre 2002 y 2010, 
pero desde 2008 el ritmo de tal reducción se ha debi­
litado. Datos oficiales, pero también información del 
Banco Mundial y el trabajo recién citado, ubican los 
últimos valores del coeficiente de Gini en un nivel 
comparable al de comienzos de la década de 1990. Si 
la desigualdad actual es similar a la existente antes de la 
reforma neoliberal, por lo cual la década transcurrida 
ya habría reabsorbido el incremento de la inequidad, 
o solamente volvió a los valores previos a la crisis de 
2001, es uno de los ejes de debate actuales. En todo 
caso, ni los más optimistas consideran que se ha lle­
gado a valores cercanos a las décadas de mayor igual­
dad distributiva. Es necesario tom ar en cuenta el 
punto de partida: la pérdida de ingresos que implicó 
la crisis de 2001-2002 fue de tal magnitud que, nos



dicen Beccaria y Maurizio, la importante recupera­
ción de las remuneraciones entre 2003 y 2010 fue si­
milar a la pérdida de ingresos durante solo el año 
2003: el 30 por ciento.

Asimismo, puede sernos de utilidad contrastar 
con lo que ha sucedido en otros países de la región. 
El panorama social de la c e p a l  ubica a Argentina, 
junto a Bolivia, Venezuela y Nicaragua, entre aque­
llos que más han reducido su coeficiente de Gini des­
de 2002, con una tasa de descenso en torno al 2% 
anual ( c e p a l , 2012). También la caída de la pobreza 
es significativa, al igual que en otros países con pun­
tos de partida más o menos similares, como Colom­
bia, Brasil, Ecuador y República Dominicana. De 
todos modos, debe decirse que dicho trabajo toma 
valores de pobreza para los años recientes ubicados 
en una posición intermedia entre los muy bajos gua­
rismos oficiales y los más altos de ciertos estudios, 
como el del Observatorio de la Deuda Social Argenti­
na (Salvia, 2013). Sin embargo, cuando comparamos 
un indicador que asocia pobreza y desigualdad, 
como lo es el de pobreza relativa, utilizado en Euro­
pa Occidental y que se determina por el porcentaje 
de hogares que no llegan al 60% de la mediana de 
ingreso del país (en algunos casos se toma el 50% o 
el 70%), las tasas de pobreza relativa en 2011 son 
mayores que las absolutas y su reducción en el perío­
do, menos palmaria. El resto de los países de la re­



gión mostraban una situación similar. El desempeño 
menos significativo de la pobreza relativa se explica 
en parte porque los ingresos de los sectores altos 
también han crecido, por lo que la disminución de la 
pobreza relativa es menor que la absoluta.

Cabe preguntarse qué conclusiones se pueden sa­
car de la evolución del coeficiente de Gini para la 
desigualdad en la estructura social en su conjunto. 
La Encuesta Permanente de Hogares (e p h ) , en la que 
se basan los cálculos, nos brinda sobre todo un pano­
ram a de los asalariados y, más en general, de los es­
tratos medios de ingresos. ¿Por qué sucede esto? En 
prim er lugar, por la clásica subdeclaración de los 
sectores más altos, que informan solo una parte de 
sus ingresos. A esto se suma el subregistro que surge 
de las características de las encuestas de hogares en 
general: están mejor diseñadas para captar ingresos 
de flujos regulares (salarios, jubilaciones) que los 
provenientes de flujos variables (por ejemplo, ingre­
sos por operaciones financieras), propios de los sec­
tores altos. En segundo lugar, por el alcance de la 
muestra: están excluidas las zonas rurales y peque­
ñas poblaciones, donde se concentran núcleos de ex­
clusión profunda. En tercer lugar, según informantes 
consultados, se han reportado problemas de acceso 
en las zonas más relegadas del conurbano, como vi­
llas y asentamientos. Por último, habría dificultades 
en la captación de ingresos de los trabajadores infor­



males y/o intermitentes (porque no es fácil calcular 
ingresos inestables y porque puede haber subdecla- 
ración cuando hay trabajo en negro o cuando se reci­
be un programa de transferencia de ingresos).

Podría argumentarse que estos problemas tam ­
bién han afectado a los datos del pasado, pero es 
cierto que la dificultad de acceso a zonas precarias 
urbanas es más reciente y, sobre todo, que cuando el 
porcentaje de asalariados registrados era mucho ma­
yor que en la actualidad, el cuadro resultante se ase­
mejaba más al conjunto de la estructura social. De 
esta forma, los datos a partir de las cuales se constru­
ye la imagen de igualdad o desigualdad pueden sufrir 
un cierto "achatamiento”, es decir, se pierden ingre­
sos tanto por arriba como por abajo, y se tiende a 
representar lo que sucede con los asalariados, en par­
ticular los registrados. En consecuencia, cabe pre­
guntarse si no nos está mostrando una sociedad me­
nos desigual de lo que realmente es y el panoram a 
que nos brinda no es suficiente para deducir un jui­
cio sobre la estructura social en general.

¿Qué podemos concluir para cerrar este punto? 
Primero, mirando la década transcurrida, no sabe­
mos todavía si se ha producido un quiebre perma­
nente de tendencia o si se trata de uno más de los 
ciclos de disminución del coeficiente de Gini, si bien 
de más larga duración que los del pasado. Segundo, 
han retrocedido gran parte de las inequidades produ­



cidas por la crisis de 2001, pero todavía está en deba­
te cuánto se ha recobrado de lo perdido en los años 
noventa. En tercer lugar, cuando se coteja con otros 
períodos más que con años específicos, la posconverti­
bilidad como ciclo tiene un signo claramente diferente 
a los años noventa, en cuanto que hay una tendencia a 
la reducción de desigualdades. En resumen, en un 
contexto de reactivación del empleo, hay acuerdo en 
que la desigualdad familiar e individual ha mejora­
do en el período 2003-2008 y luego ha tendido a es­
tancarse, si bien existen opiniones más bien dividi­
das sobre estos últimos años. También, como el país 
ha crecido, se mantiene una franja significativa en 
situación de pobreza relativa, porque el nivel medio 
de ingreso es mayor y los sectores más altos también 
han mejorado. Si se trata de un ciclo de recupera­
ción estacionario o un cambio de tendencia es un 
interrogante compartido por todos los expertos y, sin 
duda, no hay un destino manifiesto ni en uno ni en 
otro sentido.

P o l í t i c a s  laborales y coberturas sociales

En este apartado nos proponemos ahondar en las po­
líticas que explicarían la disminución de la desigual­
dad en la.última década. Con mayor o menor énfasis 
según la perspectiva teórica, distintos autores seña­



lan que han gravitado una serie de políticas. Gran 
parte de los investigadores del tema acuerdan con 
que se debería a cuatro pilares: las políticas laborales 
y de recomposición salarial, la creación de puestos 
de trabajos por la reactivación económica, la dismi­
nución del empleo no registrado y el aumento de la 
cobertura previsional así como de las medidas de 
transferencia de ingresos. Revisemos los argumentos 
y datos presentados, sobre todo en un texto publica­
do por el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad 
Social (mteyss) y el Programa de las Naciones Uni­
das para el Desarrollo (pnud) de Argentina con moti­
vo del Bicentenario (mteyss, 2010).

En cuanto a lo primero, se destaca la revitaliza- 
ción del valor institucional del salario mínimo para 
mejorar la distribución, determinado por el Consejo 
Nacional del Salario Mínimo, convocado en 2004 
después de once años de inactividad, en el cual em­
pleadores y trabajadores fijan un piso de ingresos la­
borales con el arbitrio del Estado. En el último au­
mento de 2010, el salario mínimo habría crecido el 
820% respecto del valor que rigió en la mayor parte 
de los años noventa. Se habrían multiplicado las ne­
gociaciones colectivas por rama de actividad o por 
sector, con un impacto positivo como parámetro de 
referencia para los salarios más bajos. Si en los años 
noventa había alrededor de doscientas negociaciones 
anuales, en 2009 se homologaron 1.331 convenios y



acuerdos colectivos. Esto ha mejorado las remunera­
ciones de los asalariados registrados, pero también 
parece haber influido positivamente en la de los no 
registrados y en los trabajadores por cuenta propia.

Respecto al empleo, entre 2003 y 2009 se habrían 
creado 4,9 millones de puestos de trabajo en las áreas 
urbanas, con lo que se incorporaron 4 millones de 
personas al mundo laboral (sin incluir a los benefi­
ciarios de planes públicos con contraprestación labo­
ral). Entre 2003 y 2009, se sumaron 571 mil empleos 
por año: más del triple de la cantidad anual de nue­
vos ocupados incorporados durante la convertibili­
dad y el gobierno de Raúl Alfonsín y cuatro veces 
más que durante la última dictadura militar. Su con­
secuencia directa fue la reducción del desempleo: de 
la tasa de 2002, del 21,5%, la más alta de la que se 
tiene registro en la historia, el segundo trimestre de 
2010 desciende al 7,9%, volviendo así a los niveles 
“normales” para el país. Esto ha tenido un efecto di­
recto en la disminución de la desigualdad, al incre­
mentarse el número de personas que reciben ingre­
sos y, de modo indirecto, al favorecer el poder de 
negociación de los trabajadores.

El tercer pilar sería el incremento del trabajo re­
gistrado. Desde 2003 se verifica un incremento del 
trabajo formal (considerando asalariados registrados 
e independientes registrados en la seguridad social) 
y, según las mismas fuentes, en 2010 el número de



asalariados registrados en el sector privado es supe­
rior en el 43% al mejor momento de los años noven­
ta. Cuando se toma a 1974 como un valor 100, en
2009 se alcanzaría un valor de 210. A su vez, un se­
guimiento desde 2005 muestra que, del total de tra­
bajadores que se incorporaron al trabajo registrado, 
alrededor del 60% provenía de puestos asalariados 
no registrados y el 20% se encontraban desemplea­
dos, a lo que se sumaría también una incorporación 
de beneficiarios del p j j h d . Para e l  Ministerio de Tra­
bajo, esto sería un indicador de la remoción progre­
siva de la segmentación laboral, en cuanto se quebra­
ría una lógica de larga data del mercado de trabajo 
argentino, por la cual un creciente porcentaje de tra­
bajadores estaba obligado a permanecer largo tiem­
po en inserciones precarias, de baja estabilidad y 
escasos ingresos sin beneficios sociales. También es 
necesario destacar dos medidas que han venido a re­
parar injusticias sociales históricas respecto del em­
pleo doméstico y de los peones rurales. En ambos 
casos se sancionaron distintas leyes que les otorgan 
protecciones y beneficios, equiparando su situación 
a la de otros trabajadores.

Finalmente, desde 2002 hasta 2009 se otorgaron 
7 millones de nuevas protecciones sociales, que re­
presentarían un crecimiento del 63% en la cantidad 
de prestaciones distribuidas por el sistema. Se debe 
sobre todo a la extensión de la jubilación, de pensio­



nes no contributivas, asistenciales y especiales, y de 
la Asignación Universal por Hijo. En conjunto, el 
número de prestaciones se ha duplicado con respec­
to a las de 1997. Así, mientras en 2009 la cobertura 
total de los menores de 18 años llegó al 86%, en 1997 
era del 35%. Y con respecto a los adultos mayores 
cubiertos por jubilación o pensiones, luego de una 
declinación constante en al menos siete años, en 
2003 llegó a reducirse al 61%; pero en 2009, el 84% 
de los adultos mayores recibieron al menos alguna 
transferencia. Por su parte, las facilidades para adul­
tos mayores sin todos los aportes permitieron que 
accedieran a la jubilación mínima 2,5 millones de 
nuevos beneficiarios.

¿Qué sucedió, según este trabajo, con los salarios y 
la distribución del ingreso? Entre 2002 y 2009, la re­
muneración media real de los asalariados registrados 
habría crecido como mínimo el 56%, independiente­
mente del índice de precios usados para deflactar la 
serie. Para el Ministerio de Trabajo, la distribución 
funcional, esto es, la porción de ingresos apropiada 
por capital y trabajo, habría conocido una mejora: 
los trabajadores en relación de dependencia se apro­
piaban del 34,3% del producto en 2002 y del 43,6% 
en 2008. Aunque veremos en el apartado siguiente 
que este juicio no es compartido por todos los exper­
tos. En los datos del Ministerio, de 1994 a 2002 se pro­
dujo un incremento del coeficiente de Gini del 18,5%,



alcanzando los niveles más elevados que se hayan 
registrado. En contraposición, entre 2002 y 2009, 
mejoró el 16%, conformándose la situación más 
equitativa en dieciséis años, con valores previos a la 
reforma neoliberal. No hay dudas de que si concluyé­
ramos aquí nuestro capítulo, solo podríamos termi­
nar con un juicio sumamente positivo de lo sucedido. 
Sin embargo, es necesario dar lugar a los debates en 
tomo al cuadro hasta aquí esbozado.

Controversias sobre la distribución funcional

El optimismo por la disminución de la desigualdad 
en América Latina basado en la evolución del coefi­
ciente de Gini es contestado, entre otros, por Javier 
Pérez Sáinz (2013). Su sola disminución no autoriza, 
según este autor, a postular una mejora de la igual­
dad, porque se concentra en la distribución secunda­
da, una vez que ya se ha producido la división entre 
trabajo y capital. Al fin de cuentas, un indicador que 
compara la situación de hogares o individuos no nos 
informa sobre la distribución entre clases, grupos ét­
nicos o géneros. En segundo lugar, agrega, la división 
en deciles (tramos del 10% de la población u hoga­
res) contribuye a la invisibilidad de las elites dentro 
del decil superior, a lo que se suma la ya consignada 
histórica subdeclaración de ingresos de los más ri-



eos. En fin, una mejora de la distribución entre sec­
tores medios y altos (excluyendo a los bajos) puede 
reducir el coeficiente de Gini, como ha sucedido en 
México, pues disminuye la dispersión de ingresos, 
pero sin que eso derive en una sociedad más justa.

Son argumentos atendibles pero que no cuestio­
nan en conjunto a la evolución descrita para el caso 
argentino, dado que los estratos más bajos han parti­
cipado de la mejora de la distribución. Otra postura 
no invalida al indicador, sino que subraya la necesi­
dad de complementarlo con el estudio de la distribu­
ción primaria o funcional, entre capital y trabajo. Se 
reconoce, de todos modos, que hoy capital no es si­
nónimo de sectores altos ni trabajo solo de proleta­
rios, ya que entre los primeros se cuentan, por ejem­
plo, los m icropropietarios (como el dueño de un 
pequeño kiosco o almacén) y entre los segundos, car­
gos jerárquicos de altos ingresos y gran parte de las 
clases medias.

Javier Lindenboim, Damián Kennedy y Juan Gra- 
ña (2010) han revitalizado la tradición de estos estu­
dios en el país, reconstruyendo la evolución del indi­
cador a lo largo del tiempo. Muestran que durante el 
primer peronismo y el segundo, entre el 45% y el 50% 
de los ingresos eran apropiados por los asalariados. 
Luego se produce un retroceso hasta el 36,5%, en 
1959, a lo que sigue un período de inestabilidad y re­
cuperación a inicios de los años setenta. En 1972-1974



se alcanza pasajeramente el 50%, pero el Rodrigazo, 
en 1975, y la dictadura, desde 1976, reducen su par­
ticipación hasta menos del 30% en 1977: el porcen­
taje más bajo registrado en el país. A partir de enton­
ces se observan oscilaciones entre ese piso y el 40%. 
En los años noventa parece superarse el techo de 
tantos años, con el 45,6% en 1993; pero luego de la 
crisis del tequila, se estabiliza en tomo al 40%. Con 
la devaluación del fin de la convertibilidad se de­
rrumba nuevamente, llegando al nivel del 30%, y lue­
go se recobra hasta 2006 (últimos datos del estudio). 
A pesar de esta mejora, el proceso de los últimos 
años no logró reconquistar ni la mitad de la cuantía 
perdida con la devaluación. En este punto hay una 
diferencia con los datos oficiales, en particular con 
los elaborados por la Dirección Nacional de Cuentas 
Nacionales y el indec. Señalan los autores que se 
debe a que ellos estiman una caída mayor de la par­
ticipación de los asalariados durante la devaluación 
que la considerada por la primera fuente. En conse­
cuencia, si bien hay coincidencias con los datos ofi­
ciales en señalar la recuperación desde 2003, dado 
que parten de la estimación de una pérdida más 
profunda, la reversión registrada es menor. Por lo 
tanto, para estos autores, la participación de los asa­
lariados al final de la serie se ubicaría en tom o del 
35%, mucho menor que los datos del indec consig­
nados en el apartado anterior; mientras que el poder



adquisitivo del salarió en 2006 sería del 30% menos 
que el de 1970.

¿Cómo se produjo esta caída de la participación y 
por qué? La distribución funcional depende de la pro­
ductividad de cada trabajador, es decir, el valor produ­
cido, y de los salarios. Cuanto más se apropien los 
propietarios del excedente que genera la productivi­
dad y, por ende, menores sean los salarios, más ine­
quitativa será la distribución funcional. En un análisis 
de los últimos cincuenta años, Lindenboim y colabo­
radores (2010) muestran que, en términos generales, 
la productividad aumentó en ese lapso, con mayor 
intensidad hasta principios de los años setenta. En 
cambio, el salario solo creció hasta los años setenta y 
decreció de allí en adelante. Esto implicó una trans­
ferencia de ingresos de los asalariados al capital que 
produjo una mayor inequidad en la distribución fun­
cional. Concluyen entonces que el proceso de acumu­
lación en los últimos treinta años se basó no en la 
mejora de productividad, sino en el deterioro del sa­
lario real. La pobreza,; agregan, es el resultado lógico 
de tres décadas de su continua depreciación.

En cuanto a los años del período actual incluidos 
en el estudio, según sostienen, se mantiene la tenden­
cia a una reducción del poder adquisitivo cuya con­
trapartida es un aumento del consumo de los sectores 
más altos. Por ende, no solo se mantiene la inequi­
dad, sino que esta apropiación ni siquiera se trans­



forma en inversión. Concluyen los autores que, sin 
desconocer los cambios positivos de la última déca­
da, no se puede aún afirmar que se ha revertido la 
tendencia de largo plazo de deterioro del salario real.

¿Qué sucedió luego de 2006? En datos recogidos 
en la nota "La esquiva meta del fifty fifty: mitos y ver­
dades de la distribución del ingreso"' de Silvia Stang 
en el diario La Nación (27/1/2013), se consigna que 
para el Centro de Estudios sobre Población, Empleo 
y Desarrollo (ceped) dirigido por Javier Lindenboim, 
en 2010 la participación de los asalariados habría lle­
gado al 41,4%. Un documento del Centro de Investi­
gación y Form ación de la República Argentina 
(cifra, 2011) estima para 2009 una participación de 
los asalariados en tomo al 41,1%, y en la nota citada 
se señala que para este centro en 2011 la participa­
ción asalariada sería del 37,6%. Por otro lado, vimos 
en el apartado anterior que para el Ministerio de Tra­
bajo con datos del indec, en 2008 sería del 43,6%. En 
síntesis, si bien hay consenso en la recuperación de 
la participación de los asalariados en los ingresos en 
nuestro período de interés, subsisten controversias 
sobre la magnitud de dicha recuperación y, más allá 
de las cifras, hay un debate necesario sobre la even-

1 D isponible en  linea: <http://ww w .lanacion.com ,ar/1549178- 
la-esquiva-m eta-del-fifty-fifty-m itos'y 'verdades-de-la-distribu- 
cion-del-ingreso>.

http://www.lanacion.com,ar/1549178-%e2%80%a8la-esquiva-meta-del-fifty-fifty-mitos'y'verdades-de-la-distribu-%e2%80%a8cion-del-ingreso
http://www.lanacion.com,ar/1549178-%e2%80%a8la-esquiva-meta-del-fifty-fifty-mitos'y'verdades-de-la-distribu-%e2%80%a8cion-del-ingreso
http://www.lanacion.com,ar/1549178-%e2%80%a8la-esquiva-meta-del-fifty-fifty-mitos'y'verdades-de-la-distribu-%e2%80%a8cion-del-ingreso


tual persistencia de los procesos de transferencia de 
ingresos de los asalariados al capital, variable expli­
cativa central de la inequidad de la distribución fun­
cional en las últimas décadas.

Miradas críticas i: la heterogeneidad estructural

Hasta aquí, el común denominador entre optimistas y 
cautos sería el reconocimiento de las mejoras produ­
cidas desde 2003 y 2007 en el salario real, un interro­
gante sobre el derrotero futuro y ciertas diferencias 
sobre si se ha producido o no un quiebre de tenden­
cias negativas de mayor data. Es tiempo de presentar 
las posturas más críticas. Un primer grupo acepta que 
los asalariados más protegidos, en particular los re­
gistrados y con sindicatos más fuertes, han mejorado 
su situación relativa. La piedra de toque del diferen- 
do es la magnitud y las características de las pobla­
ciones que quedan fuera de estos cambios. Las críti­
cas se centran en el incremento de un polo marginal 
y en el ensanchamiento —o al menos la perdurabili­
dad— de las diferencias entre los ingresos de los tra­
bajadores protegidos y los precarios.

Es necesario señalar que estas posiciones mapean 
un territorio distinto al que sostienen las miradas 
más optimistas, al construir indicadores diferentes. 
De este modo, el debate teórico metodológico y sus



derivaciones más políticas están ligados. Tomando 
indicadores desarrollados por el Instituto Nacional 
de Estadística, Geografía e Informática de México 
( i n e g i ) ,  Eugenio Actis di Pasquale (2010) construye 
con datos de la EPH variables complementarias a la 
tasa de desempleo, entre las que nos interesan dos: 
un indicador de “tasa de ingresos inferiores al míni­
mo y desocupación” y la llamada "tasa de condicio­
nes críticas de ocupación”. Respecto al primero, 
que reúne desocupados y ocupados con ingresos 
por debajo del salario mínimo, si bien hubo una dis­
minución en el período analizado —del 43% de la 
población económicamente activa en 2005 al 35% en 
2009—, en ese último año alcanzaría a 4,2 millones 
de personas.

En cuanto al segundo indicador, se trata de aque­
llos que trabajan menos de treinta y cinco horas de 
forma involuntaria, quienes lo hacen más pero con 
ingresos menores al salario mínimo y los que traba­
jan por encima de cuarenta y ocho horas con menos 
de dos de dichos ingresos. De tal forma, mientras en 
el tercer trimestre de 2003 trabajaban en condiciones 
críticas 3 millones de personas, seis años más tarde 
eran 4.370.000, pasando del 34% al 42% de la pobla­
ción ocupada. Este crecimiento se explica en parte 
por el aumento del número de trabajadores en gene­
ral, con disminución de los desocupados, pero con 
crecimiento de aquellos ocupados en una situación



considerada crítica. En resumen, puede decirse que, 
en paralelo a la reactivación económica, se habrían 
incrementado situaciones distintas entre sí que tie­
nen en común condiciones de ingresos y de trabajo 
muy deficitarias.

En consecuencia, se plantea cómo caracterizar, 
qué perfiles incluir y, por ende, qué magnitud cobra­
rá el grupo de quienes quedán por fuera de la mejora 
distributiva. Este será el núcleo de la crítica de Agus­
tín Salvia y su equipo, que se basa sobre todo en da­
tos propios de la encuesta del Observatorio de la 
Deuda Social Argentina (o d sa ) de la Universidad Ca­
tólica Argentina (u ca ). Desde el conflicto en el in d e c , 
dicha investigación se ha tom ado en una fuente de 
datos ampliamente consultada. Este equipo también 
utiliza los datos oficiales, pero construyendo catego­
rías alternativas. Su mayor aporte al debate es la hi­
pótesis de la heterogeneidad estructural, plasmada 
en un gran número de trabajos.2 En términos gene­
rales, no desconocen el crecimiento producido desde 
2003, que ha implicado mayor actividad y consumo 
y, por ende, más empleo y mejoras salariales para

2 La producción de d icho equipo sobre este tem a es m uy 
vasta. A dem ás de las publicaciones d isponibles en  el sitio  del 
O bservatorio  de la D euda Social A rgentina y las citadas en  este 
capitulo, p a ra  un a  revisión de trabajos de este g rupo  véanse, 
en tre  otros, Agustín Salvia (2012) y A gustín Salvia y E duardo  
Chávez M olina (2007).



una franja importante de los trabajadores más prote­
gidos. En contraposición, sostienen que el tipo de 
crecimiento no ha podido absorber a una creciente 
masa marginal de trabajadores. Este es el punto de 
mayor controversia con la versión oficial, pues para 
ellos se habrían profundizado también las diferen­
cias de ingresos entre los trabajadores protegidos y 
los más precarios y, sobre todo, se habría incremen­
tado la dimensión del polo marginal.

Parte de estas controversias se basan en una for­
ma particular de medir y, por ende, cuantificar a quie­
nes se ubicarían dentro del polo marginal. Su trabajo 
retoma una escuela teórica que sostiene la segmenta­
ción del mundo del trabajo entre un mercado prima­
rio, con empleos protegidos y salarios más altos, y 
uno secundario, que incluye asalariados y trabajado­
res independientes no protegidos y con ingresos muy 
bajos. Siguiendo una tradición de pensamiento lati­
noamericano, a esos dos grupos, este equipo le suma­
ría un tercero: el polo marginal, conformado sobre 
todo por trabajos precarios por debajo de la línea de 
indigencia y beneficiarios de programas de empleo. 
Por otro lado, también calcula de manera particular 
la subocupación, y, dentro de los desempleados, in­
cluye a los llamados "desalentados”, aquellos que ya 
no buscan trabajo, por lo que oficialmente tampoco 
son desocupados, pues no serían parte de la pobla­
ción económicamente activa.



Así las cosas, los trabajos muestran que, en com­
paración con el período previo a la crisis de 2001, la 
estructura del empleo no conoció grandes cambios: 
el peso del sector formal y el informal no varió mu­
cho, como tampoco las brechas salariales; los em­
pleos marginales siguen teniendo como ingreso pro­
medio un tercio del nivel de los registrados. En un 
trabajo que compara el afto 2006 con 1998, se detecta 
un aumento del trabajo de subsistencia, que pasa a 
ser la opción para el 19% de los ocupados, casi el 
doble que en 1998, el 11%. ¿Por qué crece este polo 
marginal? Debido a que se contrae el mercado secun­
dario. A esto se suma que la brecha de ingresos entre 
el segmento primario y el ingreso medio se ensanchó 
del 39,5% al 46,6% entre tales años. Es decir que ha­
bría un retroceso del mercado secundario y un incre­
mento de las posiciones precarias mayor que en el 
período de convertibilidad, así como una profundi- 
zación de las brechas salariales entre los sectores pri­
marios y los otros (Salvia y Gutiérrez Ageitos, 2013).

Estas apreciaciones difieren de trabajos como los 
de Pablo Dalle (2012), que muestran entre 2003 y 2012 
un aumento de la clase obrera calificada y de la clase 
media asalariada, y una disminución de la clase obre­
ra más marginal, a diferencia de los trabajos recién 
mencionados. En cuanto a los ingresos, este autor en­
cuentra que la distancia entre los obreros y todos los 
otros grupos disminuyó, al punto de que los estratos



asalariados de sectores medios de menor estatus y 
los sectores obreros más calificados (cuyas diferen­
cias salariales ya eran mínimas en 2003) al cabo de 
una década tenían ingresos casi iguales. La diferen­
cia sobre ese crecimiento o no del polo marginal se 
explica en parte por aquello que se incluye dentro de 
este grupo: los trabajos de la heterogeneidad estruc­
tural contabilizan a todo los trabajadores no registra­
dos, más allá de cuál sea su calificación, mientras 
que en el trabajo citado de Dalle es definitoria la ca­
lificación: un trabajador calificado pero no registra­
do no sería considerado en situación marginal. Sub- 
yace en esta segunda mirada la hipótesis de que el 
pasaje de registrado a no registrado es más fácil de 
realizar (por un cambio en la contratación o por po­
líticas de control del trabajo que lleven a disminuir el 
trabajo en negro), mientras que el pasaje de trabaja­
dor no calificado a calificado, al tratarse de un atri­
buto que en gran medida depende de la educación de 
los individuos (y por ende es de difícil modificación 
una vez comenzada la trayectoria laboral), constitu­
ye una barrera más difícil de franquear.

Un trabajo de Agustín Salvia y Julieta Vera (2012) 
cuestiona también otra hipótesis central de las mira­
das optimistas sobre los últimos años: la idea de que 
una mejora en el capital humano, medido por mayo­
res años de educación promedio entre la fuerza de 
trabajo, ha influido en la mejora de la calidad de los



empleos. Presentan datos que intentan demostrar 
que, si bien ambos procesos se han producido en pa­
ralelo, no necesariamente estarían vinculados. Esto 
les sirve para reafirmar que la mayor dotación de ca­
pital humano en una sociedad no sería suficiente 
para derribar las limitaciones estructurales del mo­
delo de acumulación y las férreas fronteras entre el 
mercado primario y el secundario que sostiene la 
hipótesis de la heterogeneidad estructural.

Amén de estas tendencias, producidas durante el 
período de mayor crecimiento de la posconvertibili­
dad, otros trabajos críticos se focalizan en lo sucedi­
do de 2007 a 2010. Con datos del ODSA, Eduardo Don- 
za (2011) encuentra para 2010 el 54% de trabajadores 
precarios o inestables del total de ocupados, lo que 
muestra un incremento respecto a 2007 cuando este 
valor era del 47,1%. Por su parte, un trabajo de 2012 
liderado por Claudio Lozano señala un fin al creci­
miento del empleo y de las restantes tendencias posi­
tivas luego de 2007. Da cuenta del estancamiento de 
tendencias positivas: así, mientras la tasa de empleo 
creció el 19,3% durante el período 2003-2006, solo lo 
hizo el 2,1% para los cuatro años posteriores. Por su 
parte, la tasa de desocupación descendió el 51,2% en 
la etapa de recuperación y tan solo el 22,5% a partir 
de 2007 (Lozano y Raffo, 2012). Debe decirse que 
cierta desaceleración de estos indicadores es lógica 
en la medida en que hay una mejora de la situación y.



por ende, la posibilidad de que un indicador continúe 
mejorando es más compleja. Pero sí hay acuerdo en­
tre este trabajo y otros autores en que la capacidad de 
tracción de la economía sobre la generación de em­
pleo fue cada vez menor, advirtiéndose un límite en la 
capacidad de inclusión social de la estrategia econó­
mica actual, que fue pasando de una elasticidad em­
pleo-producto en 2003 de 1,22 hasta llegar con poste­
rioridad a un valor prácticamente nulo o con niveles 
muy bajos.

Este grupo de investigadores comparte con otros 
el acuerdo acerca de un ensanchamiento de las bre­
chas entre trabajadores protegidos y precarios, en 
contraposición con la postura del Ministerio de Tra­
bajo, para el que las mejoras salariales debido a las 
negociaciones colectivas han mejorado la condición 
de todos los trabajadores, registrados o no. Con da­
tos de 2006, Gervasio Arakaki y María del Pilar Piqué 
(2010) muestran que, si bien hubo un aumento del 
empleo en las empresas micro, pequeñas y medianas, 
sus salarios permanecen muy alejados de las grandes. 
Ellas emplean trabajadores en condiciones precarias 
y en posiciones no registradas, lo que conforma un 
contingente de asalariados en situación de pobreza o 
cercanos a ella. En una postura afín a la de segmenta­
ción del mercado de trabajo señalada anteriormente, 
la desigualdad se produciría dentro de los distintos 
sectores productivos emblemáticos del crecimiento



del empleo en el período, como construcción y co­
mercio. De todos modos, se trataría de una tendencia 
de más larga data y, en rigor, en comparación con 
2003, en 2006 se habrían ido cerrando las brechas 
entre trabajadores protegidos y no protegidos. Por su 
parte, Luis Beccaria y Roxana Maurizio (2012) regis­
tran una leve ampliación de la brecha en la remune­
ración de los no registrados frente a los registrados 
hacia 2010. Afirman que esto puede deberse también 
a una disminución de los primeros, cuyos integran­
tes con mayores ingresos son los que tuvieron más 
posibilidades de formalizarse, por lo que quedaron 
como no registrados los trabajadores que ya perci­
bían menores ingresos.

Entre los grupos que aparecen como menos bene­
ficiados por las mejoras del empleo en la década, se 
cuentan los jóvenes. Así, por ejemplo, mientras la 
tasa de desocupación general en 2012 se ubicaba en 
torno al 7,9%, en el grupo de 15 a 24 años trepaba 
casi al 20%, aunque en 2003 era del 36,9%. Trabajos 
cualitativos nuestros y de colegas sugieren que estas 
tasas son aun mayores en los jóvenes de estratos so­
ciales más bajos y menor nivel educativo, y sobre 
todo si viven en las zonas más estigmatizadas, como 
villas y asentamientos. Según un trabajo del Instituto 
de Estudios sobre la Realidad Argentina y Latinoa­
mericana (ieral) de la Fundación Mediterránea (Ca- 
pello y García Oro, 2013), basado en datos de la eph



del in d e c  y recogido por La Nación,3 algo más de la  
mitad de la población argentina de entre 18 y 24 años 
—alrededor de 2,5 millones de jóvenes— tendría pro­
blemas de inserción social, ya sea porque no estu­
dian ni trabajan, porque buscan empleo y no encuen­
tran o porque tienen una ocupación, pero precaria o 
informal. En dicho estudio se calcula este universo 
del siguiente modo: dentro de la primera situación se 
cuenta a 745 mil jóvenes; los desocupados, en tanto, 
serían 516 mil; y por último, los ocupados, pero en 
empleos sin plenos derechos, rondarían en torno a 
1,3 millones.

Se destaca que, a pesar de la reactivación, el por­
centaje de los jóvenes que no estudian ni trabajan 
pasó del 13,1% en 2003 a más del 15% en 2012. Su 
distribución es desigual: mientras su proporción es 
menor al promedio en la Ciudad Autónoma de Bue­
nos Aires ( caba), alcanza guarismos entre el 20% y 
más del 30% en provincias como Chaco, Formosa, 
San Juan y San Luis. Dado que no es una categoría 
estadística oficial, existen formas distintas de medir 
este grupo. En una nota en Le Monde Diplomatique 
(20/2/14), María del Carmen Feijoó y Leandro Botti- 
nelli advierten que su magnitud dependerá de los 
cortes de edad y si se incluye o no a los desocupados.

3 Disponible en  línea: <http://www.lanacion.com .ar/1589112- 
la-desocupacion-entre-los-jovenes-llega 'al-20>.

http://www.lanacion.com.ar/1589112-%e2%80%a8la-desocupacion-entre-los-jovenes-llega'al-20
http://www.lanacion.com.ar/1589112-%e2%80%a8la-desocupacion-entre-los-jovenes-llega'al-20


Señalan que entre 2003 y 2013, en la franja de 12 a 29 
años e incluyendo a los desocupados, los datos de la 
eph indican el 12% menos de jóvenes que no estu­
dian ni trabajan que una década antes y, sobre todo, 
subrayan una reducción de la desocupación juvenil 
del 26% al 15 por ciento.

La imagen de los "jóvenes ni-ni", que no estudian 
ni trabajan, tiene mucha presencia mediática e im­
pacto político en varios países, pero suele dar lugar 
a conclusiones erróneas. La categoría reúne situacio­
nes muy distintas entre sí: por ejemplo, a pesar de 
que aparece asociada con problemas de la escuela 
media, por la franja de edad hay universitarios; y 
ciertos estudios m uestran que aumenta con la edad, 
por lo cual, en parte son universitarios que abando­
nan temporaria o definitivamente sus estudios, m u­
chos para buscar empleo. Entran dentro de esta ca­
tegoría, también, mujeres que están en pareja y no 
trabajan por razones distintas, algunas son benefi­
ciarías de la Asignación Universal por Hijo (auh); así 
como comprende a jóvenes que viven con sus padres 
y pueden encontrarse temporariamente en esta si­
tuación, entre otras. De lo que se trata es de no olvi­
dar que no es un grupo real, es decir, un colectivo 
que tenga existencia e identidad, sino una categoría 
construida estadísticamente que reúne perfiles he­
terogéneos, en muchos casos atravesando una si­
tuación temporaria y, sobre todo, que no se trata de



un contingente de desocupados y desescolarizados. 
Hechas estas aclaraciones, es por supuesto válido 
preguntarse y preocuparse por estos jóvenes, anali­
zando las diversas situaciones por separado y sien­
do cautos en las conclusiones que se extraen de la 
sola cifra.

En resumen, cuando se mira desde la perspectiva 
de la heterogeneidad estructural, se delinea un grupo 
heterogéneo compuesto por trabajadores precarios, 
informales, con ingresos bajos, desocupados, subo- 
cupados, beneficiarios de planes sociales, sobreocu- 
pados con bajos ingresos, entre los cuales los jóvenes 
de menor nivel educativo están sobrerrepresentados 
junto a otras categorías que en conjunto llegan a, 
cuando menos, la mitad de la población ocupada. 
Como vimos, el eje del debate es qué categorías y 
grupos incluir dentro de estos sectores menos favo­
recidos, pero, aun en las posturas más optimistas, 
estamos frente a una porción significativa de la po­
blación económicamente activa. El punto de discu­
sión conceptual es si realmente se ha producido una 
consolidación o incluso un incremento de ese polo 
marginal. Si así fuera, estaríamos frente a un modelo 
que genera empleos protegidos y relativamente bien 
pagos en un polo y ocupaciones precarias, con bajos 
ingresos, desprotegidas en el otro. Si esto fuera así, 
se trata de un cuestionamiento importante al balance 
positivo que se pueda hacer de estos años.



Miradas críticas ii: inflación 
eimpuestos a las ganancias

Las críticas anteriores se dirigían sobre todo a las 
limitaciones del modelo económico actual para ab­
sorber a los trabajadores marginales. Sin embargo, 
esta mirada no cuestionaba necesariamente las ga­
nancias salariales de los trabajadores registrados en 
el sector formal, en el segmento primario. Aquí en­
tra  la segunda línea crítica, que impugna la real 
magnitud de tales mejoras. No es por casualidad que 
proviene de actores cercanos a centrales sindicales, 
en particular la Central de Trabajadores de la Argen­
tina (cta). Se centran sobre todo en lo sucedido a 
partir de 2007 por el peso de la inflación y del im­
puesto a las ganancias, debido a la insuficiente ac­
tualización del mínimo no imponible. Si, en rigor, el 
debate en tom o al impuesto a las ganancias debería 
estar incluido en el apartado sobre la estructura tri­
butaria, dado que ambas reivindicaciones han estado 
vinculadas, las tratamos en la misma sección, aun­
que sus consecuencias sobre la desigualdad sean dis­
tintas. Veamos las diferentes posturas. Por un lado, 
aun el cifra, de la cta más cercana al gobierno, afir­
ma que, desde 2007 en adelante, se detuvo la recupe­
ración del salario real debido a la inflación (cifra, 
2011). Un estudio del Instituto de Pensamiento y 
Políticas Públicas (ipypp) publicado en 2014 (Lozano



y Raffo, 2014) estima, con una medida alternativa a 
la oficial, que el índice de precios al consumidor, pa­
rám etro de la inflación, habría crecido el 337;6% 
entre 2007 y 2013, cuatro veces más que las cifras 
del 1NDEC. Por su parte, los alimentos y las bebidas 
habrían  aum entado casi el doble que el resto, el 
597%, en este caso siete veces más que el valor ofi­
cial. Pero más allá del debate sobre las cifras de la 
inflación real, en términos generales las estimacio­
nes privadas coinciden en señalar que se ha produ­
cido una depreciación de los salarios desde 2007 o 
2008, dependiendo de los aumentos conseguidos 
por las distintas ramas. Otro trabajo anterior del 
mismo centro (ipypp, 2012), coordinado también por 
Claudio Lozano, realiza un análisis comparativo de 
salarios, mínimo no imponible, precios y producto 
bruto interno (pbi). Concluye que, entre 2001 y 2011, 
la débil actualización del mínimo no imponible ha 
producido una caída del poder adquisitivo del traba­
jador soltero del 8% y una leve recuperación del 
3,2% para casado con dos hijos, es decir que, en la 
posconvertibilidad, la evolución del mínimo no im­
ponible ha ido erosionando la recuperación del sala­
rio. También cuestiona el impacto de la inflación en 
los montos de las transferencias sociales, que va ge­
nerando una mayor distancia entre los trabajadores 
y los beneficiarios de planes sociales, una crítica que 
otros analistas comparten. Y a fines de 2013, otras



voces han alertado sobre la retracción de los sueldos 
del sector público frente al privado.

El peso creciente del impuesto a las ganancias en 
los salarios es motivo de un estudio realizado por el 
ieral (Capello y Diarte, 2013) centrado en ingresos 
medios y altos. Se estima que desde 2003 a 2012 el 
porcentaje del salario que se lleva el impuesto a las 
ganancias se ha duplicado, con alzas del 150% en 
ciertas franjas de ingresos y, en otros, de entre el 30% 
y el 75%, aun considerando la suba del 20% a la base 
imponible decretada a comienzos de 2013 (aunque el 
cálculo fue realizado antes de las modificaciones de 
agosto de ese año). Siempre según el mismo trabajo, 
mientras que desde 1998 y durante quince años los 
precios acumulan un alza del 522% (con una hipóte­
sis de inflación del 25% para 2013), las deducciones 
permitidas habrán aumentado solo el 352% para los 
casados con dos hijos y el 296% para los solteros. Así, 
en los últimos años, la inflación y el impuesto a las 
ganancias han sido otro puntal de críticas a las mejo­
ras de la situación. Un trabajo de cifra (2012) tam­
bién sostiene la necesidad de aumentar el mínimo' no 
imponible y señala que entre 2000 y 2011 se duplicó 
el porcentaje de asalariados registrados que lo pa­
gan, del 8% al 17%. En esta misma dirección, un tra­
bajo del Instituto Argentino de Análisis Fiscal indica 
que algunos trabajadores, sin haber percibido una 
mejora en el poder adquisitivo de sus salarios, en



2013 estarían sujetos a tasas de, como mínimo, el 
doble de las de 2001 (Argañaraz y Mir, 2013). De to­
dos modos, durante 2013 se ha promulgado una ley 
que modifica los mínimos no imponibles, por lo que, 
en principio, se morigeraría el peso del impuesto a 
las ganancias en una franja de asalariados, y un por­
centaje significativo dejaría de pagarlo.

Ahora bien, ¿cómo impacta la inflación y el im­
puesto a las ganancias en la desigualdad, nuestro eje 
de análisis? En términos estrictos, la desigualdad se 
calcula a partir de los ingresos percibidos. En con­
secuencia, la inflación afectaría a todos los percep­
tores, por lo cual no modificaría la desigualdad en 
tanto todos los estratos de ingresos se verían pro­
porcionalmente perjudicados. En otras palabras, la 
depreciación de los ingresos de todos los estratos 
m antendría la estructura de desigualdad sin cam­
bios. Sin embargo, si medimos el bienestar de los 
hogares, la situación cambia, dado que la inflación 
afecta sobre todo a quienes destinan más porción de 
su ingreso al consumo cotidiano, proporción que 
aumenta a medida que se desciende en la estructura 
social. En consecuencia, si bien las mediciones con 
que contamos no captan esto, sin duda podemos 
concluir que la inflación incrementa la desigualdad 
en cuanto afecta en particular el bienestar de los 
sectores menos favorecidos, que destinan todo o 
gran parte de su ingreso al pago de bienes y servi­



cios. Por otro lado, como veremos en el punto si­
guiente, la inflación tiene una consecuencia directa 
en el aumento de la población bajo la línea de pobre­
za. Respecto al impuesto a las ganancias, el rezago 
en la actualización del mínimo no imponible impli­
ca una pérdida de poder adquisitivo para un número 
importante de trabajadores. Ahora bien, en la medi­
da en que no afecta a los peor pagados, en términos 
estrictos, no tendría un impacto en un aumento de la 
desigualdad. Como bien señalan Alejandro Grimson 
y Alexander Roig (2012), la reducción del alcance de 
este impuesto no impactará necesariamente en una 
mayor igualdad. Estos autores encuentran, entre 
trabajadores de mayores ingresos, un reclamo sobre 
la no legitimidad del impuesto y un reclamo por su 
eliminación. Llaman a esto “demanda corporativa" 
en la medida en que no se pone en consideración 
que, aplicado de ciertas maneras, este impuesto pue­
de tener un sesgo progresivo al morigerar diferen­
cias entre los asalariados. La inequidad actual de 
dicho impuesto se sostiene señalando que los sala­
rios sufren más presión tributaria que, por ejemplo, 
las ganancias financieras y otras rentas apropiadas 
por la cúpula social, tal como propone el documen­
to citado de c if r a  y otros expertos. En tal sentido, se 
fundamenta la necesidad de discutir los alcances del 
impuesto a las ganancias en el marco de una refor­
ma tributaria general.



M ir a d a s  c r ít ic a s  in : l o s  d e s a c u e r d o s  
s o b r e  la p o b r e z a

Incluir una mirada sobre la pobreza en un libro so­
bre desigualdad se justifica en tanto la relación en­
tre ambas es estrecha. Por un lado, la pobreza puede 
considerarse como un subproducto de la desigual­
dad y, por el otro, en una perspectiva de desigualdad 
multifacética, los pobres son aquellos que por su 
bajo nivel de ingresos están peor situados en la dis­
tribución de bienes y servicios de las distintas di­
mensiones de bienestar. Uno de los puntos de m a­
yor controversia es la evolución de la pobreza y la 
indigencia. En la medida en que se calcula a partir 
de una canasta básica de alimentos y servicios a la 
que un hogar o una persona debe acceder para no 
ser considerado indigente (si es solo la canasta ali­
m entaria) o pobre (si también se incluyen los otros 
bienes y servicios), cualquier cambio en el valor o 
la m anera de calcular dicha canasta influirá en la 
m agnitud de pobreza de un país. Por ello, si bien 
hay acuerdo en que la pobreza es una convención 
técnico-política (por supuesto que basada en largas 
discusiones y consensos in ternacionales), tal 
acuerdo debe m antenerse a lo largo del tiem po 
para poder mensurar la evolución del indicador. La 
intervención en el in d e c  a partir de 2007 ha afecta­
do la fijación del valor de la canasta básica de ali-



méritos y, por ende, el cálculo de la pobreza desde 
entonces. A partir de esto han surgido miradas al­
ternativas que llevan a una situación de profusión 
de indicadores sobre la pobreza. Es entonces impo­
sible llegar a un consenso, por lo que, de los existen­
tes, presentaremos tres indicadores: el oficial, el que 
elabora el Observatorio de la Deuda Social Argenti­
na y el generado por un centro de renombre, el Cen­
tro de Estudios Distributivos Laborales y Sociales 
( c e d l a s ) de la Facultad de Economía de la Universi­
dad Nacional de La Plata, en el marco de un proyec­
to internacional.4

Comenzando con los datos oficiales, al compa­
rar 2003 con 2011, la pobreza habría descendido 
del 42,7% de los hogares y el 54% de la población al 
4,8% y el 6,5%, respectivamente. Una estimación 
alternativa del CEDLAS, que toma como pobreza 4 
dólares diarios por persona, estim aría esta evolu­
ción del 39,8% al 12,9% de la población. Finalmen­

4 H ay otros cálculos de pobreza realizados po r consultoras 
privadas y organizaciones sociales. P o r ejem plo, el C entro de 
Investigaciones Participativas en  Políticas E conóm icas y So­
ciales ( c ip p e s ) ,  con sede en  la ciudad  de C órdoba, e labora  el 
índice barrial de precios a p a r tir  de relevam ientos en zonas 
populares de d iferentes lugares del país, en función de los cua­
les construye sus propios datos de pobreza. D isponible en lí­
nea: <http://vwvw.cippes.org/indice-bam al-de-precios.php>. Por 
ejem plo, p ara  ju n io  de 2013 estim a un a  tasa de pobreza que 
afectaría  al 26,4% de la  población.

http://vwvw.cippes.org/indice-bamal-de-precios.php


te, el o d sa  encuentra el 15,5% de hogares y el 24,7% 
de la población en 2011 y el 16,9% y el 26,9 %, res­
pectivamente, en 2012. La diferencia radica en el 
valor de la canasta básica: mientras para este últi­
mo año la canasta del in d e c  es de 1.588 pesos por 
familia tipo, para la última fuente es de 3.022 pesos. 
De todos modos, en su última investigación mues­
tra que, en el período 2010-2012, la indigencia cayó 
en todas las formas de medición, mientras que, de 
m anera alternativa, la pobreza aumentó de 2011 a
2012, aunque cayó respecto de 2010 (Salvia, 2013). 
Luis Beccaria y Roxana Maurizio (2012) estiman 
para 2010 el 22,9% de personas viviendo en hogares 
pobres. Una estimación para 2013 del ip y p p  (Lozano 
y Raffo, 2014) calcula el 36,5% de la población 
como pobre, mientras que los datos difundidos por 
el ODSA estimaban el 27,5% de población y el 17,8% 
de hogares pobres para 2013. En resumen, las dis­
tancias entre la m edición oficial y las restantes 
m uestran una verdadera situación de desconcierto 
a la hora de intentar medir la realidad de la pobreza 
en el país; pero, exceptuando al in d e c , el consenso 
hacia 2012 se ubica en torno al 20% o el 25% de las 
personas viviendo en hogares pobres, y para 2013 la 
diferencia entre las mediciones alternativas y la ofi­
cial sería mayor, en un rango que iría de más del 
27% hasta el 36% de la población.



La relación entre desigualdad y cuestión impositiva 
tiene múltiples aristas, de las cuales nos interesan 
dos interrogantes: el primero, sobre el carácter regre­
sivo o progresivo de la estructura impositiva actual, 
es decir, si la carga tributaría aumenta o no a medida 
que se asciende en la estructura de ingresos y, en par­
ticular, qué ha sucedido durante nuestro período de 
estudio; el segundo apunta a qué sucede con la distri­
bución del ingreso una vez que se incluyen los im­
puestos cobrados a cada grupo y la forma en que se 
distribuye el gasto público. En efecto, diversos espe­
cialistas coinciden en la necesidad de revisar el nivel 
de ingresos de cada grupo luego de ponderar lo que 
aportan a la tributación y lo que reciben de las eroga­
ciones del Estado. De hecho, el coeficiente de Gini de 
los países más desarrollados miembros de la Organi­
zación para la Cooperación y el Desarrollo Económi­
cos ( o c d e ) y de América Latina antes de estas dos 
operaciones es bastante similar; son los impuestos y 
el gasto público los que generan más igualdad en los 
primeros y más desigualdad en los segundos, al pun­
to tal que, en trabajos recientes, José Nun (201 la  y 
201 Ib) ha insistido sobre el lugar central de la tribu­
tación como motor de una sociedad más igualitaria.

En cuanto a la primera pregunta, tanto José Nun 
como Jorge Gaggero (2011) señalan que el primero y



el segundo gobierno peronista configuraron una es­
tructura impositiva que sobrevivió veinte años con 
una cierta progresividad y que se derrumbó en 1975, 
por la alta inflación, las eficaces acciones de los secto­
res del establishment para minar la progresividad del 
sistema y las emergencias económicas sucesivas (que 
llevaron a políticas de corto plazo para tapar agujeros), 
que terminaron por hacerlo sucumbir. El gobierno de 
Alfonsín trató de restablecer cierta progresividad tri­
butaria, pero esto fue frustrado y revertido por la ad­
ministración siguiente, de modo tal que en 2001 
—concluyen estos autores— el sistema tributario 
mostraba un patético contraste con el que imperó en­
tre 1945 y 1960. Esta regresividad estructural del sis­
tema tributario perdura, a pesar de cambios recientes.

Los especialistas acuerdan en que la regresividad 
se debe al predominio de impuestos indirectos: un im­
puesto al valor agregado (iva) de altísima alícuota, de 
tipo francés o sueco y sin excepciones para los pobres 
(en alimentos básicos y vestimenta, como es usual en 
los países avanzados). En contraste, estos autores y 
otros como Oscar Cetrángolo y Juan Carlos Gómez 
Sabaini (2009) afirman que un débil impuesto a las 
ganancias se aplicaba (y sigue hoy sin grandes cam­
bios) en gran medida a las empresas, con un impacto 
muy limitado sobre las personas y sin incidencia sig­
nificativa sobre los ricos. Al imputarse a las empre­
sas, estas tienen la posibilidad de descargar el valor



del impuesto sobre los costos, que terminan pagando 
los consumidores, por lo que es un tributo con sesgo 
regresivo.

Por distintas razones, la base de tributación es li­
mitada, las exenciones a los más ricos son muchas y 
la evasión sigue siendo importante. En consecuen­
cia, el impuesto a las ganancias es en gran parte pa­
gado por los asalariados, lo que ha motivado dispu­
tas de las que dimos cuenta en el apartado anterior. 
En contraposición, el peso del impuesto sobre los 
patrimonios sigue siendo relativamente bajo. Se cri­
tica, asimismo, que en Argentina actualmente no es­
tán gravadas las "ganancias de capital” que obtienen 
las personas físicas (establecido en los años cuaren­
ta, fue eliminado por Menem en 1991) ni la herencia 
(eliminado en 1977 y solo restablecido por la provin­
cia de Buenos Aires), a diferencia de otros países de 
la región, como Chile o Brasil.

¿Qué sucedió en estos diez años? Los distintos es­
pecialistas coinciden en que hubo avances sobre 
todo en impuestos extraordinarios o no tradiciona­
les. Las retenciones sobre las exportaciones aportan 
progresividad al gravar ganancias muy elevadas por 
los precios de las commodities favorables. Se suma a 
esto aumentos de la recaudación del impuesto a las 
ganancias por el crecimiento. Por ello, algunos auto­
res, como Jorge Gaggero y Darío Rossignolo (2012), 
afirman que esto ha dado un sesgo de progresividad



al sistema. De todos modos, coinciden con aquellos 
que siguen sosteniendo la regresividad estructural, 
dado que la situación actual se basa en impuestos 
extraordinarios, que dependen de precios internacio­
nales o tipos de cambio, por lo que no modifica de 
raíz el cariz del sistema.

José Nun (201 la) tiene una visión un poco más 
crítica del período actual y agrega otros aspectos re­
gresivos del sistema: los aportes de la seguridad so­
cial, pues fija un techo al monto de ingresos sobre el 
cual es obligatorio aportar, con lo que disminuyen a 
medida que el ingreso aumenta. A esto agrega la falta 
de transparencia en la concesión de medidas promo­
cionales, entrañando que se recaude menos, por lo 
cual se compensa con los impuestos regresivos ya 
nombrados. Nun incluye aquí los subsidios en mate­
ria de energía y, en menor medida, de transporte, los 
regímenes de promoción industrial que perduran de 
la dictadura y las grandes concesiones a las mineras, 
exentas de impuestos. En cuanto a los gravámenes 
provinciales, Nun subraya su creciente regresividad, 
puesto que desde 2003 bajó el peso de los impuestos 
a la propiedad y aumentó el de los impuestos provin­
ciales a los bienes y servicios.

En cuanto a la segunda pregunta, Jorge Gaggero 
y Darío Rossignolo (2012) realizan un análisis de la 
forma en que se produce el impacto tributario en 
la equidad. El coeficiente de Gini postimpuestos y



gastos sociales muestra una reducción importante de 
la desigualdad. Por ejemplo, para 2010, la desigualdad 
entre extremos baja de treinta veces a cinco y el coefi­
ciente de Gini de 2010 de 0,479 desciende a 0,227 pos­
teriormente a la acción fiscal. Cabe agregar que no 
todos los expertos en impuestos coinciden con este 
cálculo. Pero si nos guiamos por estos trabajos, habría 
un intento de mayor progresividad en el sistema, que 
se produce por la distribución del gasto público y en 
particular en el gasto social; pero perdura una tributa­
ción que tiene elementos estructurales regresivos.

Finalmente, el sistema de coparticipación federal 
y las transferencias a la Nación por fuera de la copar­
ticipación es objeto de grandes debates y también 
impacta en la desigualdad entre las provincias. En 
los últimos diez años, ha disminuido el peso relativo 
de la coparticipación en los gastos del Estado y han 
aumentado los fondos de otras fuentes, más discre­
cionales. Creció el peso de tributos no plenamente 
coparticipables (como las retenciones a las exporta­
ciones y el impuesto al cheque), que le da mayor mar­
gen de decisión al Estado central. Luciana Díaz Frers 
(2010) señala también la diferente capacidad tributa­
ria de las provincias con un degradé de norte a sur, 
con una capacidad de recaudación diferencial de casi 
veinte veces entre Jujuy y Santa Cruz para 2008.

Hay consenso en que el conjunto de las transfe­
rencias sigue generando asimetrías en contra de las



provincias más pobladas y con mayor retraso relati­
vo. Un estudio de la Fundación Ideal (2012) sostiene 
que en 2012 la brecha entre las provincias que más 
reciben y menos reciben per cápita por transferen­
cias de capital puede ser de 15 veces (comparando 
Santa Cruz con Mendoza), y esas asimetrías no nece­
sariamente se dan para beneficiar a provincias con 
menos desarrollo social o situaciones de vulnerabili­
dad. Antes bien, la distribución de los recursos por 
coparticipación y por asignaciones directas del Esta­
do nacional no guarda relación con el grado de desa­
rrollo, y entre las más favorecidas se observan algu­
nas muy desarrolladas y otras que no.

No es solo un problema actual; es parte de un sis­
tema de coparticipación fijado en 1988, muy difícil 
de modificar, y de políticas centrales que no favore­
cen la compensación. Marcelo Leiras (2013) señala 
con agudeza la lógica política de esa aparente discre- 
cionalidad. Nos recuerda que el objetivo del federa­
lismo es evitar la secesión, no generar igualdad. Así 
las cosas, el gobierno central tiene suficientes incen­
tivos para privilegiar transferencias a provincias con 
menor población y a menudo con mayor producto 
bruto geográfico por persona. Se debe a que menos 
dinero tendrá más impacto local que en las grandes 
provincias, y por ende, el beneficio político esperado 
(en cuanto al apoyo legislativo, dado que todas las 
provincias tienen igual número de senadores y en di­



preocupantes. Las dolencias emergentes o reemergen- 
tes, casi invisibles ¿n el debate, son una muestra de la 
desigualdad, en tanto son causadas por malas condi­
ciones ambientales o de vida. Como hemos dicho, no 
podemos afirmar que se hayan profundizado, pero sin 
duda su persistencia testimonia sobre núcleos de pro­
funda exclusión. En cuanto a las enfermedades no 
transmisibles, como el cáncer, la hipertensión y el co- 
lesterol, su mortalidad es mayor a medida que se des­
ciende en la escala social, y faltan políticas que les 
otorguen la importancia que tienen. En muchos ca­
sos, se trataría de programas cuyo costo por paciente 
es bajo y el beneficio por años de vida ganados por 
nuestra población sería muy alto. Podemos vislum­
brar, hasta aquí, por un lado, una desigualdad de dis­
tribución del impacto más perjudicial de determinadas 
dolencias, debido a la falta de prevención o de meca­
nismos para asegurar su tratamiento; mientras que 
otras, como la desnutrición infantil, el mal de Chagas, 
la tuberculosis, el hantavirus o la leishmaniasis, están 
claramente concentradas en los núcleos más exclui­
dos de la población. Así, dentro de la existencia de si­
tuaciones desiguales, puede también circunscribirse 
un núcleo de exclusión profunda, con diferencias cua­
litativas en cuanto al tipo de dolencias que sufren casi 
exclusivamente los más desaventajados.

En cuanto a la cobertura, lo más importante es el 
gran aumento conocido en menos de una década, en



particular entre los más pobres y las provincias me­
nos cubiertas. Todavía es temprano para saber cómo 
este gran incremento repercute en la mejora de la 
salud de la población ahora cubierta, pero sin duda 
puede ser un vector importante para disminuir las 
desigualdades de mortalidad y morbilidad. Al mismo 
tiempo, otras tendencias generaron menos solidari­
dad en el sistema de obras sociales, en particular el 
llamado “descreme". El uso de servicios es desigual 
también según la cobertura, y los costos crecientes 
de médicos, odontólogos y medicamentos no facili­
tan el acceso de los menos pudientes. En fin, otra 
mirada central es cuando observamos los gastos en 
salud, tanto públicos como privados: un esfuerzo 
económico elevado cuyos resultados no parecen es­
tar a la altura del esfuerzo. ¿Sus causas? Si bien no es 
la única, un subsistema considerado fragmentado y 
superpuesto constituye uno de los factores que gravi­
tan en la baja eficiencia del sistema. En tal sentido, 
puede decirse que sigue perdurando la fragmenta­
ción y la superposición que caracteriza al sistema de 
salud desde hace décadas.

En resumen, observamos un gasto elevado sin los 
resultados esperados, tendencias generales de indi­
cadores vitales que pueden ser positivas y que testi­
monian una disminución de la intensidad de ciertas 
desigualdades en salud y enfermedad; un sistema 
que sigue estando fragmentado y superpuesto, pero



que, al mismo tiempo^ ha conocido una ampliación 
de las coberturas. En pocas palabras, existen desi­
gualdades de larga data que se mantienen —algunas, 
morigeradas; otras, no tanto— y una serie de proble­
mas que, en conjunto, afectan a millones de perso­
nas; que no son necesariamente nuevos, pero que 
hoy forman parte de nuestra m irada sobre el tema y 
que al hacerlo nos muestra una situación más desi­
gual que la que nos podría sugerir una primera revi­
sión de los indicadores clásicos y su evolución.

V iv ie n d a  y  h ábita t

Desigualdades

Los problemas de acceso a la vivienda han cobrado 
gran relevancia en los últimos años, como testimo­
nian numerosos conflictos. Entre los más notorios, 
podemos mencionar: en la ciudad de Buenos Aires, la 
ocupación del Parque Indoamericano por familias 
desplazadas de asentamientos y de la llamada “La Ve- 
redita” en el Bajo Flores en 2010, así como las innu­
merables y a menudo violentas expulsiones de las co­
munidades indígenas de sus tierras, sobre las que nos 
referiremos en el capítulo siguiente. En este apartado 
elegimos como ejes de análisis la situación de la vi­
vienda (esto es, de las unidades habitacionales) y la



del hábitat (las condiciones y los servicios de los en­
tornos); luego nos centraremos en los asentamientos 
y en las villas. En líneas generales, se advertirá el me­
joramiento de distintos indicadores, pero sin que se 
haya logrado revertir la desigualdad entre provincias 
y entre la ciudad formal y las áreas urbanas más mar­
ginadas. Las tendencias contrapuestas se vinculan a 
que la misma reactivación catalizó o reforzó proble­
mas de acceso a la vivienda. En efecto, los precios de 
los lotes y los inmuebles urbanos conocieron un gran 
incremento debido a la disminución de las tierras 
disponibles, la mejora económica en general y a la de 
la industria de la construcción en particular. Así, fa­
milias que por un lado incrementaron su ingreso en­
frentaron crecientes problemas en la posibilidad de 
acceder a una vivienda.

La comparación de los censos 2001 y 2010 nos 
permite apreciar la evolución de la situación habita- 
cional en una década. Un informe del Ministerio de 
Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios 
( m p f ip y s ) señala 11.317.507 viviendas en 2010, el 
16,5% más que en 2001 (m p f ip y s , 2012). Las viviendas 
de mayor precariedad (casillas, ranchos, piezas de 
inquilinato) se contaban en 566.095, en las que vivían 
casi 2 millones de personas. Lorena Putero (2012), 
retomando un índice que las clasifica en condición 
aceptable, recuperables (con déficit, pero subsanable) 
e irrecuperables (que exigen una reconstrucción to­



tal), señala que habría una disminución en términos 
absoluto y relativo del mayor nivel de precariedad: en 
2001, era del 5,3% de los hogares y descendió al 3,9% 
en 2010. Asimismo, se agrega que el 13,7% de los ho­
gares habitan viviendas que tienen déficits pero son 
recuperables, lo que afecta a más de 1,6 millones de 
hogares. Encontramos dos tipos de carencias habita- 
cionales que precisarán políticas distintas: en algu­
nos casos, promover la recuperación, mientras que 
en otros se trata de construir unidades nuevas. Estas 
privaciones están distribuidas desigualmente entre 
las provincias: por encima de la media nacional de 
viviendas irrecuperables, se ubican Catamarca, Cha­
co, Formosa, Corrientes, Río Negro, La Rioja, Men­
doza, Misiones, Neuquén, San Juan, Santiago del 
Estero, Salta y Jujuy, estas dos últimas muy por de­
bajo de la media de hogares que habitan en viviendas 
aceptables. Lorena Putero agrega otros problemas de 
vivienda, al comparar datos censales. Señala que en 
2010 disminuyeron en términos relativos los propie­
tarios: en 1980 eran el 71,4%; en 2001, el 70,64%, y 
en 2010, el 67,7%. En paralelo, aumentaron los in­
quilinos: del 11% en 2001 al 16% en 2010. En rigor, 
esto no es un problema en sí mismo, dado que en 
muchos países centrales el porcentaje de inquilinos 
es muy alto; el punto conflictivo es que hay muchos 
inquilinos en situación irregular y que es insuficiente el 
acceso a una vivienda social. Natalia Cosacov (2012)



muestra que en la ciudad de Buenos Aires de 2001 a 
2010 se advierte un aumento de los inquilinos, en su 
mayoría de sectores medios y bajos, revirtiendo una 
tendencia registrada desde 1960 a la reducción de 
esta forma de tenencia.

En relación con el hacinamiento, es notorio el au­
mento de este problema en viviendas aptas entre los 
censos. Se trata de nuevas familias que no pueden ac­
ceder a viviendas o del caso de hijos que incluyen a 
sus mayores sin ingresos o de jubilados que se trans­
forman en sostenes de toda la familia. En el estudio 
antes citado, se señala que, al mismo tiempo, el Censo 
2010 encuentra el 18% de viviendas vacías (2.494.618), 
porcentaje que en la ciudad de Buenos Aires trepa al 
24%. De este modo, no se trata solo de la necesidad de 
nuevas viviendas, sino también de políticas que favo­
rezcan el acceso a las existentes. Una sumatoria de las 
distintas situaciones problemáticas cuantifica en más 
de 3 millones de viviendas y más de 10 millones de 
personas con algún tipo de problema de hábitat. Esta 
primera mirada nos muestra un panorama de distin­
tas carencias que en conjunto afectan a una parte sig­
nificativa de la población.

Veamos ahora algunos déficits en las condiciones 
de viviendas y la comparación entre las provincias y 
entre las zonas precarias y los promedios generales. 
El citado informe del Ministerio de Planificación se­
ñala que, en relación con el acceso al agua corriente,



en 2010 llegaba al 83,9% de los hogares, observándo­
se un cierto mejoramiento respecto de 2001, cuando 
era del 80,1%. En el total del país, durante el período 
intercensal, los hogares sin acceso a agua pasan del 
3,4% al 2,2%. De las 11 provincias por debajo del pro­
medio nacional en 2001, cuatro lo alcanzan en 2010, 
pero entre las siete restantes, algunas se seguían man­
teniendo muy por debajo de dicho promedio: así, For- 
mosa pasó del 19% al 12,4%; Santiago del Estero, del 
16,6% al ll,7% yChaco, del 16,9% al 11,9 por ciento.

En relación con el saneamiento, es decir, las con­
diciones adecuadas de tratamientos de las excretas 
que disminuyen distintos riesgos de salud, el trabajo 
muestra avances entre ambos censos: en 2010, el 
77,8% de los hogares tenía sistema de desagüe con­
veniente y el 87,3% poseía inodoro con descarga de 
agua mientras que en 2001 era del 83,1%. En 2001 
estaban por debajo del promedio nacional 11 provin­
cias y el conurbano bonaerense; en 2010, dos de esas 
provincias, San Juan y La Rioja, llegaban a los valo­
res medios nacionales, si bien había mejoras en tér­
minos absolutos en varias de las que quedaban toda­
vía por debajo. La cobertura del sistema de desagüe 
a red pública pasó del 48,4% al 53,2%, pero muchas 
provincias se mantienen por debajo del promedio. Es 
decir que hay mejoras en todas las dimensiones revi­
sadas, aunque escasas jurisdicciones dejan de estar 
en situación de privación relativa, si bien se va redu-



ciendo la intensidad de la desigualdad en tanto las 
distancias con el promedio nacional se acortan. En 
términos generales, se mantienen muchas carencias 
en el conurbano bonaerense, Chaco, Formosa, Co­
rrientes, Santiago, Misiones, Tucumán, Salta y Jujuy.

Veamos ahora qué sucede cuando se comparan 
las carencias entre las villas y los promedios gene­
rales. La encuesta del odsa realiza una com para­
ción entre 2004 y 2009 para nueve conglomerados 
urbanos de más de 200 mil habitantes (odsa, 2010; 
Adaszko y Salvia 2010). La evolución que se mues­
tra  es más positiva que en la com paración entre 
provincias, en parte porque, a diferencia de los cen­
sos, no están algunas de las jurisdicciones más rele­
gadas ni las áreas rurales. Sin embargo, cuando se 
cotejan las mejoras promedio con las logradas por 
las villas y los asentamientos —que parten de situa­
ciones de carencia mucho mayor—, observamos 
que han mejorado menos que el promedio y que 
respecto de ciertos déficits algunas brechas han au­
mentado. En términos generales, se señala que los 
hogares con algún déficit se redujeron del 51,5% al 
44,2% en promedio, una mejora del 13%. Pero en 
las villas y los asentamientos se mantuvieron en el 
98%, por lo cual se amplió la brecha. Así, por ejem­
plo, se observa una disminución del hacinamiento 
de tres o más personas por cuarto, del 11% al 8,8%. 
Pero las brechas son más altas si miramos por tipo



de residencia: en contextos de urbanización preca­
ria, el hacinamiento crítico mejoró del 27,6% al 25%. 
De este modo, el indicador bajó en general el 20% y 
solo el 10% para los hogares de villas y asentamien­
tos, por lo cual las brechas aumentaron entre los ba­
rrios más precarios y los valores generales: si la dife­
rencia era de 2,5 veces en 2004, en 2009 se ubicó en 
2,8. El déficit de agua corriente se redujo del 18,6% 
al 9,8% de los hogares en general, y en zonas preca­
rias del 42% al 28%. Así, mientras en promedio la 
caída fue casi del 50%, en las zonas más relegadas 
fue del 33%. La brecha aumentó: si era antes de 2,25 
veces, cinco años más tarde pasó a ser de casi 2,85. 
El déficit de acceso a desagües cloacales se redujo en­
tre 2004 y 2009 del 40,6% al 31,6% de los hogares, 
pero persistieron niveles alarmantes en los más pos­
tergados: en villas, esta carencia era del 74,9% en 2009 
y en 2004 alcanzaba al 77%, por lo cual las brechas 
entre estas zonas y el promedio aumentaron de 1,8 a 
2,4 veces. Otras carencias, como el déficit de desagües 
pluviales, que incide en la presencia de aguas conta­
minadas y el riesgo de inundación, también dismi­
nuyeron en general. En promedio, bajó del 32% al 
24,4% de los hogares, el 25% de mejora; pero en las 
villas pasó del 76% al 72,1%, una reducción de ape­
nas el 5%. La falta de alumbrado público en la cua­
dra se redujo en promedio a la mitad, del 7,7% al 
3,8% de los hogares; en villas y asentamientos cono­



ció esta misma disminución, del 30% al 15%. En 
cuanto a calles sin pavimentar en el lugar donde se 
vive, en el promedio bajó del 29% al 21%, una reduc­
ción del 27%; en las villas y los asentamientos esa 
mejora fue escasa, del 68% al 66,3%, el 3%. Es decir, 
al igual que se veía al com parar las provincias, se 
observa una mejora general en todos los indicado­
res, pero, a la hora de comparar villas y asentamien­
tos con el promedio, observamos que los barrios 
más precarios mejoraron menos y que, en muchos 
problemas, las brechas respecto de los valores gene­
rales aumentaron.

En su última encuesta, el odsa, comparando 2010 
y 2012, encuentra una leve reducción de hogares con 
tenencia irregular de la vivienda (Salvia, 2013). Sin 
embargo, los hogares con niños en esta situación se 
duplicaron y más de la mitad de los habitantes en 
villas reconocían no ser propietarios (esta situación 
afecta al 5,1% de los habitantes que residen en mejo­
res barrios). En líneas generales, se observa una me­
jora leve en la reducción del déficit de acceso a servi­
cios domiciliarios en red, excepto en el servicio 
eléctrico. De hecho, en 2010, el 56,8% de los hogares 
habían sufrido cortes o bajas frecuentes. En 2012, los 
guarismos ascendieron al 71,5% de los hogares urba­
nos, trepando al 91,9% en las villas. También la falta 
de acceso a gas de red es muy importante y no se re­
gistraron mejoras.



Entre las situaciones de mayor acumulación de 
desventajas por hábitat, en el área metropolitana se 
destaca la población que vive en la cuenca de los ríos 
Matanza y Riachuelo. En su libro sobre el tema, Ga­
briela Merlinsky (2013) señala que el área más crítica 
es la franja ribereña que une la cuenca media y la 
cuenca baja, donde cerca de 500 mil habitantes resi­
den en villas, asentamientos y barrios populares, 
concentrados particularmente en los municipios de 
Lomas de Zamora, Lanús, Avellaneda, La Matanza y 
en el área lindante con el Riachuelo en la Ciudad Au­
tónoma de Buenos Aires. Las poblaciones se ubican 
sobre tierras contaminadas, inundables y sin acceso a 
servicios básicos. No es sorprendente, afirma la auto­
ra, que la población residente en la cuenca tenga una 
mayor probabilidad de sufrir distintos tipos de enfer­
medades y dolencias que afecten su salud. En efecto, 
cita un trabajo que encuentra que el 96% de los hoga­
res convive con al menos alguna de las siguientes 
amenazas: déficit de saneamiento en ia cuadra, pro­
blemas de abastecimiento de agua, falta de tratamien­
to de excretas, deficiencias en la disposición de los 
residuos, mala calidad del aire interior, contamina­
ción del aire exterior o proximidad a fuentes fijas de 
contaminación.

Vemos pues que, al comparar un mismo indicador 
entre provincias, entre grupos de ingresos o entre 
promedios y villas y asentamientos, se advierte una



situación similar: una mejora general con la perdu­
rabilidad de las desigualdades. Ahora bien, cuando 
se compara la situación de las provincias, en ciertos 
casos las brechas respecto de los promedios naciona­
les disminuyeron, por lo cual la intensidad de la desi­
gualdad sería menor. En contraposición, al cotejar 
]as zonas urbanas más precarias, villas y asenta­
mientos, en muchas carencias las brechas respecto 
de los promedio se habrían incrementado, ya que 
mejoraron menos que los valores generales. ¿Qué se 
privilegia en la mirada sobre el período: la mejora 
general o la perdurabilidad de las desigualdades? 
Una vez más, nos puede ayudar la comparación con 
otros países de la región. En un trabajo comparativo 
del Bid (Rojas y Medellin, 2011), se habla de "déficits 
cuantitativos" donde se agrupan familias que com­
parten viviendas o que carecen de una con condicio­
nes mínimas. Se señala que en 2006 Argentina llegaba 
al 5% de los hogares, un poco por encima de Chile y 
México, pero se hallaba dentro de los mejores valores 
de la región (no había un valor previo para compa­
rar). Sí lo había de los llamados "déficits cualitativos” 
entre 1995 y 2006, donde se incluyen hacinamiento, 
problemas de infraestructura del hogar como los se­
ñalados y falta de tenencia segura (problemas con los 
títulos de propiedad). Se contabilizaba en 1995 que 
el 41% de los hogares contaba con al menos una de 
estas penurias y en 2006, el 38%, magnitud mayor



pero cercana a la de Brasil y México, y bastante peor 
que la situación en Chile, Colombia, Uruguay y Cos­
ta Rica. En ese período nuestro país disminuyó en el 
7% sus déficits cualitativos, m ientras que México y 
Brasil lo hicieron en más del 30%. En relación con 
una de las dimensiones, los materiales de la vivien­
da y el hacinamiento, Argentina no registraríá me­
joras en esos diez años. En contraposición, en otra 
variable, como los problemas de infraestructura, 
hay una disminución del déficit del 18% al 12% de 
los hogares; mientras que los problemas de tenencia 
em peorarían tres puntos porcentuales. De todos 
modos, los datos son hasta 2006, por lo que sería 
preciso una actualización.

El trabajo también indica que en ese período nues­
tro país mejoró menos en los déficits cualitativos que 
la evolución que registró su nivel de ingresos (situa­
ción compartida con Brasil, México y Panamá). Por 
último, el trabajo califica a las mejoras en cada país 
como progresivas (mejoraron más los pobres que los 
ricos), regresivas (lo opuesto), estancadas (ningún es­
trato mejoró mucho) o generales (todos los sectores 
mejoraron de manera similar). En nuestro país, se ad­
vierte estancamiento en las dimensiones materiales y 
en el hacinamiento; en infraestructura general, hay 
mejoras en todos los sectores de manera equivalente; 
y con respecto a la tenencia, se da una evolución más 
regresiva. O sea, si bien es un trabajo puntual y con



datos de 2006, nos mostraría que en los casos en que 
se produjeron mejoras no necesariamente implicaron 
una ganancia mayor de los más pobres ni una dismi­
nución de las desigualdades.

En resumen, la revisión de los distintos trabajos, 
en algunos casos de años y alcances geográficos dife­
rentes, muestra avances en todas las dimensiones en 
el período intercensal. En efecto, las provincias mejo­
raron casi sin excepción, pero no siempre hubo una 
variación importante de la desigualdad relativa res­
pecto de los promedios nacionales, que se elevaron al 
compararlos con una década antes. Entre 2004 y 2009, 
se advierten mejoras, pero manteniéndose diferencias, 
en particular entre las villas y el promedio general, 
donde las brechas en la mayor paite de las carencias 
se habrían profundizado. Al igual que en las restantes 
dimensiones, se mantiene un núcleo de exclusión ex­
trema, si pensamos en las vivienda irrecuperables, en 
las que viven casi 2 millones de personas, a lo que se 
agregan situaciones de carencias de distinta magnitud 
que afectan a un tercio de los hogares.

Villas, asentamientos y acceso a la tierra

No cabe duda, como hemos visto en el apartado ante­
rior, que un indicador central de desigualdad es la 
persistencia de las formas de hábitat más precarias:



las villas y los asentamientos, que en el área metropo­
litana son más de ochocientos y en los que viven más 
de un millón de personas (Cravino, Del Río y Duarte, 
2010). En la década transcurrida se ha producido un 
aumento de su población. Es el resultado de distintos 
procesos: los grandes centros urbanos concentran 
oportunidades de trabajo en períodos de reactiva­
ción y hay menos tierras disponibles en sus periferias 
debido a la competencia por el suelo entre sectores 
sociales. Gracias a nuevas tecnologías que permiten 
usar y mejorar tierras inundables, hay más suelo apto 
para desarrollos urbanos dirigidos a sectores medios 
y altos. Así, en el caso de Buenos Aires, el proceso de 
producción de nuevas urbanizaciones, que sobre 
todo había cubierto el área norte del conurbano, se 
ha extendido al sur y al oeste. Contribuyó también la 
expulsión de población de casas tomadas, inquilina­
tos y hoteles en la ciudad de Buenos Aires, debido a la 
revalorización de inmuebles o terrenos para cons­
truir y a la transformación de inmuebles de uso resi­
dencial en infraestructuras de servicios como bares, 
restaurantes, hostels, etc. (Di Virgilio, Alqueros Meji- 
ca y Guevara, 2011).

A su vez, la reactivación en general y las obras de 
infraestructura repercutieron en el incremento de la 
renta urbana, una plusvalía que en general es apro­
piada por los acopladores de terreno y desarrollado- 
res. La falta de una política de regulación del uso de



la tierra, con la excepción de la ley de suelos en la 
provincia de Buenos Aires reglamentada a fines de
2013, ha incrementado de manera exponencial el va­
lor de la tierra; y los precios promedio en dólares au­
mentaron entre 2001 y 2006 el 375% en la caba , mien­
tras que en el Área Metropolitana de Buenos Aires 
(a m ba ) lo hicieron entre el 46% y el 117%, y luego han 
continuado creciendo, según Baer (2008; citado en 
Cravino, Del Río y Duarte, 2010). Por otra parte, el 
desarrollo de urbanizaciones cerradas asentadas de 
modo artificial (polderizadas) sobre las cuencas que 
atraviesan la región está generando problemas am­
bientales, según alertan distintos expertos.

En paralelo, si bien el Plan Federal de Viviendas 
provee casas a sectores de bajos ingresos, otras voces 
alertan sobre la disminución de los créditos hipote­
carios, que dificulta el acceso a la vivienda a sectores 
medios. De 1991 a 2001, se produjo un crecimiento 
de créditos hipotecarios del 18,1% anual promedio, 
mientras que, de 2001 a 2011, el incremento solo fue 
del 3,5% (Capello, Galassi y Cohén Arazi, 2012). Se­
gún un cálculo anual de corrección por costos, en 
2011, el stock de créditos hipotecarios era entre el 
28% y el 16% del existente en 2001. El informe ase­
gura que es muy bajo en relación con países vecinos: 
en Chile, los créditos en 2011 eran el 17% del PBi y en 
Brasil, el 4,3% del p b i; en Argentina llegaban a solo el 
1,3% del p b i  en el período 2007-2011. Al mismo tiem-



po, hubo una pérdida de la capacidad del salario 
para acceder a la vivienda propia: en 2011 se precisa­
ban 55 sueldos netos para construir una vivienda de 
75 m2 (sin considerar los costos del terreno) y antes 
de la devaluación eran 35 sueldos; aunque también 
en esto hay controversias, ya que para el indec la si­
tuación es inversa: se precisaban 33 sueldos en 2001 
y 27 sueldos en 2011.

El acceso a la tierra y a la vivienda se dificultó, y 
una de sus consecuencias, sobre todo en el amba, es 
que la población de villas siguió creciendo mucho 
más que la general: entre 1981 y 2006 aumentó el 
220%, frente a un incremento del 35% de la pobla­
ción del conurbano. Pero ese crecimiento se acelera 
con el paso del tiempo: por cada cien nuevos habi­
tantes, en el período 1981-1991, el 10,4% correspon­
día a villas y asentamientos, frente al 89,6% en la 
ciudad formal; de 1991 a 2001 esta relación pasó al 
25,8% frente al 74,2% y de 2001 a 2006 llegó al 59,7% 
en villas y 40,3% en el trazado urbano (Cravino, Del 
Río y Duarte, 2010). También datos de Rosario, Cór­
doba y Mendoza señalan un aumento de la población 
en villas y asentamientos (pnud, 2009a). Villas y asen­
tamientos más poblados tienen como consecuencia 
una gran desigualdad en la apropiación del espacio: 
los más pobres viviendo en zonas cada vez más den­
sas junto a nuevas urbanizaciones con gran disponi­
bilidad de espacio por persona. En efecto, en el amba,



la densidad promedio es de 38 habitantes por hectá­
rea, cifra que se sextuplica en el caso de las villas.

Una dimensión que interesa analizar en la última 
época es la segregación socioespacial. En general se 
utiliza el concepto para dar cuenta del grado de ho­
mogeneidad social de poblaciones que habitan en el 
mismo territorio, así como de la disminución de con­
tactos con otros sectores de diferentes estratos. El 
tema ha sido tratado sobre todo con el aumento de 
los countries y urbanizaciones cerradas en los años 
noventa. Como tendencia general se ha señalado el 
desarrollo de barrios cada vez más homogéneos al 
interior y más diferentes respecto de otros. Hay una 
serie de indicadores que intentan medir la concentra­
ción de población con características sociales simila­
res en ámbitos determinados. En particular, el índice 
de disimilitud, que compara la distribución en un 
mismo territorio de un grupo considerado mayorita- 
rio y de otro minoritario; el otro es el índice de aisla­
miento, que cuantifica el grado de exposición poten­
cial entre sectores distintos por habitar las mismas 
áreas. Ambos indicadores muestran un aumento en­
tre 1991 y 2001, verificando el proceso de segregación 
señalado. En un trabajo posterior (Groisman, 2010), 
basado en datos de la Encuesta Permanente de Hoga­
res de los 28 centros urbanos, se encuentra que, a 
pesar del crecimiento, la segregación residencial de 
los sectores más desaventajados no disminuyó entre



2002 y 2007, sino que se mantuvo estable, lo que 
m uestra una limitación del crecimiento económico 
para desactivar estos procesos de más largo aliento.

En los últimos años, ha habido un cambio cualita­
tivo en la discusión. Las ideas sobre la segregación, 
que implicaban discontinuidad social y espacial, están 
siendo revisadas a la luz de las nuevas formas de ocu­
pación del espacio por las distintas clases. Los más 
desaventajados se instalan en los intersticios dejados 
entre las tierras apropiadas por el mercado. Así, puede 
haber continuidad espacial, pero discontinuidad so­
cial, lo que se ha llamado "falso inix socio-económi- 
co". Es decir que algunos indicadores clásicos de se­
gregación estarían señalando una coexistencia de 
clases en espacios contiguos cuando, en realidad, a 
pesar de la cercanía, habría fuertes límites físicos y 
sociales entre ellos. Se ha acuñado la idea de “ciuda­
des archipiélagos”, en la medida en que la disponibili­
dad de tierras aptas lleva a que los desarrollos urbanos 
se expandan estableciendo más cercanía geográfica 
pero más distancia social y urbanística con los secto­
res populares (por muros y dispositivos de seguridad). 
La idea de "ciudades archipiélagos" quiere acentuar el 
hecho de que son una suerte de enclaves con fuertes 
contrastes y barreras con el entorno (Kozak, 2013).

En síntesis, en el período en cuestión, cuando se 
toman los núcleos de exclusión centrales, las villas y 
los asentamientos, si bien puede haber mejorado la



situación económica familiar y en algunos indicado­
res del hábitat hay mejoras, su población continuó 
aumentando. Entre sus causas encontramos que el 
incremento del precio de la tierra y el paulatino ago­
tamiento de tierras disponibles, al menos en el área 
metropolitana, acentuó la pugna entre las clases por 
su apropiación y no ha habido suficientes mecanis­
mos de acceso a la vivienda formal en los suburbios. 
Los sectores más desfavorecidos quedaron así con 
menos opciones de soluciones habitacionales tradi­
cionales, como la conformación de nuevos asenta­
mientos, produciéndose un aumento de la densidad 
en los ya existentes. En paralelo, nuevas tecnologías 
dispusieron terrenos antes poco aptos para el desarro­
llo urbano. Así las cosas, nuevos enclaves inmobilia­
rios en toda el área metropolitana fueron cambiando 
el cariz de la segregación residencial: de zonas más 
delimitadas se pasó a una suerte de proliferación de 
enclaves que se acercan geográficamente a los secto­
res más bajos. Nuevas formas de segregación pare­
cen acentuar y recon figurar tendencias ya señaladas 
en la década pasada.

Las políticas en el período

¿Qué ha pasado con las políticas de vivienda y hábi­
tat en el período? Según datos de la Subsecretaría de



Desarrollo Urbano y Vivienda, desde julio de 2004 
hasta  diciem bre 2012, el Program a Federal de 
Construcción de Viviendas y el Programa Federal 
de Mejoramiento de Viviendas "Mejor vivir” lleva­
ron a cabo más de 900 mil soluciones habitaciona- 
les que habrían beneficiado a más de 4 millones de 
habitantes. De todos modos, según informantes, no 
toda solución habitacional implica necesariamente 
una unidad o la mejora de alguna, ya que en este 
rubro pueden incluirse el aumento de la oferta de 
infraestructura, como las salas de atención prim a­
ria, y contabilizarse la población de referencia como 
beneficiarios.

Miguel Ángel Barreto (2012) analiza los cambios 
en las políticas habitacionales a lo largo de las últi­
mas décadas. Afirma que, desde 1976 hasta 1989, se 
mantuvo un tipo de política convencional: grandes 
conjuntos para asalariados formales, sobre todo gra­
cias al Fondo Nacional de Viviendas (Fonavi) —que 
construía barrios para sectores de ingresos medios- 
bajos y bajos— y, aunque un poco menos, el Banco 
Hipotecario Nacional (b h n ). Luego de 1989 se registra­
ron los siguientes cambios: se privatizó el b h n , se im­
pulsó la formación de mercados de capitales, se produ­
jeron cam bios en el Fonavi para  favorecer la 
titularidad privada y el pasaje de la construcción de 
grandes conjuntos a casas individuales y una mayor 
participación del capital privado. Lo novedoso del



período fue la creación de estructuras por fuera del 
Fonavi para la regularización dominial o para el me­
joramiento de viviendas recuperables. Un plan que 
perdura en la actualidad, el Programa Mejoramiento 
de Barrios (Promeba), realizó mejoras en distintos 
barrios fuera del a m b a .

En cuanto al período actual, el autor señala la no 
existencia de nuevas políticas, pero sí cambios y con­
tinuidades respecto de los años noventa. En relación 
con las continuidades, se mantuvieron el Fonavi y los 
programas internacionales, como el Promeba, y el 
acento en la construcción de viviendas nuevas con 
bajos estándares de calidad. Como cambio más signi­
ficativo, hubo una recuperación del rol del Estado en 
la construcción de viviendas, que se tradujo en im­
portantes fondos adicionales. También se centralizó 
la construcción en una Subsecretaría para tal fin, y se 
creó el Ministerio de Planificación e Infraestructura, 
que concentró todas las obras públicas. Hubo cam­
bios en los sujetos que participaron en la construc­
ción: se les dio un lugar a los movimientos sociales 
nacidos en los años noventa y a las cooperativas de 
trabajo. Si bien su papel fue menor frente al ocupado 
por las empresas constructoras, innovó en las formas 
de producción del hábitat. Habría también nuevas 
herramientas públicas: la creación del Consejo Fede­
ral de Planificación, la formulación del Plan Estraté­
gico Territorial en 2008, bajo supervisión de la Sub­



secretaría de Planificación Territorial de la Inversión 
Pública, y la elaboración de un anteproyecto de ley 
de ordenamiento territorial. Además de esto, debería 
considerarse el impacto que tendrá el Programa Pro­
crear, cuyo objetivo es brindar 400 mil créditos para 
ampliar, refaccionar o comprar viviendas, en plazos 
y cuotas muy accesibles mediante sorteos periódicos. 
En el momento de redactar estas páginas, el progra­
ma estaba comenzando a implementarse.

Todavía resta realizar el balance de estas políti­
cas, ya que si bien es indudable que permitieron el 
acceso a la vivienda a miles de familias de estratos 
bajos, los déficits de larga data continúan siendo 
muy importantes y hay posturas distintas sobre cuál 
debería ser el rol de las políticas públicas. Ciertos 
expertos argumentan que, más que construir vivien­
das —que los individuos y las familias hacen mejor 
que los gobiernos—, el Estado debería sobre todo 
construir ciudad, favorecer la movilidad, brindar los 
servicios, y que esta sería la mejor política de vivien­
da. Otras voces alertan sobre la opacidad de los gastos 
de estos programas y la necesidad de evaluarlos en 
relación con sus costos y beneficios. Algunos especia­
listas, como Mercedes Di Virgilio, señalan que la polí­
tica de vivienda del Programa Federal no fue solo una 
respuesta al déficit habitacional persistente, sino un 
motor de desarrollo económico con mano de obra 
intensiva. De este modo, la producción de vivienda se



concibió (y se concibe) como un camino por el cual 
transitar la salida de la crisis.

Tendencias contrapuestas

Como en las otras dimensiones del capítulo, aquí tam­
bién pueden marcarse algunas tendencias contrapues­
tas. En primer lugar, en el período intercensal 2001­
2010, se observan mejoras en las condiciones de 
hábitat y vivienda, la inversión ha sido significativa y, 
como resultado, disminuyeron algunas de las caren­
cias más importantes. Entre tanto, la situación relativa 
de las provincias respecto de los promedios nacionales 
no cambió tanto, manteniéndose fuertes desigualda­
des entre jurisdicciones. Hay renovadas políticas ha- 
bitacionales y nuevos actores sociales en la produc­
ción del hábitat que recuperan lincamientos previos a 
los años noventa; sin embargo, todavía es temprano 
para ver su impacto en la disminución de los déficits, 
algunos nuevos y otros de distinta data. Nuevamente, 
como en las otras dimensiones, al comparar con otros 
países de la región, nuestro desempeño no fue parti­
cularmente exitoso, sobre todo si lo comparamos con 
las mejoras en la distribución del ingreso y en el mer­
cado de trabajo. De todas maneras, es necesaria la 
actualización de los datos comparativos para un jui­
cio más conclusivo.



Por otro lado, hay un electo de encarecim iento 
del suelo y de la vivienda que afecta a toda la socie­
dad. Los créditos son menores que en otros países y 
períodos, y la relación con los salarios, según algunos 
expertos, aleja a vastos sectores de la casa propia. La 
situación de ¡as villas y los asentam ientos sintetiza 
estos problemas: más densidad de población implica 
la dism inución del espacio del que disponen, y en los 
indicadores de déficits revisados, entre 2004 y 2009, 
han mejorado menos que el promedio general, por lo 
cual las brechas se han acentuado. La com petencia 
entre sectores sociales por el territorio aumenta. Las 
m ejoras generales tam bién im pactan en un incre­
mento del plusvalor que puede extraerse de los sue­
los, que son sobre todo apropiados por los acopiado- 
res v los desarrolladores urbanos. En esa m isma 
dirección, e! crecimiento tampoco fue suficiente por 
sí solo para dism inuir las tendencias a la segregación 
residencial.

Pero las disparidades no son solo entre ciudad 
formal y precaria, sino que surgen también al aplicar 
otras formas de m irar las carencias: viviendas recu­
perables, hacinam iento en viviendas aptas, tenencia 
con distinto tipo de irregularidad y oLro tipo de ca­
rencias muestran una heterogeneidad muy grande de 
problemas que afectan a unos 10 millones de perso­
nas. Al mismo tiempo, aum entan las dem andas y los 
conllictos por la vivienda. Es propio de un período



donde la igualdad está en el centro del debate, y el 
derecho a la ciudad y a un hábitat saludable reco­
bran im portancia en las dem andas de la sociedad. 
Esto la sitúa en una de las dimensiones más conflic­
tivas de la actualidad, y muy posiblemente lo seguirá 
siendo en los años venideros.

A  MODO DLl RESUMEN

¿Es posible encontrar tendencias en común en las tres 
esferas? En prim er lugar, señalábam os que, si bien 
nuestro objetivo es observar la última década, los pro­
cesos, tanto de mejoras como de producción de ciertas 
carencias, tienen otras tem poralidades. Así, el au ­
m ento de la cobertura educativa, el cambio en el per­
fil epidemiológico, las desigualdades entre las provin­
cias o la segregación residencial y la situación de 
■v illas y asentam ientos anteceden a nuestro período. 
Ahora bien, en todos estos aspectos hubo una mejora 
en términos absolutos de indicadores clásicos v lam- 
bién se desplegaron políticas; pero las carencias son 
de larga dala y la pregunta es cuánto puede mejorar­
se en un período de tiempo relativamente coi to. Las 
respuestas no son sencillas: por un lado, se Itala de 
ver si se revierten tendencias negativas y si se acor­
tan distancias entre los sectores, lo cual ha sucedido; 
pero al com parar nuestro desempeño en relación con



el gasto y respecto de otros países en un lapso equi­
valente, los resultados no nos son, en general, muy 
favorables.

Los cambios son menos marcados que en el capí­
tulo precedente: la reactivación no alcanza para so­
lucionar otros problemas y, en algunos casos, hasta 
puede profundizarlos, como sucede con la carencia y 
el encarecimiento de las tierras para vivienda. En la 
valoración del período, es central la caracterización 
del punto de partida: para algunos se ha hecho mu­
cho para revertir la situación heredada de 2003 y de 
los años noventa; otros aseguran que no se ha avanza­
do lo suficiente. Decíamos que en cada dimensión 
podían señalarse tendencias contrapuestas; ese es el 
punto central que une a las tres esferas. En educa­
ción, se resume en un aumento de la cobertura —más 
ralentizado en la escuela media, pero incrementado 
en la superior, sobre todo por la inclusión de los sec­
tores menos aventajados—, en paralelo con el planteo 
de las desigualdades de calidad y gasto por provin­
cias. Sobre esto último éramos cautos en considerar 
el pasado, ya que indicadores actuales no se aplica­
ban anteriormente y la población era más homogé­
nea. De todos modos, las pruebas indican que hay 
intensas desigualdades en lo que aprenden los estu­
diantes de distintas clases sociales. Las tendencias 
contrapuestas todavía no han mostrado sus conse­
cuencias: por un lado, como preocupante, vemos su



impacto en la calidad de los conocimientos futuros 
de la sociedad; por otro, encontramos el impulso in­
novador de mucha más población educada y, si los 
economistas tienen razón, también una menor dife­
rencia de ingresos en la población.

En cuanto a salud, partimos de caracterizar un 
panorama dual epidemiológico, con males de socie­
dades en desarrollo y otros de más desarrolladas, a lo 
que se suman nuevos temas y problemas en el espacio 
público. Decíamos que no es que no existieran, pero 
no se habían planteado de este modo. Como mayor 
logro, el gran incremento de las coberturas en diez 
años, casi el 20% más de población cubierta por una 
obra social nacional o provincial. Pero a esto se con­
traponen dolencias emergentes o reemergentes, liga­
das a las condiciones de vida y ambientes; enfermeda­
des poco visibles pero de gran prevalencia, como el 
mal de Chagas, y vulnerabilidades por enfermedades 
catastróficas o medicamentos huérfanos. Los especia­
listas señalan aquí que el nivel de gastos podría ase­
gurar mayor calidad general de la salud e igualdad. 
Encontramos así dos grupos de tendencias contra­
puestas. En primer lugar, en el plano de la salud y la 
enfermedad, mejoran indicadores generales, pero se 
mantienen diferencias entre provincias (y en algunos 
casos se acentúan), y perdura un núcleo de exclusión 
profunda que sufre dolencias propias de una situa­
ción de mayor pobreza. En segundo lugar, se detecta



una tendencia contrapuesta en el plano institucional: 
aumenta la cobertura de obras sociales nacionales y 
provinciales, pero parece incrementarse (o al menos 
perdurar) la heterogeneidad entre los tres subsiste­
mas —hospitales, obras sociales y servicios priva­
dos— y dentro de cada uno de ellos.

En relación con vivienda y hábitat, las carencias y 
los problemas son de larga data. Nuevamente vemos 
un mejoramiento en términos absolutos de todos los 
indicadores, con el mantenimiento de las desigualda­
des entre las provincias. Si bien han disminuido las 
viviendas con mayores carencias, al mismo tiempo la 
población en villas ha aumentado y sus carencias de 
hábitat han conocido una reducción menor que aque­
lla registrada en los promedios generales. Es preciso 
actualizar los datos, pero la comparación internacio­
nal en esta dimensión nos muestra, entre mediados de 
los años noventa y una década más tarde, una reduc­
ción de déficits en viviendas menor que otros países 
de la región, que comenzando con mayor proporción de 
viviendas deficitarias alcanzaron luego valores meno­
res. También la segregación residencial, proceso difí­
cil de revertir, se ha consolidado. Al mismo tiempo 
que políticas públicas están construyendo viviendas 
para los estratos bajos, otras voces sostienen crecien­
tes dificultades para la compra por menores créditos 
en relación con los ingresos del trabajo. Indicadores 
de hacinamiento en hogares de mayor calidad dan



testimonio de las dificultades en el acceso a la vivien­
da. La regulación del mercado de tierras aparece 
como una clave de bóveda para lograr más igualdad. 
En resumidas cuentas, en cada una de las tres dimen­
siones, hay mejoras en términos absolutos en muchos 
indicadores; pero cuando se las compara en relación 
con el gasto o con otros países, se puede poner en 
cuestión la profundidad de tales cambios y asegurar 
que se mantienen desigualdades entre grupos socia­
les, tipos de barrio y provincias. Es indudable que per­
duran o se reproducen núcleos de exclusión extrema: 
los que están fuera del sistema educativo, los que pa­
decen enfermedades de la pobreza, los que viven en 
los hábitats más precarios. En ciertos casos, estos 
excluidos son los mismos que en el capítulo anterior 
se ubicaban en el polo marginal; pero, en otros casos, 
habrá situaciones de exclusión específicas de cada 
una de las tres esferas.



IV. TERRITORIOS, 
INFRAESTRUCTURA 
Y CUESTIÓN RURAL

En p á g i n a s  anteriores hemos tomado a las provincias 
u otras demarcaciones adm inistrativas como unida­
des de com paración para ejemplificar la desigualdad 
en distintas dimensiones. En este caso serán ios pro­
pios territorios y la infraestructura los tem as para 
estudiar. Y, de hecho, las desigualdades de los territo­
rios se explican en cierta  m edida por las peores 
condiciones relativas de las infraestructuras. La pers­
pectiva espacia! perm ite localizar las poblaciones 
que acum ulan distintas desventajas y, por ende, que 
sufren la mayor desigualdad. Asimismo, nos permite 
interrogarnos sobre cómo los cambios en las estrate­
gias económicas acaecidas en nuestro período ope­
ran sobre los distintos espacios, pudiendo generar en 
forma sim ultánea crecim iento y desigualdad.

El capítulo se organiza en torno a tres grandes 
cuestiones. En prim er lugar, las desigualdades socia­
les y económicas entre provincias, su cambio o per­
sistencia a lo largo de) Liempo y la conform ación de 
núcleos de exclusión extrema. A continuación, nos



adentraremos en un tema que ha cobrado gran actua­
lidad, lamentablemente por trágicas razones: los dé­
ficits de infraestructura. Nos preguntaremos qué ha 
sucedido en estos años con la inversión y el manteni­
miento de la infraestructura en general y tomaremos 
como ejemplo el transporte en el Área Metropolitana 
de Buenos Aires (a m ba ). Por último, abandonaremos 
un momento nuestra casi exclusiva mirada sobre la 
Argentina urbana y nos adentramos en la cuestión 
rural. El grado de controversias sobre el impacto del 
modelo de agronegocios nos motivó a incluirlo como 
tema de este libro. Revisaremos primero la situación 
de tenencia de la tierra en general, un punto de mira 
insoslayable para evaluar la desigualdad. Nos centra­
remos luego en la extensión del modelo sojero, a par­
tir del cual se plantean una serie de interrogantes 
sobre su impacto en las distintas regiones del país. 
Para cerrar, realizamos una revisión del trabajo rural 
en la actualidad.

Al igual que en el capítulo anterior, los procesos 
presentados en este también tienen temporalidades 
propias: hay configuraciones espaciales, cambios pro­
ductivos y déficits ya presentes antes (y a menudo 
varias décadas previas) de nuestro período de estu­
dio; no obstante, el fin de la convertibilidad y la 
reactivación económica han tenido un impacto en 
todos ellos: profundizando procesos económicos, 
generando oportunidades, acentuando ciertas penu-



rías y catalizando demandas y conflictos. Por tales 
razones, podremos también asistir a tendencias con­
trapuestas. Al fin de cuentas, habrá crecimiento a 
nivel nacional, pero la conjunción de desventajas de 
los hogares y de las carencias de los territorios que 
habitan será un obstáculo para la reducción de la 
exclusión y de las desigualdades en las zonas relega­
das. A pesar de las mejoras de la situación, las bre­
chas de desarrollo entre las provincias parecieron 
aumentar, mientras que otros indicadores, como el 
índice de desarrollo humano, muestran una reduc­
ción de las inequidades entre las provincias y en 
cada una de ellas. Las carencias de infraestructura 
im pactarán negativamente en las condiciones de 
vida de los más desaventajados, aum entando una 
dimensión de la desigualdad, aquella resultante del 
acceso a malos servicios.

Por su parte, la expansión del modelo sojero ha 
provocado intensos debates sobre su impacto en el 
aumento de la desigualdad. Adelantando la conclu­
sión de este capítulo, las distintas problemáticas plan­
teadas intentarán mostrar que no hay superación de 
la desigualdad de los habitantes sin modificar las de­
sigualdades de los territorios que habitan, tanto en 
relación con la concentración de las riquezas y el de­
sarrollo desde una perspectiva integral como en los 
déficits de infraestructura; así como tampoco sin una 
regulación de ciertos procesos económicos que afec­



tan a distintas regiones, capaces de producir, al mis­
mo tiempo, riqueza, desigualdad y exclusión.

N ú c l e o s  d e  e x c l u s ió n  y  r e l e g a c ió n

La aproximación territorial nos permite captar nú­
cleos de exclusión social en los espacios más relega­
dos. Se trata de una pobreza que se explica por la 
conjunción de las carencias del hogar y las del espacio 
habitado. El trabajo más detallado que tenemos nos 
permite trazar un panorama hasta 2007. Francisco 
Gatto (2007) estudia la acumulación de desventajas 
familiares y territoriales en localidades y departamen­
tos de 11 provincias del Noreste (n ea )  y Noroeste (n oa ) 
del país. Se centra en seis indicadores, con los cuales 
estudia los departamentos de Catamarca, Chaco, Co­
rrientes, Formosa, Jujuy, La Rioja, Misiones, Salta, 
San Juan, Santiago del Estero y Tucumán. Muestra la 
presencia de 900 mil hogares con 4 millones de perso­
nas en una situación de pobreza crónica. Esto se ex­
plica, en parte, por la mala inserción laboral, pero, 
sobre todo, por las carencias de infraestructura bási­
ca, tales como electricidad, agua, servicios de salud y 
fuentes de trabajo locales.

La pobreza no es resultado solo de los bajos in­
gresos de sus habitantes, sino de la falta de inversión 
pública y privada. Son personas sumidas en un gra-



do máximo de exclusión, ya que a sus carencias ma­
teriales se les suma una escasa organización política 
y social, en la medida en que se encuentran alejados y 
desconectados de los espacios públicos con visibili­
dad nacional, donde sus voces, demandas o protestas 
puedan hacerse escuchar. Se configura así un núcleo 
duro de exclusión que exige políticas dirigidas a las 
familias, pero además inversiones públicas y priva­
das en infraestructura.

Un trabajo posterior del mismo autor con otros 
investigadores (Steinberg, Cetrángolo y Gatto, 2011), 
si bien no capta los núcleos de pobreza como el estu­
dio anterior (ya que se orienta a estrategias educati­
vas), se centra en las desigualdades territoriales y 
construye una tipología de 26 agolpamientos distin­
tos distribuidos en todo el país, en los que se combi­
nan el tamaño de los aglomerados (desde las grandes 
ciudades hasta la población dispersa) con variables 
sociales, económicas y educativas. A partir de este 
panorama, realizado con datos del Censo 2001, se de­
linean ocho tipos de escenarios, cuatro de ellos de 
mayor desigualdad que concentraban el 39% de la 
población del país (un poco más de 14 millones de 
habitantes) y 3.348 localidades de diversa talla em­
plazadas a lo largo de todo el territorio nacional. Los 
cuatro que concentran la mayor exclusión eran ca­
racterizados como: a) emergencia social, económica 
y educativa indígena; b) severo déficit educativo y so­



cioeconómico con carencias de infraestructura en 
poblados urbanos pequeños; c) severo déficit educa­
tivo y socioeconómico con carencias de infraestruc­
tura en el ámbito rural y d) restricciones educativas 
de la población en edad escolar en centros urbanos de 
tamaño mediano-grande en contextos vulnerables.

Nos interesa este trabajo porque, más allá de la ne­
cesidad de actualizarlos datos, da cuenta de la hetero­
geneidad de los agrupamientos humanos cuando se 
combinan variables sociales con espaciales, lo que per­
mite captar situaciones de desigualdad y exclusión di­
ferentes entre sí dentro de un mismo territorio provin­
cial (atenuando la división rígida entre “provincias 
ricas” y “provincias pobres"), al mismo tiempo que 
cada uno de los tipos de agrupamiento puede encon­
trarse en provincias distintas. Uno y otro trabajo nos 
advierten acerca de la persistencia de núcleos territo­
riales heterogéneos que concentran los mayores grados 
de exclusión y desigualdad a lo largo y ancho del país.

D e s a r r o l l o  h u m a n o  y b r e c h a s  d e  d e s a r r o l l o

Un indicador ya mencionado para captar diferencias 
de bienestar entre países y también entre unidades 
subnacionales, en nuestro caso provincias, es el índice 
de desarrollo humano ( id h ), acuñado por el Programa de 
las Naciones Unidas para el Desarrollo (p n u d ). Como



dijimos anteriormente, intentando superar la tradicio­
nal medición de bienestar a través del producto per 
cápita, se construyó un indicador que considera la si­
tuación de salud (esperanza de vida), de educación 
(tasas de alfabetización, años de educación obligato­
ria y tasas de matriculación de los distintos ciclos) y el 
producto bruto interno (pbf) per cápita en un índice 
que va de 0 a 1. Argentina se ha ubicado tradicional­
mente dentro de los países de desarrollo humano alto: 
en el año 2013, de 187 países, ocupábamos el puesto 
45, el segundo de la región después de Chile. Pero, tal 
como ya mencionamos, el id h  en su versión estándar 
no está exento de ocultar desigualdades detrás de los 
promedios: tanto por disparidades entre sus dimen­
siones básicas como por la desigualdad en cada una 
de ellas (por ejemplo, un país con alto producto per 
cápita, pero un coeficiente de Gini elevado).

En nuestro país, al igual que en casi toda la región, 
entre 1970 y  2010, el desempeño del :d h  fue desba­
lanceado: aceptable en salud y educación, pero en 
términos económicos inferior al promedio (p n u d , 
2010b). Para subsanar esta deficiencia, se elaboró un 
"id h  sensible a la desigualdad", que puede dar cuenta 
de ambos desequilibrios: tanto entre las dimensiones 
básicas como en cada una de ellas por su desigual 
distribución entre las personas. Como se dijo, este in­
dicador “penaliza” el id h  del país, restándole un de­
terminad^ porcentaje que es proporcional al grado de



desigualdad existente. Un análisis de 2010 se enfoca 
en cuatro años distintos: 1996, 2001, 2006 y 2009, y 
señala que luego de 2001 hubo una tendencia a la 
dism inución de la desigualdad del desan'ollo hum a­
no. E n el informe de 2013 ( p n u d , 2013), se incluyen 
datos de 2011 v se verifica la tendencia a la reducción 
de la desigualdad en todas las provincias, en particu­
lar por una mejora del componente ingresos. En efec­
to, después de alcanzar una reducción del i d h  al 4,9% 
en 2001 por la desigualdad, dicha disminución inci­
dió el 4,3% en 2006, el 4% en 2009 y el 3,4% en 2011.

Lo que nos interesa rem arcar es la forma en que 
evolucionó en las provincias. El estudio muestra que 
casi todos los distritos experim entaron un leve au­
mento de la desigualdad entre 1996 y 2001, para luego 
exhibir reducciones en 2006, 2009 y 2011. Los datos 
sugieren también una correlación entre el nivel de de­
sarrollo hum ano y la desigualdad dentro de cada pro­
vincia. En electo, el desarrollo hum ano de las provin­
cias es muy dispar. M ientras en la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires ( c a b a ) es de 0,764, en Formosa es de 
0,677 en 2009, casi el 11% menos, una diferencia 
alta en térm inos com parativos internacionales. En 
segundo lugar, desarrollo hum ano y desigualdad se 
mueven en sentido inverso. A medida que el primero 
crece, la reducción porcentual debido a la penaliza- 
ción por desigualdad dism inuye, v pueden encon­
trarse patrones regionales. De este modo, las provin­



cias del Noreste tienen los índices de desarrollo  
hum ano más bajos y de desigualdad más altos mien­
tras que algunas de las provincias patagónicas (Tie­
rra  del Fuego y Sania Cruz) están en la situación 
inversa: m ayor desarrollo  hum ano y m enor desi­
gualdad. Sin embargo, al tom ar otros indicadores, el 
diagnóstico de dism inución de las desigualdades 
provinciales es puesto en cuestión. Andrés Niembro 
(en prensa) realiza un ejercicio innovador al reunir 
una serie de indicadores para m edir la evolución de 
las brechas de desarrollo de las provincias argentinas 
entre principios del milenio y 2009-2010. La idea de 
brecha de desarrollo hace referencia a las disparida­
des y/o desigualdades en el bienestar entre distintos 
países, entre regiones o entre jurisdicciones en el in­
terior de un país. Encuentra que, de nueve dimensio­
nes, en seis (pobreza y necesidades básicas, educa­
ción, innovación , seguridad , in fra e s tru c tu ra  y 
energía eléctrica, y sistem a financiero) las disparida­
des entre las provincias aum entaron (no lo hicieron 
en salud, transporte y calidad institucional, esta últi­
ma sin com paración inlertem poral). Las mayores 
brechas en el período se advierten en las provincias 
del n o a  y sobre L o d o  en las del n e a . Las únicas dim en­
siones que escapan a este aum ento de las disparida­
des son el transporte en el n o a  y la seguridad pública 
en dicha región y en el \ e a . A s í , por ejemplo, en po­
breza y necesidades básicas, en el año 2000 la silua-



ción era peor en estas provincias, m ientras que en la 
década transcurrida, si bien todas mejoraron en tér­
minos absolutos, lo hicieron más las ciudades aus­
trales que las norteñas. En este indicador también se 
observa un atraso relativo en provincias como Bue­
nos Aires, San Juan y, en m enor medida, Santa Fe. 
Las distintas dimensiones no son independientes en­
tre sí, sino que están interrelacionadas, m anifestán­
dose procesos de retroalim entación entre carencias. 
Este ejercicio (si bien el autor reconoce la necesidad 
de seguir indagando otros indicadores) nos estaría 
m ostrando que, a pesar del crecim iento del período, 
este no se distribuyó de modo equitativo ni progresi­
vo entre las provincias.

¿Hay una contradicción entre las conclusiones de 
ambos trabajos? En principio no, ya que no son com­
parables, puesto que tom an indicadores diferentes: 
el prim ero centrado en el desarrollo hum ano y el se­
gundo en brechas de desarrollo más generales. En el 
índice de desarrollo hum ano de 2013, se calcula tam ­
bién el " i d h  ampliado” de cada provincia, que incluye 
más variables que el i d h  clásico en cada dimensión y, 
por ende, si bien no es com parable con este y tam po­
co con el i d h  sensible a la desigualdad, nos permite 
tener una visión del desarrollo humano a partir de un 
mavor núm ero de aspectos. Realizamos el ejercicio 
de com parar las distancias de las jurisdicciones en 
2006 y 2011 respecto al prom edio nacional de cada



año, que aum entó del 0,690 a 0,750. Así, al cotejar 
diez provincias del n o a  y el n e a , obsetvamos que to­
das mejoran su i d h  ampliado, pero las brechas res­
pecto del prom edio nacional de cada año aum entan 
de 2006 a 2011 con distinta intensidad en el caso de 
CaLamarca, Corrientes, Chaco, Formosa, La Rioja y 
Santiago deí Estero; en Jujuy, Misiones, Salta y Tucu- 
mán, las brechas disminuyen. En otras palabras, al 
usar este índice, en ciertas provincias del n e a  v n o a  

tam bién se observa un aum ento de disparidades res­
pecto del promedio. Si bien se trata solo de un ejerci­
cio estimativo, podemos sostener como hipótesis que 
pudieron producirse dos procesos en paralelo. Por 
un lado, tuvo lugar una mejora general de los indica­
dores de desarrollo hum ano am pliado en todas las 
provincias. Al mismo tiempo, hubo un significativo 
aum ento del promedio nacional del i d h  ampliado de 
un año al otro, en especial debido a que las provin­
cias m ejor posicionadas han conocido incrementos 
im portantes en sus valores, traccionando así al pro­
medio nacional. O sea, todas las provincias han me­
jorado, pero las que ya estaban en m ejor siLuación 
continuaron haciéndolo, Por ende, es posible que se 
combine este aum ento general del i d h  ampliado con 
una perdurabilidad (o aun un incremento) de las bre­
chas entre las provincias m ás desaventajadas y las 
m ejor posicionadas, y entre dichas provincias y el 
prom edio nacional.



Concentración geográfica

Y DESIGUALDADES PROVINCIALES

En este apartado nos proponemos indagar qué ha 
pasado con las desigualdades económicas entre las 
provincias y, en particular, si el crecimiento de la úl­
tima década ha comenzado a revertir la posición tra­
dicionalmente relegada de ciertas de ellas. Se sabe 
que el desarrollo económico tiende a concentrarse en 
determinados territorios, por lo que el interrogante 
es hasta qué grado resulta aceptable tal concentra­
ción de modo que no comprometa el desarrollo de 
todo el país. Para tal fin, los especialistas nos sugie­
ren observar en conjunto la concentración poblacio- 
nal y de la riqueza, preguntándose si ha habido con­
vergencia o divergencia económica territorial: si el 
crecimiento en un período dado ha sido equilibrado 
o no en relación con la distribución de la población. 
A esto se agrega la pregunta acerca de si la concen­
tración territorial de la producción de la riqueza ge­
nera desigualdades territoriales altas en cuanto al 
bienestar de las poblaciones. No es un efecto obliga­
do: algunos países europeos, tales como Suecia, exhi­
ben alta concentración territorial de la producción 
de la riqueza pero baja desigualdad por la existencia de 
políticas tendientes a reducir los desequilibrios. No 
es el caso de América Latina. En todos los países, 
ambas desigualdades van de la mano y cuando hay



concentración territorial de la riqueza, también hay 
mayor desigualdad entre el nivel de vida de la pobla­
ción de las regiones.

Dentro de América Latina, Argentina comparte 
con Perú y Chile lo que se considera una estructura 
primacial polarizada, debido a la alta concentración 
de la riqueza en determinados teñ í torios, en particu­
lar en un área metropolitana (cepal, 2009). Se trata 
de una situación de larga data. Francisco Gatto 
(2007) encuentra una estabilidad en la distribución 
territorial del producto: las cinco provincias que da­
ban cuenta del 80% del pbi en 1953 son las mismas 
que concentraban el 76% en 2004. Así, a pesar de las 
distintas composiciones sectoriales, de los ciclos eco­
nómicos y de variaciones en la posición relativa de 
ciertas provincias respecto de otras, no se registran 
cambios sustanciales en la distribución geográfica de 
la riqueza.

Uno de los trabajos de la Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe (cepal, 2010) estudia 
las dinámicas territoriales entre 1993 y 2005. Com­
para el pbi per cápita entre las provincias más ricas y 
el resto: mientras en 1993 la más pudiente, Tierra del 
Fuego, incluía a la más pobre, Santiago del Estero, 6,8 
veces, esta relación aumenta en 2005, cuando la caba 
llega a contener 8,1 veces a Formosa. En los países 
desarrollados, este indicador suele ser inferior a dos. 
En el período señalado, solo tres provincias cum­



plían esta regla y los datos mostraban una tendencia 
al incremento de este indicador de desigualdad geo­
gráfica.

No obstante, no todos los especialistas consideran 
que dicho indicador sea suficiente para un juicio con­
clusivo. Como complemento, se han acuñado una se­
rie de medidas de distinto grado de sofisticación para 
captarla ya señalada convergencia o divergencia eco­
nómico-territorial. El llamado indicador Sigma señala 
que hay convergencia en la medida en que la disper­
sión del p b i  real per cápita se reduce en el tiempo, es 
decir que las disparidades interregionales tienden a 
disminuir; mientras que el indicador Beta se refiere 
a la velocidad de la convergencia, esto es, al tiempo 
que tomaría para que las regiones más pobres alcan­
zaran a las más ricas. En este último caso, por tanto, 
existe convergencia Beta si las regiones relativamen­
te más pobres tienden a crecer más rápido que las 
más ricas. El trabajo concluye que, en términos ge­
nerales, estos indicadores mostrarían que las dispa­
ridades de Argentina se mantuvieron similares a lo 
largo del tiempo. En síntesis, a pesar del crecimiento 
y del cambio de la situación relativa de ciertas pro­
vincias, la estructura de concentración económica 
territorial se mantiene, lo que constituye un obstácu­
lo persistente para reducir las desigualdades socia­
les. Nos enfrentamos así a un límite a toda política 
de disminución de las desigualdades de los habitan-



tes si al mismo tiempo no se equilibran las desigual­
dades entre los territorios.

Dinámicas económicas provinciales

Al mismo tiempo que se mantiene la concentración, 
la situación relativa de muchas provincias ha ido 
cambiando a lo largo del tiempo: algunas aumenta­
ron y otras disminuyeron su participación relativa. 
En las provincias o subregiones donde se registra 
una expansión económica superior a la media del 
país (y por lo tanto, aumentos de participación), es­
tos incrementos obedecieron a cambios significativos 
en la estructura de la producción. En todos los casos, 
se registran inversiones "nuevas” de tal magnitud que 
transformaron el escenario productivo local. Los ca­
sos históricos típicos, nos recuerda Gatto (2007), han 
sido las radicaciones petroleras y energéticas en Neu- 
quén o Chubut, los complejos químicos y energéticos 
en diversas provincias de la Patagonia, el desarrollo 
de áreas turísticas y de inversión inmobiliaria en su­
bregiones cordilleranas, la consolidación de nuevos 
segmentos de negocios en clusters agroalimentarios 
que promovieron flujos importantes de inversiones y 
cambios tecnológicos, y, más recientemente, el caso 
de la minería en Catamarca y San Juan. Este autor 
también señala que la relación entre crecimiento de



los productos geográficos brutos, las ganancias de 
participación relativa y los niveles de vida de la pobla­
ción no son ni directos ni claros; sin embargo, hay evi­
dencias empíricas, vistas en perspectiva de mediano 
plazo, que permiten sostener una relación positiva, si 
bien puede haber un significativo desfasaje temporal. 
De todos modos, numerosos autores cuestionan tal 
relación positiva a partir de casos específicos, como 
las explotaciones mineras.

Los estudios sobre desigualdades territoriales nos 
muestran, como dijimos, las limitaciones de toda po­
lítica de disminución de las desigualdades que no 
opere sobre el desarrollo regional. Un cuadro de si­
tuación de las distintas provincias y de su evolución 
diferenciada fue trazado por la cepal (2010), que las 
dividió en cuatro grupos según el nivel de pbi per cá­
pita mayor o menor que el promedio nacional y el 
alto o bajo dinamismo en su crecimiento en el perío­
do 1993-2005. Si bien ya nos hemos referido a este 
concepto, cabe aclarar que esta clasificación presen­
tará una diferencia con lo consignado anteriormen­
te: las provincias que concentran mayor riqueza, 
como también son las más populosas, podrán tener 
un pbi per cápita menor a otras menos densamente 
pobladas (por lo cual el pbi per cápita será mayor), 
aun cuando su participación en la riqueza nacional 
sea mucho menor. Se apunta así a un primer grupo 
que exhibe alto dinamismo y alto pbi per cápita,



como la CABA, Neuquén y Chubut. Un segundo grupo 
está constituido por aquellas con alto dinamismo y 
bajo pbi per cápita, puesto que si bien crecieron mu­
cho, mantienen un promedio de PBI bajo, como Cata- 
marca, Entre Ríos, Tucumán, Río Negro y Misiones. 
En tercer lugar, están las provincias que tienen bajo 
dinamismo pero que mantienen un pbi per cápita 
alto, como Tierra del Fuego y Santa Cruz: ellas han 
crecido en el pasado, pero la crisis de fines de los 
años noventa afectó su dinamismo. Finalmente, y 
este es el que más nos interesa señalar, se encuentra 
el grupo que revela tanto un dinamismo como un pbi 
per cápita inferior al promedio nacional; este con­
centra un grupo importante de provincias: Santiago 
del Estero, Jujuy, Santa Fe, Buenos Aires (no incluye 
a la ciudad de Buenos Aires), Chaco, Formosa, San 
Juan, Corrientes, Córdoba, La Pampa, Salta, Mendo­
za y San Luis. Cabe resaltar que todos estos son da­
tos hasta 2005, por lo que es posible que haya habido 
cambios posteriores en algunas de ellas que las ha­
yan hecho pasar a otros cuadrantes.

En todo caso, lo que nos interesa remarcar es que 
el crecimiento requiere de una duración en el tiempo 
para producir un cambio en la situación provincial, 
de modo que estén dadas las condiciones de su apro­
vechamiento para la mejora de la situación de la po­
blación. Por supuesto que no es condición suficiente, 
aunque sí necesaria: tal como ha sido el patrón en



nuestra región —donde m enor desarrollo, desigual­
dad y exclusión se siguen m ostrando correlaciona­
dos—, el desenvolvimiento regional es fundamental 
para superar desigualdades nuevas y de larga data.

No podríam os concluir este apartado sin abordar 
uno de los temas que más debate genera en la actua­
lidad: el im pacto de la m inería en las provincias. Se 
trata de una cuestión con m uchas aristas, entre las 
cuales las que más se relacionan con la problemática 
de la desigualdad son el impacto en el desarrollo lo­
cal y el ambiental. En 15 mitos y realidades de la m i­
nería transnacional en la Argentina, realizado por el 
Colectivo Voces de Alerta (2011), se presenta una se­
rie de evidencias sobre el efecto negativo de la mine­
ría trasnacional con datos internacionales y locales. Así, 
se m uestra que dicha m inería increm enta las desi­
gualdades entre los países proveedores de las materias 
primas y los que los procesan y se apropian de esas ren­
tas. Esto produce la llamada "reprimarización de la 
econom ía” en una nueva división internacional del 
trabajo, con un daño a los sectores productivos de m a­
yor complejidad tecnológica y la conform ación de 
"economías de enclave” con baja incidencia en el PBr 

local, en la generación de empleo, en la tributación in­
terna y en la innovación tecnológica. Este trabajo tam­
bién cuestiona otros mitos en tomo a la minería trasna­
cional, como el de la generación de empleos indirectos 
o el desarrollo en zonas "vacías” que elevarían el nivel



de vida de la población. Basándose en dalos de las 
provincias mineras, m uestra que el beneficio en tér­
minos de bienestar ha sido exiguo. A esto se sum a el 
im pacto ambiental, por la dem anda de enormes can­
tidades de agua y la frecuente contam inación de 
cuencas hídricas con metales pesados, cianuro y can­
tidades de desechos. Si bien se trata de un tema en 
pleno debate, textos como el citado y otros tantos tra­
bajos de expertos, universidades y colectivos de pobla­
dores alertan sobre el impacto negativo de este tipo de 
emprendimientos.

Por su parte, entre las voces defensoras de la m i­
nería y su impacto positivo, se destacan tanto actores 
vinculados a las empresas como agencias del Estado. 
En este sentido, la Secretaría de Minería del Ministe­
rio de Planificación Federal, Inversión Pública y Ser­
vicios de la Nación (m p fip y s , 2012) calcula para 2011 
que el sector emplea a 517.500 trabajadores, señalan­
do cifras del increm ento productivo, de exportacio­
nes y del núm ero de explotaciones desde 2003 hasta 
2011. Otras voces m antienen una m irada crítica so­
bre el actual m arco regulatorio de la actividad, pero 
sostienen la posibilidad de generar un Lipo de regula­
ción estatal por la cual dichas actividades puedan 
tener beneficios económicos para el país y se contro­
le al m ismo tiempo el impacto ambiental. En los m o­
mentos de redactar estas páginas, está cobrando im ­
p o rtan c ia  tam bién el debate sobre los efectos



ambientales del fracking y otras formas no conven­
cionales de explotación de hidrocarburos. Sin duda, 
en el marco de la discusión de los modelos de desa­
rrollo, es uno de los temas más álgidos de debate en 
el escenario latinoamericano actual.

Infraestructura y desigualdad

Las desigualdades de los territorios se explican en 
cierta medida por las peores condiciones relativas de 
las infraestructuras. Según los especialistas, estas 
abarcan un conjunto de estructuras de ingeniería, 
equipos e instalaciones de larga vida útil, que consti­
tuyen la base sobre la cual se produce la prestación de 
servicios para los sectores productivos y los hogares. 
Según su función, se clasifican en: a) infraestructura 
económica (transporte, energía y telecomunicacio­
nes); b) social (presas y canales de irrigación, sistemas 
de agua potable y alcantarillado, educación y salud); 
c) infraestructura de medio ambiente, recreación y 
esparcimiento; e) infraestructura vinculada a la infor­
mación y el conocimiento. De acuerdo con su cober­
tura geográfica, puede tener alcance urbano, interur­
bano e internacional (Perrotti y Sánchez, 2011).

La cuestión de la infraestructura está hoy en el 
centro del debate. Lamentablemente, ha ocupado la 
atención pública a partir de hechos trágicos, como el



accidente de trenes en la estación de Once en 2012, 
las inundaciones en La Plata en 2013, a lo que pue­
den sumarse los múltiples apagones en las grandes 
ciudades. Pero en una infinidad de hechos cotidianos, 
los déficits de infraestructura afectan el bienestar al 
punto tal que pueden ser una de las causas de muchas 
pérdidas humanas, como en los accidentes viales por 
mal estado de las rutas o por la carencia o falta de 
coordinación de servicios de salud en ciertos lugares. Su 
impacto en la desigualdad es indudable, tal como señala 
Zygmunt Bauman (2011); los más excluidos son la ma­
yor cantidad de "víctimas colaterales" de las llamadas 
catástrofes naturales, pero también de aquellas más 
anónimas y cotidianas.

La discusión internacional ha estado sobre todo 
ligada a su impacto en el crecimiento económico. 
Expertos como Rozas (2010) señalan una correla­
ción positiva y significativa entre ambas: una mayor 
disponibilidad y calidad de los servicios de infraes­
tructura —medidas en términos de telecomunica­
ciones, red vial y servicios de transporte, genera­
ción, distribución de energía, abastecim iento de 
agua potable y servicios de saneamiento— implican 
una mayor productividad de los factores y costos de 
producción más bajos. La mayor rentabilidad incen­
tiva la inversión y, por ende, aumenta el crecimiento 
potencial del producto. En contraposición, deficien­
cias en las redes de carretera y telecomunicaciones



elevan los costos logísticos afectando la competitivi- 
dad de las empresas; las industrias y las economías 
en su conjunto. Ciertos autores se centran en el he­
cho de que la mejora de la infraestructura y la provi­
sión de servicios conexos permiten a los países ate­
nuar los déficits que pueden tener en determinados 
recursos naturales.

En cuanto a su relación con la desigualdad, se 
afirma que una buena infraestructura nacional cola­
bora con la cohesión social cuando permite integrar 
el territorio; de este modo, influye en una mejor dis­
tribución del ingreso entre las poblaciones más rele­
gadas. En esta perspectiva se destaca la forma en que 
repercuten en la vida cotidiana. Desde la imposibili­
dad de hacer un llamado telefónico o disponer de 
agua potable hasta una ruta deficiente que impide 
que una persona enferma sea trasladada a tiempo, 
estudiantes que ven dificultado su proceso de apren­
dizaje por la carencia de energía que dificulta exten­
der la jornada o la falta de acceso a Internet.

No resulta entonces llamativo que las mejoras de 
infraestructura tengan un impacto positivo en la 
igualdad, en cuanto repercuten en las mejores condi­
ciones de vida de los sectores más desaventajados, 
usuarios de dicha infraestructura. Así, autores como 
Rozas, Calderón o Serven sostienen que los desarro­
llos en infraestructura pueden tener un impacto po­
sitivo en el ingreso y en el bienestar de los pobres por



encima del que tienen sobre los estratos de ingreso 
medio. Rozas (2010) y otros encontraron que el stock 
de infraestructura exhibe en nuestra región un im­
pacto positivo y estadísticamente significativo sobre 
el crecimiento, a punto tal que, entre los años 1981 y 
2000, una cuarta parte del incremento del pbi per cá­
pita pudo ser atribuida al crecimiento de la infraes­
tructura. También hallaron que la desigualdad en el 
ingreso declina con mayor cantidad y calidad de in­
fraestructura.

Las brechas de infraestructura

La relación entre infraestructura y desigualdad tiene 
múltiples aristas y sobre todo se ha puesto en cues­
tión el nivel y tipo de inversión pública y privada en 
esta. A fin de seleccionar un indicador que nos per­
mita comparar la situación argentina respecto de la 
región, nos centraremos en lo que se llama "brechas 
de infraestructura” en América Latina. Las "brechas de 
infraestructura1' son una preocupación regional. Se 
trata de la distancia que existe entre lo que los países 
efectivamente gastan en estos rubros y lo que debe­
rían erogar para seguir el ritmo del crecimiento eco­
nómico y de las necesidades de la población. La bre­
cha puede ser horizontal, en relación con algún 
objetivo determinado. Ejemplos de este tipo son la



distancia respecto a otros países o a un determinado 
nivel de cobertura (como la universalización en las 
prestaciones básicas de agua y saneamiento o el 
cumplimiento de los Objetivos del Milenio). También 
puede ser una brecha vertical, cuando se presenta 
respecto a factores internos del país o la región bajo 
análisis.

Los trabajos de la Comisión Económica para 
América Latina y el Caribe (cepal), la Unión de Na­
ciones Suramericanas (Unasur) y la Corporación An­
dina de Fomento (caf) se interesan por el tema. Coin­
ciden en señalar que América Latina debe pasar de 
gastar menos del 2% del PBI en infraestructura a in­
vertir entre el 3% y el 6% y que, además, debe gastar 
mejor. Más precisamente, los países deben destinar el 
5,2% del pbi si quieren dar respuestas a las demandas 
de los particulares y las empresas y el 7,9% si quieren 
alcanzar un nivel de infraestructura comparable al 
del Sudeste Asiático. Es indudable que hay un cre­
ciente retraso relativo de la región con respecto de 
otras economías emergentes y una tendencia a la in­
suficiencia en la provisión de servicios de infraestruc­
tura. No es que no haya habido mejoras de infraes­
tructura en las últimas décadas, pero estas no están a 
la altura de las demandas. En efecto, los expertos y 
los organismos coinciden en señalar que desde me­
diados de los años ochenta, la mayoría de los países 
mejoró la cobertura y la calidad de servicios ligados a



la infraestructura física y de redes; la expansión de 
telefonía celular e Internet ha sido de las más impor­
tantes del mundo y también ha crecido la cobertura 
del servicio eléctrico y se han modernizado puertos 
por medio de concesiones. En contraposición, el seg­
mento de caminos no ha conocido muchas variacio­
nes. La inversión en este rubro ha sido insuficiente, y 
esto está causando en algunos países —o va a cau­
sar— que existan límites al crecimiento y a la reduc­
ción de la pobreza y la desigualdad.

El principal problema es que los países han tenido 
dificultades para mantener un ritmo de inversión sos­
tenido en las últimas décadas. Patricio Rozas (2010) 
m uestra que el promedio anual de la inversión en 
infraestructura (tanto pública como privada) de las 
principales economías de América Latina durante 
los quinquenios 1980-1985, 1996-2001 y 2002-2006 
bajó del 3,7% al 2,2% y al 1,5% del p b i , respectiva­
mente. Esto es más grave aun si consideramos que el 
quinquenio de referencia es un parámetro poco exi­
gente, ya que pertenece a la llamada "década perdi­
da". La declinación fue sobre todo im portante en 
energía y transporte terrestre. Como dato positivo, 
en el año 2007-2008 hubo un aumento respecto de 
los años anteriores en varios países, entre ellos, Ar­
gentina. Siempre comparando los quinquenios de 
referencia, vemos que pasó del 3% al 1,5% y al 1,3%; 
pero en 2007-2008 aumentó al 2,3%. Brasil, por su



parte, ha pasado del 5,2% al 2,4% y al 1,3%, y Chile, 
del 3,2% al 5,6% y al 2,3%. Entre los siete países con­
siderados en el período 2002-2006, Argentina mues­
tra el valor más bajo junto con Brasil, antes del re­
punte en 2007-2008; mientras que Chile y sobre todo 
Bolivia, ios más altos. Si se mira solo la inversión 
pública, Argentina pasó del 3,0%, al 0,2% y luego al 
0,4%. A pesar de este repunte, entre siete países, es el 
segundo más bajo luego de Brasil.

¿Qué ha pasado en los distintos rubros, tanto en 
inversión pública como privada? Siempre conside­
rando los tres quinquenios, en telecomunicaciones la 
inversión pasó del 0,33% al 0,53% y el 0,44%, y cobró 
cada vez más presencia la inversión privada, con un 
promedio en el período más reciente entre los países 
de la región estudiados del 0,47%. En energía, eroga­
mos el 1,57%; luego, el 0,40% y más tarde, el 0,46%, 
con un promedio de los países de la región del 0,43%. 
En transporte terrestre hemos comenzado con el 
0,84%, luego el 0,32% y el 0,32% también en el últi­
mo período, con una media general de los países del 
0,45%. Esta primera mirada general nos muestra 
para este período el más bajo porcentaje de inversión 
de los siete países considerados, por debajo del pro­
medio regional y próximos a los países más grandes, 
como Brasil y México —donde también el déficit de 
infraestructura es un problema central—, y un re­
punte en los últimos años de los que contamos con



datos comparativo, 2008-2009. En síntesis, si bien se 
trata de un indicador muy general, podemos sostener 
que nuestro nivel de inversión, al igual que el de la 
región, es bajo respecto del pasado, de las necesida­
des nuevas y de las carencias heredadas.

La información presentada se refiere al monto de 
los gastos en infraestructura, pero no nos dice nada 
de la forma en que se ha erogado. En nuestro país, 
gran parte del debate interno está en general orienta­
do a la relación existente entre inversión y subsidios. 
En 2007, datos de la Asociación Argentina de Presu­
puesto y Administración Financiera Pública ( a s a p ) , 

publicados en la nota “'Desamparados: la infraestruc­
tura acumula un déficit cada vez mayor"1 de Diego 
Cabot en La Nación (21/4/2013), muestran una pari­
dad en 2007 en gastos de subsidios y de inversión. 
Según datos de 2012, crecieron el 517% los subsidios 
y el 160% la inversión en infraestructura, señalándo­
se que en 2012 por cada peso en inversión se gasta­
ban 2,25 en subsidios.

A fin de completar este primer panorama, hay in­
dicadores objetivos y otros subjetivos de calidad de 
infraestructura, que resultan de la opinión de infor­
mantes clave. En The Global Competitiveness Report

1 Disponible en línea: <hup://wwv.lanacion.com.aiv'l 574691- 
d esa m p ara  dos-la-i n fracs ti'u c tu ra -acu m u fa-u n -d ef ¡c it-cada- 
vez-ma_vor>.



2010-2011, elaborado por el Foro Económico Global, 
de 139 países, por íá evaluación de su calidad de in­
fraestructura, Argentina se ubica en el puesto 77, Chi­
le está en el puesto 40; Brasil, en el 62 y México, en el 
75. Yendo a los distintos rubros, en calidad de carre­
teras, nos ubicamos en el puesto 89; en calidad de 
infraestructura ferroviaria, en el 82; en calidad por­
tuaria, en el 88; en oferta eléctrica, en el 93; en líneas 
de teléfono fija, en el 53; y en oferta de telefonía celu­
lar, en el 25. El valor promedio de evaluación de la 
calidad de infraestructura es de 3,6 sobre 7.

El informe incorpora un estudio con actores eco­
nómicos de cada país y en el caso argentino su eva­
luación subjetiva es peor que la objetiva y nos ubica 
en el puesto 102 (por debajo de Chile, México, Brasil 
y Colombia). O sea, hay una ubicación en medio de 
la tabla según estándares comparativos y una muy 
mala evaluación en casi todos los rubros desde el 
punto de vista de los actores económicos, en la ma­
yor parte muy por debajo de los países de la región. 
En pocas palabras, compartimos con nuestra región 
las brechas de infraestructura y un nivel de inversión 
inferior a lo necesario por el crecimiento y las deman­
das previas; si a eso se suman controversias sobre la 
calidad en el gasto y una evaluación de las distintas 
infraestructuras no muy favorable, es muy probable 
que en este rubro no hayamos conocido ningún im­
pacto positivo en la igualdad.



T r a n s p o r t e  e n  e l  Ár e a  M e t r o p o l it a n a  
d e  B u e n o s  Air e s

Si bien todos los rubros tienen su impacto en la desi­
gualdad y, por ejemplo, el enorme gasto en importar 
energía resta fondos imprescindibles para otros destinos, 
elegimos centramos en transporte dado su centralidad 
en la vida cotidiana de la población. Su relación con la 
desigualdad tiene varias aristas. Una general y con una 
temporalidad más extendida, cuyo interrogante es 
saber si el sistema de transporte favorece o no la 
equidad territorial. Otro debate es si el transporte es 
un cuello de botella para el desarrollo regional. Al 
respecto las posiciones son encontradas. Algunos ex­
pertos sostienen el cuasi colapso del sistema terres­
tre, en particular el de cargas, y la necesidad de vol­
ver al uso del ferrocarril. Por el contrario, otros 
expertos, como Alberto Müller (2011), afirman que el 
crecimiento automotor responde con su flexibilidad 
a las rigideces del ferrocarril, por lo que considera 
que no es viable volver a este medio y que contamos 
con una infraestructura básica suficiente, por lo que 
solo es necesario pensar nuevas obras para requeri­
mientos productivos puntuales. El debate general 
abarca todo el sistema: se incluye el lugar de los 
puertos pluviales para las cargas y se señala la subu- 
tilización de aeropuertos provinciales y otra serie de 
complejas cuestiones. Un tema central es la superpo­



sición de controles y jurisdicciones, puesto que no 
está resuelto cuál debe ser el órgano de control, situa­
ción que se encuentra agravada por la falta de plan­
teles técnicos y la reducción de sus márgenes de de­
cisión (véase Voces en el Fénix, 2011).

Llama la atención también nuestra particular con­
figuración: baja densidad y fuerte concentración ur­
bana, que favorece la gran concentración de movi­
mientos internos en una incipiente megalópolis, que 
se insinúa entre los puertos del norte de Rosario y La 
Plata (30 millones de viajes diarios), y poca circula­
ción interurbana en el resto del país. En este contexto 
nos concentraremos en una mirada sobre el Área Me­
tropolitana de Buenos Aires, lo que, si bien no agota 
el tema, sirve como ejemplo para plantear la pregun­
ta del transporte y la desigualdad. Lo que nos interesa 
señalar es que la desigualdad no puede solo centrarse 
en el tema de los subsidios y hay que rastrearla en la 
configuración misma del entramado de transporte 
que se ha ido construyendo durante décadas. La espe­
cialista Andrea Gutiérrez (2006a, 2006b, 2012) traza 
un exhaustivo análisis de la gestión metropolitana de 
transporte. Describe un sistema pionero pero estan­
cado en el tiempo y muestra que la desigualdad terri­
torial es en paite construida por el sistema de trans­
porte. En efecto, si bien hubo en las últimas décadas 
un crecimiento territorial en superficie de toda el 
área, este es discontinuo y de baja densidad; con es­



casas excepciones, no se produjeron nuevas centrali- 
dades, es decir, localidades que actúen como centros 
para otras comunicaciones. En cambio, señala la au­
tora, se acentuó la figura monocéntrica, que tiene es­
trecha relación con las redes de transporte de todo 
tipo: público, carreteras y, en particular, trenes. Este 
esquema se mantiene desde los años setenta y tiene 
siempre el sentido periferia-centro, con el sur, el nor­
te y el oeste, pero poco flujo entre estos ejes. La ciu­
dad central, entonces, sigue siendo el principal recep­
tor de viajes.

Gutiérrez señala una serie de cambios en los últi­
mos veinte años: crecimiento de motorización indi­
vidual, generalización de subsidios al transporte ma­
sivo, posiciones empresarias dominantes, disparidad 
de la calidad del servicio ferroviario y de autotrans­
porte, instalación de nuevos servicios colectivos 
como remises y chárteres, tanto para la base como 
para la cúpula social. Uno de los problemas es que el 
transporte público atiende las zonas más consolida­
das, pero no las de crecimiento más veloz; de este 
modo, aumenta su déficit en la medida en que nos 
alejamos del centro, en que disminuye el nivel so­
cioeconómico de sus usuarios y la disponibilidad de 
auto. Hay carencias de servicios para las zonas más 
pobres, entre las periferias, en las noches y los fines 
de semana y los feriados. De este modo, desde su 
configuración, la trama de transporte ha contribuido



a una baja equidad espacial, y las acciones públicas 
y privadas no han tendido a equilibrar, sino a repro­
ducir la desigualdad espacial.

En la vida cotidiana, esta desigualdad se traduce 
en las pésimas condiciones de viajes en distintos me­
dios de comunicación, sobre todo entre la periferia y la 
ciudad. El malestar ha tenido múltiples manifestacio­
nes, algunas muy recordadas, como ataques violentos 
a estaciones ante la interrupción inesperada de servi­
cios a la hora de volver del trabajo. Pero también ese 
sufrimiento cotidiano se ha reflejado en redes de usua­
rios de los distintos servicios, en particular en una se­
rie de blogs, páginas Facebook y cuentas de Twitter, 
donde se presentan infinidad de vivencias de ese ma­
lestar cotidiano: trenes repletos, atrasos, formaciones 
paradas en medio de las vías, malos olores son mone­
da corriente para los usuarios. Entre ellos, se ha des­
tacado el blog viajecomoelorto.blogspot.com, donde 
una joven usuaria cotidiana de trenes y subtes, Can­
delaria Schamun, fue publicando experiencias, fotos 
y anécdotas de sus penurias diarias. El blog fue visto 
en 2008 por 300 mil personas y elegido el blog del año 
por la revista Rolling Stone. Este y otros tantos de tre­
nes, subterráneos y colectivos (comovacas.blogspot. 
com, tbamemata.blogspot.com.ar, desesperadosdel- 
sarmiento.blogspot.com.ar) son un reservorio cons­
tantemente actualizado de una de las facetas cotidia­
nas de la desigualdad en el transporte.



Una vez planteada la cuestión del transporte y la desi­
gualdad en una perspectiva amplia, es hora de centrar­
se en el problema de los subsidios y la inversión. Es 
importante tener en cuenta que el tema del subsidio se 
planteó como corolario de la crisis de 2001-2002, luego 
de que a fines de los años noventa —nos i’ecuerda la 
especialista Susana Kralich (2011)—, las alzas tarifa­
rias y los ingresos depreciados y el desempleo llevaran 
a que el transporte pudiera insumir hasta un tercio de 
los salarios. Así, los subsidios llegaron para cubrir 
una necesidad y operar sobre una situación de alta 
desigualdad. El debate hoy es si aquello que antes fue 
progresivo, hoy continúa siéndolo. Hay necesidad de 
realizar el balance entre subsidios e inversión y pre­
guntarse sobre la equidad general de todo el esque­
ma. En primer lugar, señala José Barbero (2012), para 
datos de todo el país, la inversión real directa del Es­
tado en transporte (esto es, para comprar bienes de 
capital o mejorar los existentes) fue importante: pasó 
del 0,15% del p b i en 2002 al 0,7% en 2009. En general 
se ha dirigido hacia la infraestructura vial, pero se ha 
concentrado en un número pequeño de jurisdicciones 
(Santa Cruz, Buenos Aires, Córdoba y Entre Ríos). 
Tomando indicadores del Foro Económico Global, 
Barbero señala que nuestra infraestructura en trans­
porte es mejor que el promedio latinoamericano, pero



con una brecha amplia con el mundo desarrollado y 
en desarrollo del Este asiático, y con mejor ranking en 
infraestructura (rutas, puertos) que en servicios (tre­
nes, aviones, automotores).

En relación con los ferrocarriles, el contexto pre­
vio es la crisis del modelo estatal en los años ochenta 
y los cambios en el sistema de movilidad, con mayor 
presencia de autos, por lo cual hubo una pérdida de 
pasajeros. En los años noventa se realizó la conce­
sión de los trenes metropolitanos y la mayoría de los 
interurbanos fueron cancelados. Según la postura de 
Barbero (2012), que coincide con otros documentos 
del Centro de Implementacíón de Políticas Públicas 
para la Equidad y el Crecimiento (cippec), las conce­
siones dieron buenos resultados en el período 1993- 
1999 y comenzaron a deteriorarse en 1999, producto 
del estancamiento. El autor señala que en 2003 se 
congelaron las tarifas y se produjo la renegociación 
de los contratos privatizados. La tarifa entre 2003 y
2007 cayó el 36%, los costos aumentaron, los salarios 
gn promedio crecieron el 800% y la planta se duplicó 
(en parte porque se blanquearon trabajadores terce- 
rizados). Este déficit fúé cubierto con subsidios que 
crecieron en forma exponencial: en 2003 fueron de 
140 millones de pesos y en 2011, de 2.500 millones, 
un promedio de 6 pesos pór pasajero.
• ¿Qué ha pasado entretanto con las inversiones? Bar­
bero señala que en'2004 se anunció el Plan Nacional



de Inversiones Ferroviarias (Planifer), que solo se 
realizó parcialmente. Advierte que, para reconstruir­
los 500 km más densos, se requerirían alrededor de 
15.000 millones a 20.000 millones de dólares. Ubica 
la inversión promedio en 50 millones de dólares 
anuales desde 2003 a 2010, una décima parte de lo 
necesario para reponer la depreciación de los activos 
de ferrocarriles del amba. Por su parte, los subsidios 
otorgados en 2011 superaron veinte veces esa cifra. 
Hubo así un redireccionamiento progresivo de pro­
moción de la inversión a financiamiento de gastos 
corrientes. También el aumento de subsidios fue muy 
alto en el transporte automotor. En efecto, entre 2005 
y 2010, los subsidios al transporte público aumenta­
ron más de cuatro veces su peso en el pbi y similares 
tendencias pueden encontrarse en transporte aeroco- 
mercial y transporte urbano y suburbano de trenes. 
Barbero señala sobre todo que se trata de un subsidio 
a la oferta: en 2010, alcanzó al 70% de los ingresos de 
las empresas en el amba (cippec, 201 Ib). Se registra 
una inequitativa distribución geográfica entre el 
amba (500 pesos por habitante), el noa (100 pesos por 
habitante), la provincia de Buenos Aires (60 pesos 
por habitante) y el resto de las provincias (donde no 
superó los 50 pesos en promedio) (Barbero et a i, 
2011). Se trata de subsidios elevados respecto de la 
región; por ejemplo, en San Pablo los subsidios son 
el 17% de los ingresos de las empresas de transporte



automotor. Subsidios que, por otro lado, no se tradu­
jeron en mejoras de los servicios.

En síntesis, podemos pensar que, si bien en el ini­
cio de nuestro período los subsidios tenían un rol de 
disminuir la desigualdad, el tiempo transcurrido y el 
cambio en la situación económica introducen otras 
cuestiones en el debate: el subsidio a los sectores más 
aventajados, que también gozan de precios bajos; las 
inequidades espaciales, debido a las diferencias de 
subsidios entre las regiones, y el problema de que la 
menor inversión es la causa de la baja calidad de ser­
vicios y una de las razones que explican las tragedias 
a mediano plazo. Así las cosas, podemos decir que 
pasamos de un sistema que favorecía la mayor igual­
dad en un momento de crisis y recuperación a otro 
donde se reproducen desigualdades en la calidad de 
vida. Sin embargo, la mirada de más largo plazo nos 
muestra una estructura de transporte desigual en su 
entramado, por lo que, además de la necesidad de 
revisar el lugar de los subsidios, una agenda de ma­
yor igualdad en el tema debería operar sobre todo el 
sistema, realizando los reordenamientos necesarios 
para tender hacia la equidad espacial.

Retomando el tema de los subsidios, desde el pim­
ío de vista de la mayor igualdad, como cada gasto 
compite con otros, es necesario cotejarlos en un ba­
lance más general. Desde este mismo punto de vista, 
comparando los gastos entre distintos temas como



una forma de evaluar el impacto en la igualdad, se 
alzaron voces en el momento de las inundaciones 
que ocasionaron casi un centenar de víctimas fatales 
en La Plata. En primer lugar, se trató de una proble­
mática sobre la que se había alertado ya en 2007. Un 
exhaustivo informe sobre la situación hidráulica de 
La Plata que elaboró la Universidad Nacional de La 
Plata (unlp) se había entregado a la municipalidad. 
Las recomendaciones de los investigadores fueron 
obras de infraestructura para evitar anegamientos 
futuros. El detalle de las obras solicitadas incluye 
hasta las calles específicas sobre las que se debían 
hacer las inversiones en medidas estructurales. Un 
informe del Instituto para el Desarrollo Social Argen­
tino (idesa, 2012) señala que Aerolíneas Argentinas 
recibía en 2008 el doble de subsidios que el Fondo 
Fiduciario de Infraestructura Hídrica y que ese mon­
to pasó en 2012 a ser cuatro veces más. Al igual que 
el transporte, se trata de un problema ligado no solo 
a ia coyuntura actual. Eduardo Reese,2 uno de ios 
urbanistas más destacados, establece una mirada de 
mediano plazo para com prender el drama de las 
inundaciones. Afirma que la ciudad de Buenos Aires 
creció dándole la espalda al hecho de que es inunda­
ble, y que en los códigos solo dos barrios, la Boca y el

2 D isponible en línea: <http://argentinainvestiga.edu.ar/noti- 
c ia .php?titu lo=ciudadesJnundables& id= 1879>.

http://argentinainvestiga.edu.ar/noti-%e2%80%a8cia.php?titulo=ciudadesJnundables&id=1879
http://argentinainvestiga.edu.ar/noti-%e2%80%a8cia.php?titulo=ciudadesJnundables&id=1879


Bajo Belgrano, figuran como tales. Lo mismo sucede 
en gran parte de los municipios del conurbano. El 
crecimiento de la construcción de los últimos años se 
hizo sin respetar la condición de área inundable de 
gran parte del a m b a , y uno de sus corolarios fue que 
cada vez más las zonas precarias solo pudieron insta­
larse en las zonas inundables, las únicas no apeteci­
bles para el mercado inmobiliario.

En resumidas cuentas, el análisis del impacto en la 
igualdad de la infraestructura tiene distintas dimensio­
nes y temporalidades: algunas de mayor alcance, cuya 
pregunta central es si la estructura misma de ciertas 
redes de infraestructura están dispuestas de modo tal 
que favorecen o no la disminución de la desigualdad y 
sobre los déficits de mayor data. Se trató de dar algu­
nas respuestas en un caso específico, pero una evalua­
ción similar podría hacerse en cada rubro y en distin­
tas regiones: la red vial, la disponibilidad de energía 
eléctrica, las obras hídricas, los servicios de salud. En el 
ejemplo sobre el cual nos detuvimos, el transporte en 
el a m b a , se evidencian también sus tendencias contra­
puestas: por un lado, tarifas subsidiadas, que pueden 
ser un elemento de mayor igualdad a pesar de los repa­
ros que pueda haber al respecto; pero, en contraposi­
ción, falta de inversión y un gasto que debe ponerse en 
relación con otros rubros no atendidos así como in- 
equidades respecto de otras regiones expresan tam­
bién aquí un proceso en la dirección contraria, que



impacta negativamente en las condiciones de vida y 
en el aumento de distintos tipos de riesgo para los gru­
pos más desaventajados.

I n f r a e s t r u c t u r a , t e r r i t o r i o

Y LAS POLÍTICAS DEL PERÍODO

A pesar de la centralidad del tema y las carencias exis­
tentes, cierto es que muchas han sido las políticas que 
han tratado sobre la infraestructura en este período. 
Escapa a nuestros objetivos y posibilidades enume­
rarlas todas, monitorear lo efectivamente realizado y 
evaluar sus impactos. Sí nos interesa centrarnos en 
una que, a pesar de su interés por tratarse de una pla­
nificación a largo plazo del gobierno nacional, no ha 
tenido gran difusión, más allá del grupo de especialis­
tas en el tema. Nos referimos al Plan Estratégico Te­
rritorial ( p e t ) iniciado en 2008. Su objetivo es, según 
se lee en sus documentos, intervenir en la composi­
ción territorial del país, rescatar capacidades, mejo­
rar el desarrollo de las redes urbanas, incrementar y 
racionalizar la dotación de infraestructura, trabajar 
sobre zonas más rezagadas poniendo en valor sus 
propios recursos humanos y naturales. El punto de 
partida fue un diagnóstico del modelo actual y, luego 
de un trabajo participativo con las provincias, se llegó 
a un modelo deseado para cada jurisdicción junto a



una cartera de iniciativas con proyectos para 2016 
(mpfipys, 2008).

Vale la pena consultar los documentos, al menos 
para Lomarlos como ejercicio de planificación reali­
zado por cada provincia. El esquema que se busca es 
integrado nacional e internacionalmente, con fortale­
cim iento y reconversión productiva, alta conectivi- 
dad interna v un esquema policéntrico de ciudades, 
que contrapesa la prim acía m etropolitana. En con­
junción con el pet se crean o asocian una variedad de 
program as y entes: el Consejo Federal de Planifica­
ción Territorial en 2008, un proyecto de ley de plani­
ficación y ordenam iento del territorio aún en discu­
sión, el Program a Argentina Urbana, el Program a 
Argentina Rural, entre otros.

En un informe de 2010 (mpfipys, 2010), se señalan 
las acciones realizadas, si bien muchas no correspon­
den necesariam ente a los lincam ientos específicos 
del pet: obras de m antenim iento en el 90% de la red 
terrestre y un increm ento del 10% de esta; pavim en­
tación en el 40% de las vías no pavimentadas, con un 
increm ento im portante del gasto de 2002 a 2009. 
Dentro del mismo inform e se contabilizan más de 
500 mil viviendas nuevas y m ejoramientos term ina­
dos, y 233 mil en ejecución, lo que permitió que el 8% 
de la población accediera a una vivienda digna en 
seis años. Asimismo, se señala el Plan D irector de 
agua potable de aysa; el Plan Agua+Trabajo, donde



participan cooperativas y organizaciones sociales, 
con las cuales se estima alcanzar el 80% de la cober­
tura de red de agua potable y el 51 % de red cloacal en 
todo el país. También se consignan el Plan de Desa­
gües Pluviales del conurbano bonaerense, el Plan Di­
rector de desagües en las ciudades de Córdoba y San­
ta Fe y los proyectos de desarrollo sustentable de la 
cuenca Matanza-Riachuelo.

En cuanto a energía, se hace referencia al Progra­
m a Nacional de Obras Hidroeléctricas, con la incor­
poración en los próximos años de 2.900 megavatios 
de generación hidroeléctrica, lo que representaría el 
10% de la generación total de energía actual. En fin, 
se da cuenta de la incorporación de más de 3.900 
megavatios de generación eléctrica y el tendido de 
más de 2.200 km de líneas de extra alta tensión du­
rante estos años, así como de la am pliación de más 
de 34,3 millones de metros cúbicos en la capacidad de 
transporte del sistem a de gasoducto.

Como hemos dicho, no podemos evaluar aquí cuá­
les partes de los programas mencionados se han reali­
zado, cuáles no y cuáles están en e jecución. Sí nos in­
teresa dar cuenta del p s l t  para hacer visible que en los 
últimos años hubo una acumulación de conocimien­
tos y de reflexiones sobre lo que debería hacerse, que 
en gran medida se orientaron a superar las desigual­
dades presentadas en las páginas anteriores, así como 
hay obras de distinto tipo. Una y otra cuestión nos



muestran que, si bien Hubo políticas, el punto central 
está en que no son suficientes para, por un lado, sub­
sanar penurias y demandas de larga data y, por el otro, 
llegar a un nivel acorde con el crecimiento y el incre­
mento de la demanda de los últimos años. Nos parece 
también que el debate sobre la relación entre infraes­
tructura y desigualdad debe darse en un marco mayor 
que la cuestión de los subsidios o el corto plazo, a par­
tir de una mirada más general, que se pregunte en 
cada uno de los rubros centrales si la configuración 
actual de cada tipo de infraestructura favorece o no la 
disminución de las brechas de desarrollo y bienestar 
entre las provincias o regiones, y si se están llevando a 
cabo las políticas para disminuir tales disparidades.

T e n d e n c ia s  d e  ig u a l d a d  y  d e sig u a l d a d

Hemos planteado algunas aristas de la relación entre 
infraestructura y desigualdad. Si bien es un tema muy 
vasto, parece que hay algunos rasgos generales. En 
primer lugar, hay carencias de larga data en zonas re­
legadas que están en la base de la reproducción inter­
generacional de la pobreza y la desigualdad. En se­
gundo lugar, la concentración geográfica de la riqueza 
no parece haber cambiado a lo largo del tiempo, lo 
que nos plantea el interrogante de en qué medida 
constituye un obstáculo para la disminución de la



desigualdad de las poblaciones en las zonas más rele­
gadas. Por su parte, el índice de desarrollo humano se 
ha vuelto menos dispar entre las provincias, pero, se­
gún otros indicadores, las brechas de desarrollo pare­
cen haberse ampliado entre 2000 y 2010, acentuando 
la ya relegada posición de las provincias del noa y so­
bre todo del NEA. En tercer lugar, en cuanto a la in­
fraestructura se hizo evidente la necesidad de una 
mirada integral y de mediano plazo sobre su impacto 
en la conformación de las desigualdades sociales. En 
tal sentido, la conjunción de crecimiento económico, 
aumento de las demandas e inversión insuficiente 
vuelve más acuciantes las brechas de infraestructura 
en todos los rubros. En cuarto lugar, como se vio en el 
caso del transporte en el amba, la propia configura­
ción del sistema fue inequitativa espacialmente desde 
sus orígenes. Así, se observan carencias perdurables, 
otras más novedosas y déficits en casi todas las áreas.

En cuanto al gasto, en relación con la región, en 
un contexto de inversión inferior a la necesaria, nues­
tro país se encuentra dentro de esos (bajos) paráme­
tros, pero con una mejora en el año 2008, hasta donde 
tenemos datos. O sea que, aun si el gasto hubiera sido 
totalmente eficiente, no habría cubierto las necesida­
des nuevas y las de más larga data. Luego se plantea 
el destino de los gastos. En ese contexto es que, por 
un lado, los subsidios al transporte y a la energía apa­
recen cuestionados: en cuanto no siempre favorecen



a los menos pudientes, se hacen en forma opaca o en 
desmedro de inversiones en mantenimiento y mejo­
ras, no se orientan a temas que resultarán prioritarios 
para la vida y la muerte de la población, como el caso 
de las obras hídricas necesarias para disminuir los 
riesgos de las inundaciones.

En cuanto a lo hecho, si nos atenemos sobre todo a 
la información oficial, no puede decirse que no se han 
realizado obras de distinta magnitud y destinos, pero al 
parecer no han sido suficientes en virtud del crecimien­
to, de las demandas preexistentes y las novedosas. 
Algunas políticas que han asegurado cierta equidad en 
los momentos de crisis, como las tarifas subsidiadas, si 
adoptamos una mirada amplia de igualdad, como el ac­
ceso a mejores condiciones de vida, no necesariamente 
se muestran progresivas de un modo integral. Es impo­
sible suponer que en pocos años pueden subsanarse 
déficits históricos, pero sí podemos preguntamos si nos 
orientamos hacia su disminución paulatina. Por ahora, 
el balance no es satisfactorio y, sin duda, este es uno de 
los temas donde se requieren más y mejores inversio­
nes para disminuir las brechas.

C u e s t ió n  r u r a l  y  d esig u a l d a d

Sin lugar a dudas, los mayores cambios productivos 
en las últimas décadas se dieron en el ámbito rural



debido a la expansión del modelo sojero, primero en 
la región pampeana y luego en las otras zonas del 
país. Todos los aspectos relacionados directa o indi­
rectam ente con la actividad rural en Argentina se 
han visto transformados: el trabajo, el uso y la pro­
piedad de la tierra, la tecnología, el medio ambiente. 
Los expertos señalan un pasaje de un modelo agra­
rio centrado en pequeños y medianos productores 
con anclaje local a uno de predominio empresarial y 
alto nivel de deslocalización. El impacto del modelo 
sojero es un debate aún en curso y al mismo tiempo 
perduran otros cultivos regionales con sus propias 
dinámicas productivas. Dentro de las distintas pre­
guntas que este cambio conlleva indagando su rela­
ción con la igualdad y la desigualdad, nos interesa en 
primer lugar trazar un panorama general de la pro­
piedad de la tierra. Lo segundo es revisar el impacto 
del modelo en las regiones pampeanas y extrapam- 
peanas y, por último, presentar la situación del mer­
cado de trabajo rural.

L a p r o p ie d a d  d e  la t ie r r a  h oy

Examinar la desigualdad rural debe comenzar por la 
evolución de la propiedad de la tierra. Hay un debate 
que proviene de los años noventa, entre quienes afir­
maban que durante gran parte del siglo xx se produ­



jo en Argentina una concentración de la tierra y los 
que planteaban que hubo un proceso de desconcen­
tración. Pero si hay consenso en que entre 1988 y 
2002, comparando dos censos agropecuarios, desa­
parece alrededor de un tercio de las explotaciones en 
las provincias de mayor producción agropecuaria, 
para tener una mirada cabal de la concentración se­
ría necesario incluir también más información sobre 
la distribución por estrato del tamaño de las explota­
ciones y la superficie, e incluir las distintas formas de 
tenencia. La tendencia a la concentración es mun­
dial: aun en la Unión Europea hay una constante su­
presión de explotaciones a pesar de los importantes 
subsidios.

En el caso local, el problema se fue agravando en 
las últimas décadas y se profundizó en los años no­
venta por cambios de escalas necesarios en los siste­
mas productivos para sostener los ingresos. Tal como 
sostienen Marcelo Sili y Luciana Soumoulou (2011), 
hubo una fuerte transferencia del sector urbano al 
rural por inversiones, turismo o reserva de ahorro y, 
en gran medida, por el avance tecnológico. Se produ­
jeron dos procesos: la centralización de la producción 
y la concentración de la propiedad. Sobre lo primero, 
hay evidencias de que se realiza en forma creciente a 
través de la tercerización y el arrendamiento de tie­
rras. En cuanto a la concentración, ya no se trata solo 
de cambio de dueños de las propiedades, sino que



aumenta la competencia por la tierra, se expande la 
frontera agraria —hacia el norte, el sur y el oeste— y se 
profundizan procesos de valorización y ocupación de 
nuevas tierras promovidos por los estados provincia­
les. En un contexto de un aumento general del precio 
(en algunos casos, del 500%), se han vendido tierras 
fiscales a precios irrisorios, y se producen situaciones 

' poco claras de compra y venta. En términos generales, 
según afirman estos autores, ya no queda tierra que no 
esté sujeta al valor y al mercado: como en ningún otro 
momento, actualmente toda la tierra adquiere valoren 
Argentina.

El trabajo de Sili y Soumoulou especifica que el 
2% de las explotaciones controlan el 50% de la tierra 
del país, mientras que el 57% lo hace sobre el 3%. Sin 
embargo, señala que, en algunas zonas, 5.000 hectá­
reas son minifundios y, en otras, 25 hectáreas pueden 
tener un gran desarrollo tecnológico. De este modo, 
en el n o a  hay fuerte presencia de pequeños agriculto­
res; en el n e a  y en Cuyo, también; en la Patagonia 
hay una tendencia a cierta polarización entre propie­
dades de menos de 100 hectáreas para fruticultura y 
enormes propiedades para la producción ganadera 

, extensiva.
Este trabajo señala que, según datos del Censo 

2008, en 2002 había 80 mil productores menos que en 
1988, y en 2008, 57 mil menos que en 2002, si bien los

• de 2008 son datos provisorios y no todos los especia­



listas afirman que sean confiables. Pero en términos 
generales, los datos testimoniarían el incremento de 
la concentración de la tierra. Este proceso afectó so­
bre todo a las explotaciones más pequeñas. Datos de 
1988 y de 2002 muestran una disminución del estrato 
de menos de 500 hectáreas (disminuyen en más de 82 
mil los productores) y un aumento de aquellos de 500 
a 5.000 hectáreas. Las regiones que más perdieron 
propiedades menores fueron la pampeana y el n e a .

Una problemática particular que señala dicho es­
tudio es la alta proporción de tierras y de producto­
res en una situación muy precaria de tenencia: de 
173 millones de hectáreas, el 12% tiene situaciones 
precarias al considerar sucesiones indivisas, contra­
tos accidentales u ocupaciones con permiso y de he­
cho. Se trataría de unas 22 millones de hectáreas, 
que quizás no son relevantes en término de superfi­
cie, pero el 85% afecta a agricultores sin posibilidad 
de alcanzar la titularidad a pesar de décadas de ocu­
pación y trabajo. Un estudio realizado por el Equipo 
de Investigación de la Universidad Nacional de San 
Martín, a pedido de la Subsecretaría de Desarrollo 
Rural y Agricultura Familiar de la Nación (Bidaseca, 
2013), ha relevado al menos 63.843 familias que tie­
nen conflictos de tierras en el país. Se relevaron 857 
casos que abarcan un total de 9,3 millones de hectá­
reas. La mayoría de los poseedores está con sus tie­
rras en conflicto desde hace unos veinte años y el



grueso de los incidentes se presenta en tierras de pro­
piedad privada. La concentración se da en el n o a , 

luego en el n e a  y en Patagonia.
De los 857 casos mencionados, en 278 hay pobla­

ción indígena comprometida. El informe detalla tam­
bién que en la jurisprudencia no hay respeto a sus 
formas de propiedad. Esto a pesar de que en noviem­
bre de 2006 el Congreso de la Nación sancionó la ley 
26160, que tiene por objeto principal declarar la 
emergencia en materia de posesión y propiedad co­
m unitaria indígena por el término de cuatro años, 
suspender los desalojos por el plazo de la emergen­
cia y disponer la realización de un relevamiento téc­
nico —jurídico— catastral de la situación dominial 
de las tierras ocupadas por las comunidades indíge­
nas. Luego se creó el Programa Nacional de Releva­
miento Territorial de Comunidades Indígenas. Si 
bien se establece la suspensión de los desalojos de 
las comunidades aborígenes, el informe señala nu­
merosos inconvenientes en la aplicación de dicha ley 
en la práctica.

Si bien ciertas agencias del Estado, como el Pro­
grama de Agricultura Familiar del Instituto Nacional 
de Tecnología Agropecuaria ( in t a )  o  de la misma Sub­
secretaría de Desarrollo Rural y Agricultura Familiar, 
apoyan a los más vulnerables en sus conflictos (de 
hecho, producen trabajos donde se documentan estas 
situaciones), en general, los estados provinciales, sus



poderes judiciales y ejecutivos, tienden a desconocer 
los derechos de los más vulnerables y favorecer a los 
grandes propietarios. Un resumen de las situaciones 
más flagrantes contra la población originaria está 
también detallado en el Informe al Relator de las Na­
ciones Unidas sobre Pueblos Originarios de 2011.

En síntesis, la tendencia a la concentración de la 
tierra lleva varias décadas y es un proceso mundial. 
En nuestro país se ve acelerado por la valorización 
de la tierra luego de 2002. Si bien esto incrementó 
por un lado el patrimonio de una parte de los posee­
dores —grandes pero también pequeños—, por otro 
lado, debido a los crecientes costos para poder llevar 
adelante la producción, intensificó la concentración. 
En distintas partes del país, dicha valorización estu­
vo en el origen de la mayor pugna por la tierra y ge­
neró la expulsión, en muchos casos violenta, de sus 
poseedores tradicionales. Es decir que en esta di­
mensión observamos sin duda una tendencia a una 
mayor desigualdad debido a la concentración y a la 
expulsión o amenaza de esta para la franja más vul­
nerable de la población rural.

E l  m o d e l o  d e  a g r o n e g o c io s  y  s u  im p a c t o

El cambio que introdujo la extensión del modelo so- 
jero es, como dijimos, la transformación productiva



más importante de Argentina en las últimas déca­
das. Carla Gras y Valeria Hernández (2013) realizan 
un cuidadoso análisis de los cambios que conlleva el 
modelo, que en este apartado seguimos. Señalan 
que desde la década del 1990 se produjo una "revo­
lución paradigmática”: cambios tecnológicos, pro­
ductivos, sociales e identitarios se articularon en una 
dinámica particular. En menos de cinco años, Argen­
tina pasó a ser el segundo exportador mundial de so­
ja  transgénica (hasta que en 2010 ese puesto fue 
ocupado por Brasil), con el modelo sojero generando 
nuevas formas de organización del trabajo y de apro­
piación de los recursos naturales. Las autoras sinte­
tizan el proceso de este modo: una inflexión en los 
procesos productivos (siembra directa, tecnologías 
de precisión, semillas transgénicas) y los procesos de 
gestión (nuevas tecnologías de comunicación e infor­
mación, profesionalización de la administración, or­
ganización de la empresa en red, integración con la 
industria, modos de almacenamiento de granos, lógi­
cas de comercialización de insumos) articulada con 
una matriz trasnacionalizada de insumos y capital fi­
nanciero nacional e internacional (Gras y Hernández, 
2013). Si bien esto comienza en la región pampeana, 
se extiende a La extrapampeana y luego hasta los paí­
ses limítrofes.

Agregan las autoras que en cada país estos proce­
sos de cambio en la agricultura cobran una forma



propia: en Argentina, es el modelo de agronegocios. 
Se trata de nuevas formas de articulación horizontal y 
vertical entre agro e industrias. Hay novedosos mo­
dos de articulación entre actores empresariales e 
industriales, que suponen una lógica de subordina­
ción de la agricultura al capital agroindustrial, en 
particular encarnado en empresas que controlan la 
investigación y el desarrollo necesarios. Son corpo­
raciones trasnacionales que se imponen al poder re- 
gulatorio del Estado y hay una creciente renta tecno­
lógica. También sostienen que es preciso mayor 
capital de riesgo para invertir en el "paquete" de se­
millas, pesticidas y fertilizantes, una inversión inicial 
que, por otro lado, no perdura, como lo es el gasto en 
maquinarias.

Hay un debate aún en curso entre defensores, de­
tractores y quienes tienen una mirada más matizada 
sobre las consecuencias de este cambio. Desde el 
punto de vista de la desigualdad, posiblemente 110 

sea tan simple establecer un juicio sintético debido a 
las distintas dimensiones que afecta. De un lado, el 
modelo genera sin duda riqueza, sobre lo cual se dis­
cute si se concentra y qué territorios y qué sectores 
sociales se benefician de ella y cuáles no. En segundo 
lugar, el impuesto a las retenciones, en tanto tal, es 
progresivo; hubo valorización de tierras que permi­
tió pagar deudas a pequeños y medianos producto­
res que estaban en una situación de asfixia en los



años noventa y el arrendamiento de tierras también 
implica para sectores medios rurales una forma de 
redistribución.

El modelo sojero tiene también sus fuertes críti­
cos. Así, por ejemplo, Miguel Teubal (2008) enumera 
algunas de las consecuencias: desaparición y expul­
sión de medianos y pequeños productores, campesi­
nos, comunidades indígenas y trabajadores rurales 
debido al avance ejercido por los grandes productores 
sojeros sobre el territorio nacional, creciente pérdida 
de la soberanía alimentaria, deterioro ambiental, 
avance de la soja sobre la yunga norteña, influencia 
en la deforestación masiva y sus consecuencias, 
como el desplazamiento con violencia de comunida­
des indígenas de sus hábitats habituales. También 
considera la pérdida de la biodiversidad, la depen­
dencia respecto de las grandes trasnacionales, la in­
cidencia sobre el hambre, la desocupación y la regre- 
sividad en la distribución del ingreso. Para este autor, 
desde 1991 el fin de los entes reguladores hizo que la 
producción agraria argentina sea de las menos regu­
ladas del mundo. Esto contribuyó a la desaparición de 
numerosas explotaciones agropecuarias, en particular 
aquellas menores de 200 hectáreas. Otros autores se­
ñalan esto como causa del empobrecimiento de las 
capas medias rurales y el campesinado, y del despo­
blamiento de los campos y la migración hacia las 
ciudades.



Desde una mirada más matizada, en un análisis 
de pueblos del corredor sojero, Karina Bidaseca y 
Carla Gras (2009) muestran que hay ganadores tam ­
bién entre los sectores medios, pero que la integra­
ción por el trabajo de nuevos migrantes se hace en 
condiciones de fuerte subordinación. Por otro lado, 
hay perdedores, sobre todo los que tuvieron que ven­
der sus propiedades o las perdieron. Uno de los pun­
tos de debate es si los recursos se quedan en los pro­
pios territorios: hay una dem anda de servicios 
locales, un repunte de la actividad económica, pero 
no es claro cuánto se invierte en cada lugar, por lo 
que distintos expertos señalan una débil territoriali- 
zación de la riqueza sojera. En todo caso, se cuestio­
na la idea del “derrame” homogéneo del modelo so­
jero. Distintos trabajos muestran que algunos lugares 
pueden beneficiarse y otros no, y aun localidades o 
regiones en crecimiento o supuestamente favoreci­
das albergan en su interior territorios y estratos so­
ciales relegados.

Las posturas más optimistas, como la de Robeito 
Bisang (2007), señalan que el modelo sojero es el 
principal creador de empleos de la economía argen­
tina en los últimos quince años, responsable de una 
profesionalización del sector, generador de una nue­
va era modemizadora que se expande hacia otras ra­
mas productivas y fuente de desarrollo en el interior. 
Para ello se afirma la necesidad de cambiar la forma



de medir el empleo, que no debería ser solo directa 
sino indirecta, por los cambios en la producción.

En resumen, el avance del modelo sojero ha im­
plicado un cambio de magnitud central y una com­
plejidad enorme. En rigor, es necesario determinar y 
ponderar cuánto de los procesos señalados son re­
sultados exclusivos de la expansión de la soja y cuán­
to son procesos de profundización del desarrollo 
capitalista en el campo, que anteceden a la soja pero 
que se profundizan con ella, como la paulatina dis­
minución de la población rural, que ya se observaba 
en los años sesenta. En términos de igualdad y de­
sigualdad, puede pensarse primero en relación con 
la población rural: hubo cambios de relaciones de 
poder entre los actores, en favor de las empresas y en 
contra de los productores, y, a su vez, una fragmen­
tación entre aquellos que tenían el capital imprescin­
dible para articularse con el cambio y aquellos que 
no pudieron sumarse a este por carecer de un capital 
de base, por lo que quedaron en una situación relega­
da, obligados a vender, a migrar o, en el mejor de los 
casos, a arrendar sus campos. Si es indudable que se 
ha generado riqueza, no es tan evidente la forma y 
entre quiénes se distribuye. Del lado de una disminu­
ción de la desigualdad, las retenciones tienen un 
efecto progresivo. En cuanto a la creación de empleo 
directo e indirecto, todavía es motivo de controver­
sias: para algunos expertos, se acentúa un proceso de



disminución del trabajo rural, mientras que otros 
sostienen la necesidad de calcular los empleos indi­
rectos y la innovación tecnológica que el sector ha 
generado. También se debe poner en consideración 
el impacto ambiental; las fumigaciones, que en m u­
chos casos se hacen en zonas cercanas a los pobla­
dos con las ya observadas consecuencias nefastas 
para la salud; la tendencia al monocultivo y la dismi­
nución de la soberanía alimentaria.

L a  a g r ic u l t u r a  e n  l a s  z o n a s  e x t r a p a m p e a n a s

La expansión del modelo sojero así como las trans­
formaciones ligadas a otros cultivos generan una di­
námica particular en las otras regiones. Alejandro 
Rofman (2012) traza un panoram a de distintas zo­
nas. En primer lugar, sobre el avance de la frontera 
agrícola en zonas extrapampeanas, señala la existen­
cia de actores extrarregionales, con poco enclave lo­
cal, que desplazan a los cultivos tradicionales, como 
el algodón en el Chaco. En otros casos, fueron los 
propios productores locales quienes dejaron un cul­
tivo que tenía exigencia importante de mano de obra 
por otro menos demandante en cuanto a laboreo, 
como es la soja. Distintos autores alertan también 
aquí, más que en la región pampeana, sobre la deste- 
rritorialización del proceso, puesto que los insumos



son extrarregionales y el producto se encamina a 
puertos lejanos, por lo que el interrogante es cuánto 
de esa riqueza queda en el lugar y se reinvierte en la 
cadena productiva local.

Como dijimos, la expansión sojera disminuyó los 
cultivos regionales, pero de ningún modo acabó con 
ellos. Ariel García y Alejandro Rofman (2009) revisan 
distintas situaciones: el tabaco en Misiones, los pro­
ductores de fruta en el Alto Valle de Río Negro, la 
producción citrícola en Tucumán, la de uva en Men­
doza y el algodón en el Chaco. Encuentran un patrón 
común, comparable a lo sucedido con la soja: un ma­
yor peso de las empresas de insumos tecnológicos y, 
en ciertos casos, de grandes compradores que impo­
nen precios y formas de trabajo a los pequeños pro­
ductores, quienes ven disminuir su margen de manio­
bra. En todo caso, se delinea una franja de las 
unidades agrícolas que pueden sumarse a estos pro­
cesos modemizadores y otras que quedan relegadas, 
por lo que ingresan en una economía de subsistencia, 
se sumen en la pobreza o son obligadas a vender y 
migrar. Este polo engrasa tanto la persistente pobreza 
rural, sobre todo en el n e a  y el n o a , como la ya seña­
lada tendencia a la disminución de la población.

En unas jomadas de debate sobre los cambios en 
el mundo rural (véase Realidad Económica, 2011a, 
2011b), Marcela Román se pregunta también qué 
pasó entre 2002 y el presente. Señala que los cultivos



que más aumentaron fueron, en este orden, la cebada 
cervecera, el algodón, el sorgo, el arroz, la soja, el 
maíz, el trigo candeal, el tabaco, el té y la yerba mate 
en distintas zonas del país. Pero el significado del in­
cremento de cada uno fue distinto, según las zonas. 
Para Cristina Valenzuela, en el n e a  hay distintas situa­
ciones. En el Chaco el algodón fue desplazado por la 
combinación de soja, maíz e incluso anroz. Por su par­
te, Corrientes combina arroz con cítricos, yerba mate 
y soja; pero en Misiones, la yerba, el tabaco y el té 
ocupan el panorama. En esta región hubo un proceso 
de mayor concentración de la tierra, en particular en 
el Chaco, con gran disminución de propiedades y me­
nos habitantes rurales, y las principales bajas se die­
ron en propiedades minifundistas, con menos de 25 
hectáreas. Así las cosas, también aquí se produjo una 
fragmentación entre grandes y pequeños, con una po­
sibilidad diferencial de acceder a tecnologías.

Por su parte, Daniel Slutzky señala la contradic­
ción entre modernización, rindes y productividad 
con existencia de pobreza en el n o a . Hace referencia 
a la "pampeanización del n o a ” , no solo por la exten­
sión del tipo de producción, sino porque son de capi­
tal intensivo. Afirma que, desde 2002 a 2010, tal pro­
ceso se ha acelerado más que antes: la soja explica el 
60% del crecimiento del área cultivada, es decir que 
el 40% corresponde a otros cultivos. También au­
mentaron el girasol, el maíz y el trigo. Esto en parte



se debió, señala este autor, a cambios en los suelos: se 
humedeció el territorio que no era disponible, el lla­
mado Umbral del Chaco, lo que permitió incorporar 
nuevos espacios a la expansión agraria. Al mismo 
tiempo, ciertos cultivos tradicionales se expandieron, 
como la caña de azúcar, ya no para consumo alimen­
tario, sino para combustible. También el cultivo de 
tabaco creció, y se intensificaron nuevos cultivos, 
como los de limones y olivas. Se dio un aumento de 
productividad por hectárea, al mismo tiempo que 
una reducción significativa en el insumo de mano de 
obra. En este proceso, al igual que en las otras regio­
nes, hubo una importante reducción de explotaciones 
pobres en el n o a . Entre 1988 y 2002, agrega Slutzky, 
se consignan tres mil explotaciones pobres menos en 
el n o a ; a pesar de esta reducción, el n e a  y el n o a  son 
las regiones que concentran mayor cantidad de este 
tipo de unidades de producción.

En resumen, si bien faltaría revisar lo sucedido en 
otras regiones y cultivos, con los ejemplos presenta­
dos por los especialistas podemos sostener que la 
expansión de la soja y los cambios en la producción 
de cultivos tradicionales y otros novedosos guardan 
ciertos patrones comunes en términos de igualdad y 
desigualdad. En primer lugar, una tendencia a la po­
larización entre quienes pueden adaptarse a los nue­
vos requerimientos de la producción, que requiere 
mayor capital físico y de riesgo y menos mano de



obra. En el otro polo, quienes carecen de capital y pa­
trimonio para articularse con estos cambios: la pobre­
za, la venta de la tierra y la migración parecen ser sus 
caminos. A su vez, las expulsiones y los conflictos con­
tra comunidades y familias poseedoras tradicionales 
de tierras se producen sobre todo en el noa y el NBA. 
La pregunta central entonces es cuánto, dónde y entre 
qué grupos se distribuyen los resultados de esta ex­
pansión agrícola y quiénes quedan excluidos. En par­
te comparable a la región pampeana, un proceso de 
cambios de tales proporciones parecería estar gene­
rando riqueza al mismo tiempo que procesos de con­
centración de la tierra y polarización social, con un 
interrogante sobre si este capital se reinvierte en las 
cadenas productivas locales.

Mercado de trabajo rural

¿Qué ha pasado con el trabajo rural en estos años? 
Ya hemos señalado que una característica del cultivo 
de soja es su bajo requerimiento de mano de obra. 
En las jornadas antes mencionadas y en otros traba­
jos, Guillermo Neiman (2010, 2012) realiza un pano­
rama de la situación. Plantea que la disminución del 
trabajo rural no es un problema nuevo, ya que desde 
hace décadas hay una baja capacidad de la agricultu­
ra para crear empleo. Es un factor que, en treinta



años, ha gravitado en la caída del 20% de población 
rural en el país al 10%. A modo de ejemplo, en el 
censo de 2001, la población ocupada en el sector ru­
ral era solo el 8,2% de los trabajadores. En cuanto al 
trabajo, este autor señala la paradoja de una agricul­
tura del siglo xxi, con algunas condiciones de trabajo 
más cercanas al siglo xrx. Traza primero un panora­
ma de su composición, señalando que si uno toma las 
tres categorías, trabajo familiar, empleo asalariado 
permanente y trabajo no permanente, los trabajado­
res se reparten en tercios. Así, a  pesar de la tendencia 
a  la concentración ya señalada, sigue siendo impor­
tante la presencia del trabajo familiar: la mitad de las 
unidades solo tienen este tipo de trabajo y, si se com­
binan con la figura del asalariado no permanente, lle­
gamos a dos tercios de los establecimientos del país.

En cuanto a los trabajadores permanentes, Nei- 
man señala que uno de cada cuatro establecimientos 
tiene un empleado asalariado, pero la mitad solo 
cuenta con un trabajador. Un tercio utilizan trabajo 
transitorio, pero en gran medida son unidades que 
ya tienen empleados permanentes. Lo que este aco­
tado panorama muestra es que en las unidades hay 
combinación de los tres tipos de trabajo. En líneas 
generales, todo el trabajo se reduce, pero sobre todo 
la categoría típica de permanente. Agrega que este 
disminuye por otras dos razones: la búsqueda de re­
ducción de costos de las empresas lleva no solo a me­



nos contratación, sino a la simplificación de tareas 
de la gestión de mano de obra. Para ello, las unidades 
reducen al máximo su planta permanente y contra­
tan solo para responder a sus necesidades transito­
rias. Cambia también el perfil del trabajo: se desarro­
llaron otras tareas; no la exclusiva de cosecha típica 
que demanda mano de obra ocasional como forma 
de trabajo temporario, y se expanden aquellas liga­
das a la tecnificación creciente y a los requerimientos 
productivos de los nuevos cultivos.

Asimismo, se incrementan nuevas formas de con­
tratación laboral por terceros, y distintos estudios 
que señala el autor muestran que, si bien se reduce el 
empleo no registrado entre los permanentes, entre 
los temporarios perdura una baja formalización. En 
este mismo período, el autor destaca que no se modi­
ficó la brecha salarial entre los trabajadores agrícolas 
y el resto y que se mantienen las desigualdades en el 
sector: los registrados ganan más que los no registra­
dos; los adultos, más que los jóvenes; y los hombres, 
más que las mujeres. Esto se da en todas las ramas 
de la actividad económica, pero en estos casos es en 
particular grave, dado que se trata de niveles salaria­
les relativamente más bajos.

Si bien los procesos son comunes a las distintas 
regiones, hay algunas particularidades. En la región 
pampeana, la soja llevó a la disminución de requeri­
mientos de horas hombre por hectárea, lo que impli­



có expulsión de mano de obra y, a la vez, que cobre 
importancia la figura del contratista o prestador de 
servicios. Valeria Hernández (2012) destaca que son 
tomadores de mano de obra fija y temporaria: en ge­
neral se trata de un exproductor familiar que no tuvo 
escala suficiente para subsistir, por lo que dejó su 
producción pero conservó la maquinaria. Otro actor 
que cobra relevancia es el rentista, propietario de tie­
rras que no trabaja directamente, debido a su edad, 
la escala o por conveniencia. Por su parte, en zonas 
extrapampeanas se advierte que, en los rubros de ex­
portación, existe más presión para adaptar la pro­
ducción a las exigencias de esos mercados (uvas, li­
món, peras y manzana; un poco menos, el ajo).

Desde la óptica de la desigualdad, en una y otra re­
gión, estas transformaciones acentuaron el trabajo 
temporario. Así, Neiman muestra que hay trabajadores 
estacionales pero con inserción continua, los que com­
binan trabajo rural y urbano, y los que solo ejercen el 
trabajo rural pero en forma intermitente. Como se 
dijo, esto se explica por la tendencia de las empresas 
a sustituir el trabajo perm anente y tener interm e­
diarios de distinto tipo, que son los que contratan a 
los temporarios. Una de sus consecuencias es que se 
va diluyendo el rol patronal. En ese sentido, se indi­
can una variedad de instituciones más o menos for­
malizadas de intermediación laboral: algunas, clási­
cas; otras, novedosas. El rasgo común es que se



mantienen situaciones de precariedad para los in­
termitentes: bajo cumplimiento de la legislación la­
boral, bajas remuneraciones, inestabilidad del em­
pleo, largas jornadas y exposición a distintos tipos 
de riesgos.

En este contexto, dentro de las medidas del Esta­
do para mejorar la situación de los trabajadores ru­
rales en este período, se incorporó al peón rural den­
tro de la ley de Contrato de Trabajo y se eliminó el 
Registro Nacional de Trabajadores Rurales y Estiba­
dores (Renatre) —administrado por el gremio Unión 
Argentina de Trabajadores Rurales y Estibadores (ua- 
t r e ) , entidades agropecuarias y el Ministerio de Tra­
bajo— y se lo sustituyó por el Registro Nacional de 
Trabajadores y Empleadores Agrarios (Renatea), que 
depende directamente del Ministerio de Trabajo. La 
nueva normativa instaura un régimen previsional que 
reduce de 65 años (60 en el caso de la mujer) a 57 
años la edad jubilatoria, con veinticinco años de apor­
tes, e incorpora una licencia por paternidad de quince 
días. La ley reconoce además a los peones rurales re­
muneraciones mínimas determinadas por el Consejo 
Nacional de Trabajo Agrario, que no podrán ser me­
nores al salario mínimo vital y móvil. También esta­
blece que la jornada laboral tendrá ocho horas (cua­
renta horas semanales), reconoce el pago de horas 
extras, el descanso semanal, y obliga a garantizar 
mejores condiciones de higiene y seguridad. Sin



duda, de aplicarse en forma extendida, será una me­
dida que disminuirá la desigualdad de los trabajado­
res rurales.

En síntesis, la tendencia a la reducción del traba­
jo rural es un proceso de más larga data que se inten­
sificó con la expansión del modelo de agronegocios 
así como también por cambios introducidos en otros 
cultivos en la zona extrapampeana. En tal sentido, 
disminuyó sobre todo el empleo perm anente y se 
multiplicaron las formas de trabajo intermitente. Es­
tas se encuentran en peor situación relativa que las 
permanentes y se caracterizan por menores ingresos, 
una alta incertidumbre laboral y una perdurable pro­
porción de trabajo no registrado. De ese modo, en 
cuanto al mundo laboral rural, los cambios tuvieron 
un efecto de incremento, o al menos de persistencia, 
de la desigualdad en contra de los trabajadores más 
precarios. Por su parte, el cambio en la regulación 
del trabajo rural, de aplicarse en forma extendida, 
puede ser un vector de reducción de inequidades de 
larga data. En fin, en el debate habría que considerar 
a otros autores que subrayan el efecto modemizador 
de la expansión agrícola hacia ciertas industrias rela­
cionadas y la necesidad de considerar los puestos de 
trabajo creados en consecuencia. Desde esta perspec­
tiva, una evaluación cabal de los cambios debería 
incluir este impacto en el empleo, en muchos casos 
urbano y no rural, por lo que el balance sobre las



implicancias de la expansión agrícola en el trabajo 
sería claramente beneficioso.

E n síntesis

En este capítulo nos centramos en distintas cuestio­
nes que vinculan a los territorios con la desigualdad. 
Comenzamos señalando los límites a toda estrategia 
de disminución de las desigualdades si se mantenían 
carencias de oportunidades y de infraestructura en 
las áreas más relegadas del país, pero ellas no se en­
cuentran solo en las provincias más pobres o en las 
periferias de las grandes urbes; renglón seguido, una 
tipología de agrupamientos según el tipo de caren­
cias mostraba las heterogéneas formas que las situa­
ciones de mayor desigualdad pueden cobrar. De este 
modo, se atenuaba la separación rígida entre provin­
cias ricas y pobres y se vislumbraba una escala espa­
cia] más pequeña y con patrones comunes a lo largo 
del territorio nacional.

Un segundo obstáculo se vinculó con la perenni­
dad de la concentración de la riqueza en un grupo 
limitado de provincias: no es que tal situación asegu­
rara el bienestar en estas, pero sí dejaba a las restan­
tes —en particular, las de escasas riquezas propias— 
en un estado de casi segura reproducción de las 
desigualdades. Encarar formas de una mayor con-



vergencía entre el crecimiento económico de las dis­
tintas provincias constituye una de las claves de bó­
veda para un mayor bienestar de aquellas más 
relegadas. El índice de desarrollo humano sensible a 
la desigualdad nos brindó más evidencias de la nece­
sidad de revertir estas carencias: las provincias más 
pobres, en particular las del n e a , eran las que tenían 
más bajo este índice y mayor desigualdad interna. 
Dicho en otras palabras, las provincias más relega­
das parecen ser también las más desiguales. Como 
dato optimista, en la última década, este indicador 
mostró una disminución de las disparidades entre 
provincias y dentro de cada una de ellas. Pero otro 
indicador sobre brechas de desarrollo permitió ver, 
en casi todas las dimensiones evaluadas, un aumento 
de las disparidades entre principios y fin de la prime­
ra década del siglo; en coincidencia con lo mostrado 
en este y otros capítulos, el n o a  y sobre todo el n e a  

exhibieron las mayores disparidades.
A continuación nos centramos en el problema de 

la infraestructura y su relación con la desigualdad, 
estableciendo una mirada comparativa de la inver­
sión en nuestro país en relación con la región. En 
todos los países, las “brechas de infraestructura” in­
dican los déficits en los distintos rubros, que no han 
acompañado las demandas ligadas al crecimiento 
económico y a revertir las penurias del pasado. Toda 
la región se mostró por debajo de la inversión nece-



sana y nuestro país acompañó a los países de menor 
gasto (aunque cercano a los promedios regionales), a 
lo que se sumaba una evaluación deficitaria de la ca­
pacidad existente. El gasto ya nos mostraba su insu­
ficiencia cuantitativa, incluso antes de analizar el 
modo en que se realizaba. Tomamos como ejemplo la 
situación de transporte en el a m b a , que evidenció una 
estructura desigual de larga data, que los desarrollos 
más cercanos no habían revertido, sino más bien 
ahondado. En ese marco más general, nos centramos 
en los problemas de los subsidios, entendiendo que 
lo que podía haber sido una política progresiva en 
sus comienzos, a lo largo del tiempo, debía necesa­
riamente ponerse en relación con los problemas de 
mantenimiento, la calidad de los servicios, los ries­
gos corridos y la eventualidad de realizar gastos en 
otros rubros con el mismo financiamiento. Conclui­
mos también que, para alcanzar una mayor equidad 
espacial, es necesario revisar toda la configuración y 
el entramado del sistema de transporte.

Para terminar, abandonamos la Argentina urbana 
y nos centramos en la rural, donde se han producido 
los principales cambios productivos de las últimas 
décadas. La expansión del llamado "modelo de agro- 
negocios" más otros cambios de menor impacto pero 
con un signo similar sobre los productos regionales 
revelaron tendencias contrapuestas y posiciones en­
contradas sobre sus efectos. Por un lado, es indudable



el incremento de la riqueza y que parte de este efecto 
progresivo se produce por las retenciones, también 
que ciertas economías locales se han revitalizado y que 
sectores de pequeños y medianos productores, hasta 
hace poco endeudados o en una situación desfavora­
ble, han visto mejorar su posición. Para ciertos auto­
res también es necesario comprender el efecto positi­
vo del proceso en distintas ramas productivas, tanto 
en relación con la innovación como en la generación 
de empleo. En contraposición, para muchos expertos 
este modelo es concomitante con tendencias a una 
mayor desigualdad: crecientes riquezas para quienes 
pueden beneficiarse de la expansión, mayor concen­
tración de la tierra, menor demanda de mano de obra, 
disminución de la soberanía alimentaria, ampliación 
de la frontera agrícola con desmonte y destrucción de 
la flora preexistente, efectos dañinos de los químicos 
y los pesticidas en la población y el medio ambiente. 
Más en general, se profundiza la fragmentación entre 
quienes pueden aprovechar los beneficios del nuevo 
modelo y los que quedan al margen, entre la pobreza, 
trabajos intermitentes o la migración. Una de las con­
secuencias más graves de la creciente valorización de 
la tierra es el incremento de los conflictos en contra 
de los poseedores de larga data. En muchos casos se 
trata de pueblos originarios que sufren expulsiones, 
falta de reconocimiento de sus derechos por parte de 
los poderes públicos y, en ciertas oportunidades, vio­



lencia extrema y muertes, lo que agrava una situación 
de exclusión de larga data. El debate sobre la expan­
sión del modelo de agronegocíos no está sin duda sal­
dado; continuará siendo uno de los ejes de controver­
sias de nuestro tiempo.



V. INSEGURIDAD Y DELITO URBANO

N u e s t r o  último capítulo trata sobre la inseguridad y 
el delito urbano. Tales problemas se encuentran, jun­
to a la preocupación por la situación económica, en la 
cúspide de las inquietudes ciudadanas durante toda 
nuestra década de estudio. La relación entre delito 
urbano y desigualdad puede pensarse desde al menos 
tres perspectivas. En tanto problema social, sufrir al­
tas tasa de delito ya conlleva para una sociedad toda, 
un país o una ciudad, una pérdida de bienestar, y por 
ende, una mayor desigualdad en la calidad de vida al 
compararla con un tiempo pasado, con otros países o 
con ciudades con tasas más bajas. La segunda faceta, 
en sintonía con la forma que revisamos las esferas de 
bienestar de los capítulos pasados, es detectar qué 
sectores sufren más el delito. El interrogante es si la 
victimización, esto es, la probabilidad de ser víctima 
de un hecho se distribuye en forma desigual en la es­
tructura social y, en ese caso, quiénes son más afecta­
dos. Por último, un tercer plano en el cual se plantean 
una serie de interrogantes actuales es la relación a 
nivel general entre desigualdad y delito. Diversos es­
tudios en Argentina y en otros países de la región han



demostrado una significativa correlación entre am­
bos en los años noventa: el aumento de la desigual­
dad y del delito fueron a la par. Sin embargo, en dis­
tintas naciones, como Argentina, Venezuela, ciertas 
zonas de Brasil, Bolivia o Uruguay, la ya señalada 
disminución de la desigualdad en el nuevo milenio no 
estuvo acompañada por un descenso similar del deli­
to. Antes bien, en ciertos casos hubo reversión de la 
inequidad e incremento del delito de manera parale­
la, lo que plantea la necesidad de repensar la relación 
entre ambos problemas.

Una primera aclaración importante sobre el al­
cance del capítulo: nos centramos en solo una parte 
de los delitos, aquellos que en la opinión pública se 
engloban dentro de la idea de "inseguridad”. Se trata 
de delitos que son percibidos como amenazas sobre 
los bienes y sobre las personas cuya característica 
común es la aleatoriedad, es decir, la percepción de 
que pueden abatirse sobre cualquiera. En general, 
son delitos urbanos con uso de violencia y con inten­
ción de beneficio. De este modo, queda excluida una 
gran cantidad de delitos de suma importancia y per­
juicio para la sociedad, como los diversos delitos eco­
nómicos, los medioambientales, ciertos delitos liga­
dos al crimen organizado trasnacional y la violencia 
de género, entre otros. La violencia de las institucio­
nes, en particular la policial, será tratada de modo 
general. Nos centramos en los delitos englobados en



la idea de "inseguridad" no solo porque constituyen 
el centro de las preocupaciones sociales, sino tam­
bién porque son aquellos cuyas causas más se han 
relacionado con la problemática de la desigualdad.

El capítulo explora dichas cuestiones. Presenta 
en prim er término una evolución de los hechos, di­
ferenciando entre tipos de delito en Buenos Aires 
(ciudad y provincia) del resto del país, y examinando 
por separado los homicidios. Muestra qué grupos 
sociales son más victimizados para reseñar luego las 
principales explicaciones dadas al aumento del deli­
to en las décadas pasadas. Renglón seguido, se aden­
tra en el seno de la controversia, desplegando ciertas 
evidencias y algunas hipótesis acerca de por qué la 
desigualdad disminuye pero no así el delito; revisa 
las principales políticas de seguridad y finaliza pre­
sentando la relación entre sentimiento de inseguri­
dad y desigualdad.

L a  c o n f ig u r a c ió n  d e l  d e l it o  y  d e l  t e m o r

Cabe comenzar con una caracterización sobre las 
particularidades del problema en nuestro país. Las 
grandes y medianas ciudades argentinas exhiben, al 
igual que Montevideo y Santiago de Chile, altos ni­
veles de victimización: entre el 25% y el 35% de la 
población sufre un hecho en un año, como se des­



prende de las encuestas. A la vez, las mismas urbes 
presentan tasas de homicidios bajas en comparación 
con los prom edios latinoam ericanos. ¿Se trata  de 
una contradicción? De ningún modo: en nuestras 
ciudades hay una intensa vida urbana, circulación de 
personas, innumerables entrecruzam ientos diarios y 
actividad día y noche en los espacios públicos, bares, 
cafés, plazas. Por ello se m ultiplican los contactos 
entre los individuos, lo que ocasiona múltiples opor­
tunidades de delitos, en su gran mayoría hurtos. Pero 
esto no im plica que haya más violencia hom icida. 
Por el contrario, en sociedades con m enor circula­
ción y uso de los espacios públicos, habrá menos 
oportunidades de victimización, pero, como m ues­
tran de m anera más flagrante los datos de las capita­
les de América Central, m uchas más muertes.

Esta coexistencia de tasas bajas de hom icidios 
pero alta victimización es central para com prender la 
fuerte preocupación local por el crimen. Los hechos 
más violentos, poco frecuentes pero con alta presen­
cia mediática, tienen como telón de fondo —v de al­
gún modo se amplifican como riesgos temidos— la 
cantidad de pequeños delitos que suceden o se escu­
chan en el entorno o en las conversaciones cotidia­
nas. El temor se potencia porque el delito se percibe 
como aleatorio, poco profesional y con escaso control 
de la violencia. De este modo, la eventualidad de la 
victimización se vislumbra y se teme en clave de in-



certidum bre sobre su desenlace, sobre si acaso algu­
no de esos delitos ocasionales tuviese una consecuen­
cia fatal y no en consideración a la baja probabilidad 
de que así sea. Esta conjunción entre una Lasa de vic- 
timización general elevada v la incertidum bre frente 
a cada hecho es una prim era pista para entender la 
extensión de la inquietud cotidiana y su centralidad 
como problema público en la Argentina de este siglo.

T ip o s  d e  d e u t o , d a t o s  y  f u e n t e s

¿Cuál fue la evolución del delito en estos años? En 
nueslro análisis examinarem os los delitos contra la 
propiedad distinguiéndolos de los delitos contra las 
personas y, dentro de estos, a los homicidios. Tam­
bién observaremos por separado a Buenos Aires (ciu­
dad y provincia) del resto del país. Los delitos contra 
la propiedad incluyen hurtos (y tentativas) y robos (y 
tentativas): la diferencia es que en el prim er caso no 
hay presencia de armas o de violencia v en el segun­
do sí la hay. Los delitos dolosos contra las personas 
incluyen homicidios, lesiones y oirás agresiones. Los 
delitos contra la propiedad com prenden aproxim a­
dam ente entre el 55% y el 70% de los hechos totales 
registrados por la justicia; aquellos contra las perso­
nas se ubican en torno al 15%. Es im portante remar­
ca]' que a m enudo un mismo hecho puede implicar



legalmente un delito contra la propiedad y uno con­
tra las personas (por ejemplo, un intento de robo 
donde hubo violencia contra la víctima).

¿Con qué dalos contamos? La evolución general 
de los delitos denunciados o reportados por las fuer­
zas de seguridad y la justicia de todas las jurisdiccio­
nes se concentran en el Sistema Nacional de Informa­
ción Criminal ( s n i c ), que desde los años noventa se 
ubica en el Ministerio de Justicia y Derechos Huma­
nos de la Nación. Existe una larga discusión sobre la 
contab ilidad  de los registros policiales y judiciales. 
Amén de ello, todos estos datos dan cuenta solo de los 
delitos denunciados, que según estimaciones de hace 
una década rondarían en tom o al 40% de los efectiva­
m ente cometidos, dejando ocultos a los no reporta­
dos. Para suplir esta carencia se han creado a nivel 
internacional las encuestas de victimización, que pre­
guntan a la población los delitos sufridos, denuncia­
dos o no. Argentina realizó, desde mediados de los 
años noventa, encuestas oficiales de victimización en 
la ciudad de Buenos Aires y el conurbano bonaerense, 
y en algunos años en Rosario, Córdoba y Mendoza, 
pero desde 2008 no se las aplica y va no esíán publica­
das en la página del Ministerio de Justicia aquellas de 
los años anteriores. De hecho, las cifras del SN ic pre­
sentadas al público llegan a 2009 (pero en ese año va 
no está la provincia de Buenos Aires). Tampoco el Mi­
nisterio de Seguridad de la Nación, creado en 2010,



presenta cifras sobre victimización. Es decir que no 
tenemos datos oficiales ni de delitos denunciados ni 
de victimización desde esa fecha. Para suplir esta ca­
rencia Fundamental, tom aremos dalos de encuestas 
de victimización provinciales o municipales o realiza­
das por instituciones académicas.

E v o l u c ió n  d e l  d e l it o  e n  B u e n o s  A i r e s

¿Qué ha pasado en líneas generales en nuestro país? 
Según los datos de hechos denunciados, las agresiones 
contra la propiedad se multiplicaron por dos veces y 
media entre 1985 y 2000. Incluso con una pequeña re­
ducción desde 2003 y hasta 2008, los valores duplica­
ron a los de mediados de la década precedente. En la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires ( c a b a ) ,  entre 1991 
y 2008, la tasa de delito —es decir, el número de he­
chos cada 100 mil habitantes— aumentó cinco veces. 
En la provincia de Buenos Aiies (los datos no suelen 
permitir diferenciar conurbano del interior), se multi­
plicó por dos veces y media. Es preciso señalar que las 
tasas de la c a b a  están algo sobredimensionadas porque 
se calcula sobre la población residente; consideramos 
que deberían ajustarse con una ponderación de la po­
blación circulante diariamente, que duplica a la pri­
mera (con lo cual la base poblacional sería mayor y las 
lasas más bajas). Por otro lado, la c a b a ,  por tener raa-



yor circulación de personas, turistas, dinei'os y bienes, 
también es una zona de concentración de lo que se 
denomina "oportunidades de delito”.

No todos los delitos han seguido la misma evolu­
ción. Los delitos contra las personas registraron un 
incremento paulatino durante los años noventa tanto 
en la c a b a  como en provincia de Buenos Aires. Son 
los delitos contra la propiedad los que mostraron un 
gran aumento a mediados de los años noventa en 
cada jurisdicción. En ambas hubo un primer salto a 
mediados de esa década y luego un pico a fines, en 
un período de recesión e incremento del desempleo; 
y en 2002 se registraron los valores máximos, cuando 
se sufrían las consecuencias de la crisis de 2001. A 
continuación (y siempre hasta 2008) se produjo en la 
provincia una franca disminución de los delitos con­
tra la propiedad, que volvieron a bajar hasta el pro­
medio de mediados de los años noventa (antes del 
pico registrado a mitad de la década); mientras que 
en la c a b a  se mantuvieron más altos, sin volver a los 
valores previos a ese primer gran aumento. En rela­
ción con los homicidios, en la provincia de Buenos 
Aires los datos señalaron una tasa en torno a 8 sobre 
100 mil habitantes durante los años noventa, un pico 
de 13,3 en 2002 y luego una reversión: 9,5 en 2003 y 
6,94 en 2008. En la c a b a  la evolución fue distinta: en 
1994 la tasa era 2,8, al año siguiente alcanzó el 5,4 y 
se mantuvo en torno a 4 y 5 hasta 2008, y datos pos­



teriores señalarían una estabilidad en torno a una 
tasa de 5 o 6 sobre 100 mil habitantes.

Al comparar los datos oficiales, se vislumbran 
otras diferencias entre las jurisdicciones, al menos 
hasta 2008: mientras en ambas hubo una gran pro­
porción de hurtos en la calle, la provincia se caracte­
rizó por un mayor número de hurtos en casas. A su 
vez, en la c a b a  hubo una mayor presencia de mujeres 
que en la provincia cometiendo hechos delictivos, y 
en esta última, una mayor proporción de menores y de 
inculpados conocidos que en la capital. Esto nos 
m ostraría dos dinámicas un tanto diferentes: en la 
c a b a , más hurtos, con presencia de grupos o indivi­
duos que planifican hechos de descuidismo, arrebato 
y otras formas propias de lugares con gran concen­
tración de personas, a blancos desconocidos y fuera de 
sus barrios de residencia. Hay así grupos que se dedi­
can a hurtos y robos en la vía pública; otros, a “escru- 
ches" —esto es, entrar a casas y comercios cuando 
no están sus ocupantes—; v otros, a hurtos y robos 
de autos. En gran parte se trata de "especializacio- 
nes” diferentes, que son Lomadas como formas ruti­
narias de obtención de ingresos. Por su parte, en 
provincia de Buenos Aires parece haber más peso 
de un delito con bases más sociales, menos especia­
lizado, puesto que hay mayor presencia de jóvenes 
que cometen distintos tipos de hurtos o robos en 
sus lugares habituales de residencia. A eso se debe



la m ayor proporción de inculpados conocidos por 
sus víctimas.

Como dijimos, estos datos se basan en los regis­
tros oficiales publicados hasta 2008 o 2009. Al igual 
que en otros temas, hay menos consenso con lo que 
pasa después, en gran medida porque, como se dijo, 
hay pocos datos oficiales desde entonces. A pesar de 
ello, podemos trazar el siguiente panorama. El Mi­
nisterio de Justicia y Seguridad de la Provincia de 
Buenos Aires presentó informes en 2010, 2011 y 
2012. Estos muestran en los dos últimos años una 
disminución leve pero con mayor significación de los 
delitos de mayor violencia (como homicidios o se­
cuestros extorsivos), con la excepción de los robos 
violentos, que mostrarían un leve aumento. Contra­
rrestando algunas de las imágenes más difundidas, el 
delito en el Gran Buenos Aires ( g b a )  guarda el peso de 
su porcentaje poblacional (si bien sería necesario ver 
la composición interna de estos delitos del g b a  para 
ver si hay o no más peso de los delitos violentos). En 
cuanto a los homicidios, alrededor de la mitad son 
entre conocidos, cuyos motivos no serían el robo. Es 
decir que estos datos nos hablan de una disminución 
de todos los delitos entre 2010 y 2012, con excepción de 
los robos violentos, que conocerían un leve incremen­
to. Un informe presentado en 2014 del Observatorio 
de Políticas de Seguridad de la Provincia de Buenos 
Aires señala que los homicidios dolosos han descen­



dido en la provincia de Buenos Aires entre 2008 y 
2012, de 9,6 a 7,65 homicidios sobre 100 mil habitan­
tes. Un análisis efectuado por Gustavo Arballo en el 
blog Saber Derecho sobre el primer semestre de 2013 
señala, sin embargo, importantes diferencias entre 
los departamentos judiciales de la provincia (que no 
coinciden con los límites de los partidos), alcanzan­
do en algunos valores por encima de 10 sobre 100 
mil habitantes, como La Matanza, Quilmes, Zárate- 
Campana o Mar del Plata.

Hasta aquí dimos cuenta de las estadísticas de he­
chos denunciados. Como dijimos, otra fuente con la 
que contamos son las encuestas de victimización. Al 
no tener la encuesta nacional, la única que nos brinda 
un panorama sistemático desde 2008 hasta la fecha 
es la que realiza la Universidad Torcuato Di Telia en 
su Laboratorio de Investigación sobre Crimen, Insti­
tuciones y  Políticas ( l i c i p ) . Es una encuesta mensual, 
telefónica, de alrededor de 1.200 casos, que se realiza 
en la c a b a , el g b a  y  el interior del país. El trabajo pre­
gunta sobre delitos sufridos por un miembro del ho­
gar en los últimos doce meses y  los divide en delitos 
contra las personas (robo con violencia, lesiones, se­
cuestro, amenaza, ofensa sexual, corrupción y homi­
cidio) y  delitos contra la propiedad sin violencia (hur­
to de objetos y  todo tipo de robo de autos, en la casa, 
de objetos personales, siempre que no haya habido 
contacto entre víctima y  victimario). La encuesta ge-



ñera controversias dado que es telefónica, con una 
muestra pequeña y pocas preguntas de victimización, 
por lo que sería precisó contrastarla con otros datos 
para obtener un panorama más acabado. El cuadro 
muestra a nivel general una tendencia al incremento 
de la victimización de 2008 en adelante, bastante sig­
nificativo en cuanto a los delitos contra las personas. 
Si en 2008 la tasa de victimización era del 30,6%, en 
la medición consultada de septiembre de 2013 se es­
tima que el 37,5% de los hogares en cuarenta centros 
urbanos del país fue víctima de al menos un delito en 
los últimos doce meses. En los meses siguientes de 
2013 se produce una disminución, terminando el año 
con el 34,6% y registrándose un leve aumento en ene­
ro de 2014, al llegar al 36,4%. Al comparar los años
2008 a 2011 con los datos de 2013 y enero de 2014, se 
observa que mientras en el primer período los índices 
de victimización de la caba y el Gran Buenos Aires no 
presentaban grandes diferencias, en el segundo la vic­
timización va disminuyendo en la caba  y aumentando 
en el conurbano. En efecto, en enero de 2014 se regis­
tró el 22,4% de victimización en el primero frente al 
41,7% en el segundo, una de las distancias entre la 
capital y el conurbano más importantes en todos los 
años de la encuesta.

En líneas generales, según los hechos denuncia­
dos —un poco menos en la caba y más en la provin­
cia de Buenos Aires—, observamos una tendencia a



la disminución de los delitos contra la propiedad y 
contra las personas después de los picos de 2 0 0 2  y al 
menos hasta 2008. Entre 2003 y 2008, hubo una caí­
da y un cierto amesetamiento, es decir, una baja al 
comienzo de ese lapso, pero sin que continúe descen­
diendo luego. En ambas zonas, los valores se sitúan 
por debajo del pico de 2 0 0 2 ;  pero en la c a b a  hay un 
umbral que se alcanzó a mediados de los años noven­
ta que no logra ser traspasado, mientras que en la 
provincia, por el contrario, bajaron los delitos contra 
la propiedad a valores propios de comienzos de los 
años noventa, antes del pico de mediados de esa dé­
cada. En cuanto a lo que sucedió después de 2008, no 
hay evidencias contundentes; los datos de la provin­
cia señalan una disminución de los hechos más gra­
ves pero no de los robos violentos. Las encuestas de 
victimización, por su parte, muestran por el contra­
rio un incremento entre 2008 y 2011 en ambas juris­
dicciones, aunque en los últimos dos años se advierte 
una importante disminución de la victimización en 
la c a b a  y un aumento en el conurbano. Los últimos 
datos registrados señalan que casi el 40% de los ho­
gares es víctima de un delito en los últimos doce me­
ses, una cifra muy considerable. En contraposición a 
este posible aumento de la victimización desde 2008, 
los datos sobre homicidios de la c a b a  y de la provin­
cia de Buenos Aires muestran, en el primer caso, una 
estabilidad respecto a los valores alcanzados a me­



diados de los años noventa y, en la provincia, una 
reversión significativa del pico al que se llegó en 
2002, si bien con diferencias según los departamen­
tos judiciales. Así, como sosteníamos en un apartado 
anterior, la situación del área metropolitana se ca­
racteriza por índices de victimización importantes, 
sobre todo en el conurbano, pero con tasas de homi­
cidio relativamente bajas con diferencias según las 
zonas. Es decir que, más allá de las controversias y 
los problemas con los datos, podemos sin dudas 
concluir que, con excepción del homicidio, la rever­
sión del delito en general no ha acompañado con la 
misma intensidad la disminución de la desigualdad 
ni la mejora de los indicadores de ingresos y trabajo. 
Y el interrogante que se plantea es si en los últimos 
años hubo un nuevo aumento sobre el que es nece­
sario indagar.

E l d e l it o  e n  l a s  p r o v in c ia s

¿La evolución del delito en otras regiones es similar a 
la del área metropolitana? La primera diferenciación 
importante se da por el tamaño de las ciudades. La 
encuesta del l ic ip  muestra en 2013 que los centros de
10 mil a 100 mil personas tuvieron tasas de delito del 
23,9%, cuando a nivel general fueron más del 37%; en 
enero de 2014 aparece aun más bajo, en el 16%. Es



decir que vivir en una ciudad pequeña implica menos 
probabilidades de ser víctima de un delito. De todos 
modos, igualmente es una proporción alta para ciu­
dades pequeñas y, sobre todo, tiene un alto impacto 
local por los mayores niveles de interconocimiento 
que hay en ellas. Tanto es así que estamos observando 
un incremento de las demandas de seguridad en estas 
ciudades a lo largo y a lo ancho del país. Por su parte, 
en las ciudades intermedias, entre 100 y 500 mil ha­
bitantes, el índice de victimización de enero 2014 fue 
del 33,2% de los hogares, cercano al promedio nacio­
nal y bastante más que en la c a b a .

En segundo lugar, basándose en los datos del s n ic  

para los delitos contra la propiedad en la década de 
1990, Alejandro Isla y Daniel Míguez (2010) señalan 
que las provincias se ordenaban en un suerte de es­
calera: en la base, la provincia de Buenos Aires y en 
la cima, San Juan, Salta, Jujuy, Chaco y la c a b a ; pero 
aun así había una cierta continuidad entre provin­
cias. Al igual que otros indicadores, esta cierta con­
tinuidad empezó a alterarse en 1995, y se profundizó 
la desigualdad cuando se contrajo el mínimo a me­
nos de seiscientos en Formosa y se expandió el techo 
en Neuquén. A partir de 2000, el techo siguió au­
mentando, con más de 4.500 hechos sobre 100 mil 
en la c a b a . De este modo, la desigualdad entre las 
provincias respecto de los delitos se incrementó en 
dicha década.



Máximo Sozzo (2012) realiza un análisis compa­
rativo de las últimas décadas en las distintas provin­
cias. Señala que, durante los años ochenta, el delito 
común registrado en las estadísticas policiales en 
Argentina creció extraordinariamente, en especial el 
delito contra la propiedad (el 218%), pero también 
los delitos contra las personas de carácter doloso (el 
70%) —e incluso los homicidios dolosos (el 78%)—. 
A esto se le suma luego el gran aumento en la década 
siguiente: en los años noventa y respecto al decenio 
precedente, solo tres jurisdicciones experimentaron 
descensos de los delitos contra la propiedad (Jujuy, 
Salta y Santiago del Estero) y tres mantuvieron una 
cierta estabilidad (Santa Fe, Chubut y Tucumán). Las 
otras 18 jurisdicciones experimentaron incrementos 
de diversa intensidad. En el caso de los delitos contra 
las personas de carácter doloso, solo tres jurisdiccio­
nes experimentaron descensos; otras veinte jurisdic­
ciones experimentaron aumentos.

Ahora bien, cuando analiza el nuevo milenio has­
ta 2008, Sozzo plantea una ambivalencia de las ten­
dencias. De 2000 a 2008, los delitos contra la propie­
dad descendieron en el país levemente, el 5%. En este 
conjunto, los robos registrados oficialmente se man­
tuvieron estables, los hurtos disminuyeron modera­
damente y los robos agravados por el resultado de 
muerte y/o lesión lo hicieron en forma considerable. 
Pero este cuadro se vuelve mucho más positivo si se



toma en consideración, no el año 2000, sino el pico 
que se observa en 2003, luego de la crisis de 2001. 
Entre 2002 y 2009, en 17 jurisdicciones se produjo un 
descenso de la tasa de delitos contra la propiedad re­
gistrados. En cinco jurisdicciones, la tasa se mantuvo 
estable: la caba, Río Negro, Mendoza, San Luis y Ju- 
juy. En solo dos jurisdicciones se produjeron aumen­
tos: moderado, en Chubut, y considerable, en Salta.

La situación es distinta respecto de los delitos con­
tra las personas de carácter doloso. De 2003 a 2009, 
en ocho jurisdicciones se produjo un descenso, pero en
11 se dieron aumentos de distinta intensidad. En 
cuanto a los homicidios, en solo seis jurisdicciones 
hubo un crecimiento de estos, en una jurisdicción se 
dio una cierta estabilidad y en 17 jurisdicciones se pro­
dujeron descensos, en 11 de las cuales bajaron más del 
25% durante los años dos mil. Como se ve, no hay 
una única evolución ni un patrón uniforme, pero 
Sozzo concluye que el cuadro durante la última dé­
cada tiene rasgos más positivos que los de la década 
de 1990, ya que la tendencia al crecimiento muy sig­
nificativo del delito común registrado oficialmente 
en esta última y en la precedente se mantuvo en una 
menor cantidad de jurisdicciones y, sobre todo, por­
que han disminuido los homicidios. De todos modos, 
resta develar las claves de este aumento de los delitos 
contra las personas. Todo sucede como si la salida de 
la crisis hubiera contribuido a una disminución de los



picos de delito contra la propiedad, que llegaron a ser 
muy altos, pero no necesariamente afectaron de igual 
modo a los delitos contra las personas, donde otras 
lógicas y motivaciones, no solo la búsqueda de bene­
ficio económico, entran en juego.

¿Qué podemos concluir de 2008 en adelante 
para las provincias? Lamentablemente, no tenemos 
fuentes alternativas para poder establecer algunas 
hipótesis como pudimos hacer con los datos de la 
c a b a  y la provincia de Buenos Aires, con excepción 
de una encuesta en la ciudad de Santa Fe llevada a 
cabo por Sozzo y su equipo en 2012, que registra 
una disminución de los delitos respecto de 2008, 
menos en los robos con violencia. La encuesta del 
l i c i p  antes mencionada para enero de 2014 encuen­
tra que la tasa de victimización del interior es simi­
lar al promedio, el 36,3%, lo que estaría sugiriendo 
(hasta no tener datos que demuestren lo contrario) 
que se mantienen niveles de victimización muy con­
siderables en distintas ciudades grandes y medianas 
del país.

¿ Q u i é n e s  s o n  l o s  m á s  v ic t i m iz a d o s ?

Hay una discusión internacional sobre qué clases so­
ciales son más frecuentemente víctimas de delitos. En 
general las estadísticas tienden a demostrar que, a



medida que se desciende de la escala social, aumen­
tan las probabilidades de ser víctima de un delito. 
Uno de los factores son las mayores tasas de delitos en 
barrios menos aventajados, debido a la menor protec­
ción pública y de seguridad privada. En el caso argen­
tino, la mayoría de las evidencias, sobre todo estudia­
das en el área metropolitana, encuentra una clara 
relación entre nivel de ingresos y victimización. Rafael 
Di Telia, Sebastián Galiani y Ernesto Schargrodsky 
(2010), al analizar la evolución del delito durante fi­
nes de los años noventa y comienzos del nuevo mile­
nio, muestran que el incremento de la victimización 
experimentada por los sectores de bajos ingresos es 
el 50% mayor que la sufrida por los de mayores in­
gresos en Buenos Aires. En relación con los robos en 
los hogares, donde los de mayores ingresos pueden 
protegerse con medidas privadas (seguridad privada, 
electrónica), la diferencia entre sectores bajos y altos 
es muy grande. En contraste, por arrebatos en la ca­
lle, donde las posibilidades diferenciales de protec­
ción de cada estrato social no cuentan, no habría 
grandes diferencias.

Con datos de 2007, Marcelo Bergman y Gabriel 
Kessler (2009) encuentran que lo que mejor explica 
l a  vulnerabilidad al delito patrimonial en la c a b a  no 
es el nivel socioeconómico alto en sí mismo o el vivir 
en ciertas comunas de mayor riesgo, sino la conjun­
ción de ambos factores. Así, en esta ciudad se da una



situación en apariencia paradoja!. Visto por separa­
do, el grupo más vulnerable al delito es el de los sec­
tores más desfavorecidos. Sin embargo, cuando se 
realiza un modelo que incluye distintas variables, las 
personas más vulnerables a estos delitos son los indi­
viduos de nivel socioeconómico más alto pero que 
viven fuera de las zonas donde se concentran más 
homogéneamente dichos sectores. Esto muestra que 
el entorno ambiental es un plano de referencia cen­
tral a la hora de pensar la vulnerabilidad al delito. 
Los datos ayudan a delinear una ciudad donde la se­
guridad es más alta en las zonas donde habitan los 
sectores elevados, tanto por la provisión de bienes 
públicos como por las características del diseño ur­
bano, al haber más edificios que casas. Mientras que 
en los restantes barrios, con menos seguridad públi­
ca, es probable que los sectores más altos represen­
ten una oportunidad de delito mayor, al ser eventua­
les poseedores de más bienes.

Ahora bien, este trabajo también muestra dife­
rencias según el tipo de delito. Tomando el robo de 
autos, quienes viven en los barrios de sectores me­
dios-altos o altos tienen aproximadamente la mitad 
de probabilidad de que su vehículo sea robado res­
pecto de quienes habitan en otros barrios de la ciu­
dad. Asimismo, se advierte que la probabilidad de 
ser víctimas del robo o el intento de robo del auto­
móvil entre quienes tienen un nivel socioeconómico



alto, más allá del lugar de residencia, se reduce entre 
el 35% y el 40% cuando se establece una compara­
ción con los casos de nivel socioeconómico bajo. 
Esto es resultado de la posesión de garajes en la pro­
pia casa o cercanos a esta o de alarmas y dispositivos 
de protección más eficaces. De este modo, con las 
evidencias parciales que contamos, podemos afirmar' 
que, si bien no hay ninguna clase que esté exenta de 
ser víctima del delito, la victimización es otra faceta 
de la desigualdad, en cuanto hay mayores probabili­
dades de ser víctima a medida que se desciende en la 
estructura social.

H o m i c i d io s  y  d e s ig u a l d a d

La evolución de los homicidios merece un análisis 
aparte por su evidente gravedad y porque las diferen­
cias según las clases son mucho más marcadas que 
en los otros delitos. Como se dijo, los datos oficiales 
para el total del país muestran una disminución en­
tre 2002 y 2009, último dato oficial (sin la provincia 
de Buenos Aires), pasando de 9,2 a 5,5 sobre 100 mil 
en los extremos. En un informe de la Organización 
de las Naciones Unidas difundido en 2014, Argentina 
reportaba para 2010 una tasa similar, de 5,5, aunque 
el estudio nacional en el que se basa no está disponi­
ble para su consulta y, por ende, no se puede evaluar



la forma én que se ha realizado. Por otro lado, cuan­
do se toman las cifras del sistema de salud, la tasa es 
mas alta, alcanzando el 12,2 en 2002 y 7,3 en 2009. 
Como hemos dicho, se trata de tasas bajas dentro de 
América Latina, pero muy por encima de los países de 
Europa Occidental u Oceanía. Si bien al mirar los ex­
tremos temporales hay una ligera reversión, en ese lap­
so no hay una tendencia uniforme, sino de tipo "se­
rrucho”, con ascensos y descensos continuos. Debe 
comprenderse que el número de homicidios de cada 
año es muy sensible a distintos fenómenos, como la 
cantidad de hechos delictivos, el tipo de enfrenta­
miento generado, la eficacia de los servicios de salud 
para socorrer a los heridos, etcétera.

Pero el punto que nos interesa presentar es la rela­
ción entre homicidios y desigualdad. Para ello conta­
mos con estudios en el Área Metropolitana de Buenos 
Aires (a m b a )  realizados por el Instituto de Investiga­
ciones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
sobre homicidios dolosos en la c a b a  en 2010, 2011 y 
2012, disponibles en el sitio de la Corte.’ Las conclu­
siones principales que se reiteran en los tres años es 
una clara diferenciación zonal de las tasas de homici­
dios que están concentradas en las comunas del sur

1 Véase, p o r ejemplo, la investigación de 2012 en  l a  c a b a  dis­
ponible en  línea: <http://vvww.csjn.gov.ar/investigaciones/2012/ 
caba/caba2012.pdf>.

http://www.csjn.gov.ar/investigaciones/2012/%e2%80%a8caba/caba2012%20.pdf
http://www.csjn.gov.ar/investigaciones/2012/%e2%80%a8caba/caba2012%20.pdf


de la ciudad que comprenden las zonas más desfavo­
recidas, incluyendo las principales villas. Tales comu­
nas, con 818.522 habitantes, presentaban para 2010 
una tasa de homicidio de 12,7 sobre 100 mil, similar 
a ciudades como San Pablo o Quito y mayor que la de 
México d f . Por s u  parte, el resto de la ciudad, agru­
pando 2.072.560 habitantes, tuvo una tasa de 3,08, 
similar a Bruselas o Ámsterdam. La tasa general es 
de 5,81. Hay también una particular vulnerabilidad de 
los extranjeros, que están sobrerrepresentados entre 
las víctimas. En cuanto a los victimarios, la presencia 
de menores era mínima, el 5%. Sobre los móviles, se 
carece de datos del 29%, pero del resto el 12% aparece 
como violencia intrafamiliar, el 20% discusión/riña, 
legítima defensa el 7% y robo el 28%. Si bien la mayo­
ría de las víctimas son hombres, de las víctimas muje­
res, el 50% lo son por violencia intrafamiliar y más del 
60% que las tiene como victimarías es por el mismo 
móvil.

El mismo instituto realizó en 2012 una investiga­
ción sobre el Departamento Judicial de San Martín, 
compuesto por cinco partidos del conurbano con 
una población total de 1.618.813 habitantes.2 Surge 
de la investigación que la tasa de homicidios de todo 
el Departamento es de 7,47 cada 100 mil habitantes,

2 D isponible en línea: <http://ww w .csjn.gov.ar/investigacio- 
nes/201 l/sanm artin /sanm ai-tin201 l.p d f>.

http://www.csjn.gov.ar/investigacio-%e2%80%a8nes/201%20l/sanmartin/sanmartin201%20l.pdf
http://www.csjn.gov.ar/investigacio-%e2%80%a8nes/201%20l/sanmartin/sanmartin201%20l.pdf


es decir, de 121 víctimas en la totalidad de la jurisdic­
ción. Lo que interesa señalar es que, en el partido de 
San Martín, la tasa se eleva a 10,14 (42 víctimas) y en 
el 75% de los casos se producen en zonas de vivienda 
precaria y/o gran densidad poblacional. Respecto al 
móvil, el 39% de los homicidios cometidos en el De­
partamento Judicial corresponde a motivos vincula­
dos con riña, ajuste de cuentas o venganza; el 22%, a 
robo; el 9%, a violencia intrafamiliar; mientras que la 
legítima defensa representa el 10% de los casos y en 
el 20% no se presentan los motivos.

¿Qué conclusiones parciales podemos extraer de 
este informe? Siendo cautos sobre lo que los datos 
nos autorizan a concluir —dado que son estudios de 
pocos años, los valores absolutos son bajos y de un 
porcentaje significativo se carece de datos comple­
tos—, se pueden señalar algunos aspectos. En primer 
lugar, las diferencias en relación con los homicidios 
entre zonas de la ciudad y en el conurbano: su con­
centración en las zonas más precarias. Sabemos 
también que los homicidios en ocasión de robo re­
presentan alrededor de un tercio de los casos de los 
que tenemos información y que la violencia intrafa­
miliar y de peleas agrupan otro tercio. Por otro lado, 
hay una mayor proporción de extranjeros entre las 
víctimas, lo que grafica su situación de particular 
vulnerabilidad. La presencia de menores como victi­
marios es muy baja.



Contamos con otros dos estudios que agregan otras 
informaciones a las conclusiones anteriores. Uno es 
sobre muertes violentas (accidentes, suicidios, homi­
cidios) en la c a b a  que compara 1988, 1991, 2001 y 
2002 (Spinelli et al., 2005) y el segundo trata de 
muertes por armas de fuego en Argentina entre 1990 
y 2008 (Spinelli et al., 2010). En este estudio, los au­
tores muestran que entre 1991 y 2006 hubo 51.863 
muertes por arma de fuego. El grupo etario que con­
centró la mayor cantidad de muertes entre 1990 y 
2008 fue el de 20 a 29 años, con 15.462 muertes. La 
posición relativa de las muertes por armas de fuego, 
con respecto a otras causas, se ve francamente incre­
mentada cuando nos restringimos a hombres de 15 a 
34 años, donde pasa a ser la segunda causa de muer­
te para este grupo de edad, y solo es superada por los 
accidentes de tránsito.

Al centrarnos en los datos del a m b a , vemos una 
tendencia hacia la disminución de las tasas de muerte 
por arma de fuego en la c a b a  y en el primer cordón 
del conurbano. Paralelamente, hay una mayor con­
centración (en todo caso, no disminución) de dichas 
muertes en el segundo y tercer cordón. Es decir que 
ciertas medidas, públicas y privadas, han tenido un 
efecto positivo en la c a b a , si se las mira en conjunto 
en comparación con el g b a  ( o  en barrios de la c a b a  de 
mejor situación económica), y en el primer cordón, 
que comparte parte de los patrones sociales de la



c a b a , mientras que el aumento de las muertes se con­
centra en el segundo y el tercer cordón. Si bien en 
tales zonas los últimos años registran una disminu­
ción réspecto de los picos alcanzados en 2001 y 2002, 
de todos modos no vuelven a bajar hasta el piso pre­
vio a 2001. También un estudio sobre la ciudad de 
Santa Fe muestra la alta concentración de homici­
dios en zonas más pobres de la ciudad (Cozzi, 2013). 
En síntesis, si la victimización ya mostraba un mayor 
peso en los sectores más bajos, en cuanto a los homi­
cidios, al menos en las áreas con las que contamos 
datos, las diferencias entre las zonas y presumible­
mente entre los sectores sociales (si bien los datos de 
homicidio no consignan nivel socioeconómico) seña­
lan dos escenarios sociales cualitativamente distin­
tos y desiguales en relación con la probabilidad de 
perder la vida. En otras palabras, en relación con la 
probabilidad de ser víctima de un homicidio, las di­
ferencias de clase son muy significativas.

Los ECONOMISTAS Y EL INCREMENTO DEL DELITO

El aumento del delito en los años noventa concitó el 
interés de economistas locales. Sus investigaciones 
se proponían encontrar las variables que explicaban 
mejor este incremento así como detectar qué vías de 
disuasión eran las más eficaces. Hubo una cierta



concentración de estudios entre 1995 y 2002. La mi­
rada de la economía sobre el delito tiene sus presu­
puestos controvertidos. Se considera que detrás de 
un delito hay siempre un actor económico que reali­
za un cálculo de costo y beneficio para decidir delin­
quir o no. Desde esta perspectiva, todo lo que au­
mente ese eventual costo, en particular la posibilidad 
de ser aprehendido y la duración de las penas, dismi­
nuye el beneficio. Sin negar que a menudo se realice 
un tipo de cálculo de costo-beneficio, lejos está de ser 
una condición inicial "natural" para todo tipo de ac­
ción y, en este caso, para todo delito. Nuestra postura 
es que resulta necesario analizar, en cada contexto 
particular, cuándo y en qué tramos de acción se rea­
liza un cálculo de costo y beneficio y cuándo entran 
en juego otras lógicas. Más que un a priori de la in­
vestigación, es un resultado al que eventualmente se 
llega luego de analizar las motivaciones concretas de 
los actores.

De todos modos, en un diagnóstico sobre el delito 
es importante incorporar los hallazgos de estos traba­
jos. En particular, porque muchos de ellos han inten­
tado combinar estas variables con otras de tipo social, 
como las tasas de desempleo y la desigualdad. Un tra­
bajo central desde esta perspectiva ha sido realizado 
por Ana María Cerro y Oscar Meloni (2004). Los au­
tores analizaron datos para el período 1990-1997 en 
todo el país y encontraron que existe un efecto de en-



tomo social sobre la tasá de delincuencia. En primer 
lugar, hallaron qué la tasa de desempleo tiene signo 
positivo, lo que indica qué un aumento en el desem­
pleo del 10% incrementa la tasa de delito del 1,5% al 
1,6%. En tanto, un aumento en el nivel del ingreso per 
cápita (medido por el producto bruto interno) del 
10% hace crecer la tasa de delincuencia del 3% al 4%. 
Esto nos está indicando que en las jurisdicciones más 
ricas las oportunidades para delinquir son más altas. 
Por último, la desigualdad de ingresos tiene un efecto 
positivo en la delincuencia: cuando esta aumenta el 
10%, la tasa de delincuencia aumenta entre el 2,8% y 
el 3,4 por ciento.

Nicolás Garcette (2004) encuentra, en sintonía 
con los anteriores, que en los años noventa, a medí- 0 
da que empeoraba la distribución del ingreso, se in­
crementaban los delitos contra la propiedad. El au­
tor estima que la desigualdad de ingresos, medida 
por el coeficiente de Gini, explica entre el 10% y el 
25% del incremento de los delitos contra la propiedad 
en el período 1992-2002 en el a m b a . Pero a diferencia 
de otros estudios ya presentados, encuentra una ma­
yor concentración de victimización por delitos contra 
la propiedad de los sectores medios y altos. En tal 
sentido, sugiere que tales delitos han sido usados 
como una suerte de "herramienta redistributiva alter­
nativa” para los más afectados por la situación de los 
años noventa y, en particular, por la crisis de 2001.



Alejandro Isla y Daniel Míguez (2010), por su parte, 
muestran para el período considerado que la correla­
ción entre desempleo y delitos contra la propiedad es 
robusta en las localidades más grandes, pero en las 
más pequeñas, la desocupación no parece tener tan­
to impacto en el delito.

Varios estudios intentaron determinar qué medi­
das tenían más poder disuasivo, en particular la pro­
babilidad de arresto, la probabilidad de condena y la 
duración de las penas. En este caso se aplica, como 
decíamos, la crítica más teórica a esta aproximación, 
en cuanto presupone que los individuos tendrán co­
nocimiento previo de un eventual incremento de las 
tasas de aprehensión de otras personas y tal informa­
ción, en tanto aumento del costo eventual de la acción 
por cometer, será tomada en cuenta a la hora de deci­
dir embarcarse en un delito. Hechas estas salvedades, 
ninguno de los estudios muestra que la duración de la 
condena tenga un efecto disuasivo. Este primer ha­
llazgo es im portante frente a los argumentos que 
abogan por mayores penas como forma de disua­
sión. Sintetizando los distintos estudios realizados 
desde 1990, Nicolás Bachiani (1997) concluyó que la 
variable con mayor poder disuasivo es la probabili­
dad de captura (número de ofensores encarcelados 
por ofensa) y que la magnitud de los castigos (tiempo 
promedio en la cárcel) no presentó un comporta­
miento estable.



Otro estudio econométrico muestra empíricamen­
te que, en contraposición con un juicio extendido en 
parte del sentido común autoritario, el servicio mili­
tar no tenía un efecto "ánticriminogénico” (Galiani, 
Rossi y Schargrodsky, 2010). Muy por el contrario, 
los autores encuentran que las tasas de delito eran 
mayores entre quienes habían tenido que cumplir di­
cha obligación militar que entre quienes no lo habían 
hecho. Algunas de las hipótesis explicativas eran que 
el servicio militar, en tanto interrupción de estudios o 
de pasaje a la vida laboral, tenía un efecto negativo, al 
disminuir las posibilidades de empleabilidad futura 
y, por ende, aumentar las probabilidades de la vía del 
delito como forma de obtención de ingresos. Un tra­
bajo ha analizado el impacto del Programa Jefes y 
Jefas de Hogar en el delito (Alzúa, 2011). La autora 
se preguntaba si el acceso a recursos monetarios 
para una población carente podía tener un efecto en 
la disminución de delitos contra la propiedad. La res­
puesta es positiva, y la autora demuestra en un aná­
lisis de elasticidad que un incremento del 1% en la 
cobertura de este programa se correlaciona con una 
reducción del 0,7% en las tasas de delitos contra la 
propiedad.

En síntesis, los estudios econométricos han de­
mostrado, para el caso argentino, la correlación en­
tre aumento de la desigualdad y del delito, un cierto 
peso del desempleo en los grandes centros urbanos y



de otros factores que, de un modo u otro, pueden 
aum entarla desigualdad. Por el contrario, el peso de 
la duración de las penas, la llamada "mano dura”, no 
tendría ningún efecto en la disminución del delito; 
pero sí lo haría una mayor eficacia policial, medida 
por la mayor probabilidad de ser aprehendido.

L a s  e x p l ic a c io n e s  s o c io l ó g ic a s

También la sociología y la antropología se abocaron a 
describir y explicar el aumento del delito. Los estu­
dios en los principales centros urbanos del país llama­
ron la atención sobre el protagonismo juvenil en ac­
ciones poco organizadas desde ñnes de los años 
noventa. A diferencia de otros países de la región, 
donde hay una referencia central a grupos de alta cohe­
sión y enclave territorial como bandas, "movimien­
tos", pandillas o "maras”, hay consenso en Argentina 
en que, por lo general, se trata de delitos realizados 
por grupos poco estructurados, más vinculados a la 
obtención puntual de recursos que con alguna forma 
de crimen organizado. Las investigaciones graficaron 
el desdibujamiento de fronteras entre trabajo, escue­
la y delito. Muchas veces, los jóvenes no considera­
ban que cometer un delito fuera una entrada defini­
tiva en un supuesto "mundo del delito”, sino que en 
una "movilidad lateral” alternaban entre acciones



legales e ilegales; tampoco veían contradicción al­
guna entre la perm anencia escolar y los ilegalis- 
mos. Ciertos trabajos hallaron resabios de un ple- 
beyismo igualitarista que se rebelaba frente a la 
situación de privación relativa (Míguez, 2008) o que 
intentaba conseguir para sí los bienes valuados so­
cialmente por los jóvenes de estratos más acomoda­
dos (Tonkonoff, 2007).

Los estudios de otras zonas del país concuerdan 
en parte con los rasgos señalados, así como también 
aportan otros propios de cada lugar. Gerardo Rossini 
(2003), en una pequeña ciudad de Entre Ríos, a unos 
500 km de Buenos Aires, ha descrito bandas dedica­
das al pequeño delito, pero en estos casos con fuerte 
identidad territorial. En estudios de la ciudad de Cór­
doba, se ha analizado el peso de la policía en la gene­
ración de violencia local (Bermúdez, 2007) y la exis­
tencia de ciertos códigos (no delatar, protegerse entre 
ellos) entre jóvenes que realizaban delitos en forma 
individual (Tedesco, 2007). Ciertos estudios en Men­
doza señalan también una presencia de bandas terri­
toriales (Gorri, 2008), y se barajan hipótesis del peso 
del aumento de la desigualdad en la región, producto 
de un importante crecimiento económico en paralelo 
al incremento de la marginalidad. Otros trabajos de 
la misma ciudad han subrayado el fácil acceso a ar­
mas de fuego (Appiolaza et al., 2008). Un estudio so­
bre los homicidios en la capital de Santa Fe inscribe



las formas de violencia letal en jóvenes de barrios 
periféricos del lugar en el marco de conflictos de vie­
ja data, "las broncas”, que se transmitían de una ge­
neración a otra (Cozzi, 2013).

En nuestra propia investigación en el a m b a  (Kessler, 
2004 y 2013), dábamos cuenta de una segunda gene­
ración de inestables en el mundo del trabajo, dado 
que sus padres por lo general ya lo eran. Los jóvenes 
entrevistados veían frente a ellos un horizonte de 
precariedad duradera. Les era imposible vislumbrar 
algún atisbo de “cañera laboral" y eso llevaba a que 
el trabajo se transformara en un recurso de obten­
ción de ingresos más entre otros: el pedido en la vía 
pública, el "apriete” (pedir dinero en forma amena­
zante), el “peaje" (obstruir el paso de una calle del 
barrio y exigir dinero a los transeúntes) y el robo; y 
recurrían a unos o a otros según la oportunidad y el 
momento. Algunos alternaban entre puestos preca­
rios y, cuando escaseaban, perpetraban acciones ile­
gales para más tarde volver a trabajar. Otros mante­
nían una tarea principal —en algunos, casos el robo; 
en otros, el trabajo— y realizaban la actividad com­
plementaria para completar sus ingresos. Uno de sus 
corolarios es que, a diferencia de lo que han supuesto 
muchas teorías, el delito en la juventud no era un 
predictor de una carrera delincuente adulta: la idea 
de "carrera delictiva” como un compromiso crecien­
te con el delito se ponía en discusión. Más bien se



observaba una perdurabilidad de estas movilidades 
laterales con una tendencia a desistir del delito a me­
dida que se ingresaba en la adultez.

¿Cómo pensar este pasaje del trabajo a una movi­
lidad lateral entre legalismos e ilegalismos? Lo llama­
mos el pasaje de una lógica del trabajador a una lógi­
ca del proveedor. La diferencia se ubica en la fuente 
de legitimidad de los recursos obtenidos. En la lógica 
del trabajador, la legitimidad reside en el origen del 
dinero: fruto del trabajo honesto en una ocupación 
respetable y reconocida socialmente. En la lógica de 
la provisión, en cambio, la legitimidad ya no se en­
cuentra en el origen del dinero, sino en su utilización 
para satisfacer necesidades. De este modo, cualquier 
recurso provisto es legítimo si permite cubrir una ca­
rencia, sin que importe el medio utilizado. Las nece­
sidades no se restringían a aquellas consideradas bá­
sicas, sino que incluían a todas las así definidas por 
los mismos individuos: podía ser ayudar a la madre 
o pagar un impuesto, pero también comprarse ropa, 
cerveza, marihuana, festejarle un cumpleaños a un 
amigo y hasta realizar un viaje para conocer el país.

Cuando combinaban trabajo y robo, tendían a es­
tablecer el régimen de las "dos platas": el dinero difícil, 
que se ganaba duramente en el trabajo y que costeaba 
rubros importantes (ayuda en la casa, transporte, 
etc.), y la "plata fácil”, que se obtenía más rápida­
mente en un delito y de la misma manera se gastaba:



en salidas, cerveza, zapatillas de marca, regalos, en­
tre otras. La existencia de dos circuitos de origen del 
dinero-tipo de gasto nos indicaba que la movilidad 
lateral no implica una asimilación indiferenciada 
entre una actividad y otra, sino la permanencia de 
una valoración moral diferente del trabajo y del 
robo. No obstante, establecían una relación solo ins­
trumental con el trabajo. Y no se trataba solo de la 
inestabilidad de los ingresos, sino que cuando se 
ahondaba en sus experiencias laborales, era evidente 
que estas no podrían haber generado el tipo de so­
cialización históricamente asociada al trabajo. Rela­
taban pasajes cortos por ocupaciones diversas, que 
no los calificaban en un oficio o una actividad deter­
minada. La inestabilidad dificultaba la construcción 
de una identidad laboral de algún tipo: de oficio, sin­
dical o aun de pertenencia a una empresa. También 
era poco probable la conformación de vínculos du­
raderos en grupos laborales en los que todos eran 
temporarios.

Visto en perspectiva, hoy nos parece que fue im­
portante un cambio que se produjo entre comienzos 
y mediados de la década del noventa, que coincidió 
con el pasaje de muchos de nuestros entrevistados de 
la niñez a la adolescencia. En ese lapso, a la genera­
ción de sus padres se le dificultó obtener ingresos; el 
desempleo y la inestabilidad laboral aumentaron y 
ellos, entrando en la adolescencia, quedaron relega­



dos en la distribución de fondos dentro de las fami­
lias. Así las cosas, comenzaron a tener demandas de 
consumo adolescente pero, sin posibilidades de satis­
facerlas. Sin dinero y con escasas posibilidades de 
encontrar trabajo, los grupos de pares y las experien­
cias de delito tuvieron mayor eco. Es decir, hubo mu­
chos jóvenes en la misma situación en los mismos 
territorios, por lo que parecería haberse producido 
un efecto muy importante del grupo de pares, más 
del que entonces supusimos.

¿Qué sucedía por su parte con la desigualdad desde 
el punto de vista de los jóvenes? Sabemos que la desi­
gualdad objetiva no necesariamente se percibe como 
tal y no siempre es una categoría de los actores. De 
hecho, las experiencias relatadas hacían más hinca­
pié en la privación absoluta y en la relativa (es decir, 
en comparación con otros sectores) en clave de “ne­
cesidad", casi sin atisbo de una crítica política por la 
injusticia social. Podían reprochar lo poco que ha­
bían ganado trabajando, pero no llegaban a un juicio 
político general. La falta de una crítica a la situación 
de necesidad puede tener varios factores. Habría un 
efecto de edad temprana y de socialización política 
aún en conformación. La desigualdad no era tampo­
co una categoría política tan presente a fines de los 
años noventa como lo fue después, y los movimien­
tos de desocupados que realizaron una importante 
labor social y política en los barrios todavía eran in-



cipientes. También es preciso recordar que era la in­
serción en el mundo laboral la que conllevaba una 
mayor politización, por ejemplo, por la vía de los 
sindicatos. La situación de exclusión no parece ser 
un contexto fértil para esa misma crítica porque es 
más difícil establecer parámetros de referencia criti­
cables (los patrones, los supervisores u otro grupo de 
referencia).

Así las cosas, la relación con el delito se construía 
desde un campo de experiencias en el cual el trabajo 
no era el parámetro central de referencia, ni siquie­
ra para rechazarlo. Un rasgo de época es que cuan­
do narraban los diferentes sucesos, describían esce­
nas cortas, fragmentadas, con objetivos específicos: 
"necesitaba plata, salí a buscar": “conseguí un traba­
jo, necesitaba plata para viajar, salí a robar para el 
colectivo”. Cada escena era autorreferencial, tenía un 
principio y un fin, y en las decisiones que tomaban 
no parecían realizar una evaluación más allá de los 
límites y objetivos de la situación. Todo sucedía como 
si la desigualdad se expresara sobre todo como una 
limitación de las oportunidades transformándolos en 
actores en apariencia hiperestratégicos para la conse­
cución de fondos, una suerte de primado absoluto de 
la necesidad y de la racionalidad instrumental.

En síntesis, movilidades laterales entre trabajo, 
escuela y delito; delito con un fin más instrumental, 
ligado a la consecución de ingresos en un contexto



de alta privación, como efecto del grupo de pares 
pero sin llegar a constituir bandas o pandillas eran 
algunos de los rasgos generales que los estudios de la 
década pasada encontraron en distintos lugares del 
país. El interrogante que queda planteado es si estas 
características se mantienen en los años siguientes, 
cuando las condiciones sociales han mejorado.

¿Disminuye la desigualdad pero no el delito?

Hemos señalado ya que la retracción de la desigual­
dad y del desempleo no necesariamente ha implicado 
una disminución del delito. Se trata de un tema de 
preocupación académica y política en toda América 
Latina. Sobre esto solo podemos establecer algunas 
ideas e hipótesis. En primer lugar, es preciso clarifi­
car los vínculos causales (más allá de las correlacio­
nes estadísticas) entre ambos problemas. En segundo 
lugar, retomando nuestra lúpótesis de las tendencias 
contrapuestas, es posible que algunas de las conse­
cuencias mismas de la disminución de la desigualdad 
estén gravitando en el mantenimiento o aun incre­
mento de ciertos delitos.

En cuanto a lo primero, es necesario considerar 
cómo son los vínculos entre los procesos: quizá dos 
hechos estén unidos causalmente en su etapa de ex­
pansión, pero aun si la variable independiente (en



este caso, la desigualdad) empieza a ceder, la variable 
dependiente (el delito) puede haber cobrado autono­
mía en tanto hecho social y, por ende, no responder 
ya al decurso descendente de la variable indepen­
diente que explicaba su ciclo expansivo. En este mis­
mo sentido, puede haber una cierta autonomía de 
fenómenos sociales producidos años atrás; nos refe­
rimos a dinámicas y mercados de delito que podrían 
surgir y perdurar. En rigor, esta hipótesis se aplica a 
ciertos procesos y a otros no. Por ejemplo, no debe 
pensarse en un contingente estable de grupos que co­
menzaron a dedicarse al delito en los años noventa y 
siguieron hasta el presente. Los recambios genera­
cionales han sido muy rápidos. Una gran mayoría de 
los que cometen delitos juveniles abandonan al co­
mienzo de la adultez y se produce una mayor comi­
sión de hechos por nuevas cohortes que eran niños 
en los años noventa. Por lo cual, la hipótesis de una 
generación que ha comenzado a fines de los años no­
venta y continúa hoy no parece muy plausible.

Por el contrario, sí podría haber continuidad y 
cierta autonomía cuando pensamos en mercados de 
delito que, una vez establecidos, conocen recambios 
entre sus actores pero perduran como mercado ile­
gal. Por ejemplo, uno muy estudiado es el robo de 
autos con sus circuitos de desguace, autos mellizos 
para exportar ilegalmente, etc. Más allá de que sean 
otras cohortes quienes realizan los robos de autos,



los circuitos, los desarmaderos y las bocas de venta 
están establecidos. Algo similar puede pensarse fren­
te a tantos otros mercados, tales como la venta de 
droga, de celulares robados, de metales, de medica­
mentos, de trata de mujeres para la explotación se­
xual, por nombrar algunos de ellos. En fin, si bien no 
nos inclinamos por la idea de una continuidad de la 
misma generación, casi dos décadas de delito alto 
habían dejado su marca en cohortes más jóvenes. En 
nuestro trabajo en un barrio altamente estigmatiza­
do desde 2006 en adelante, todos nuestros entrevis­
tados conocían a mucha gente que había cometido 
delitos, que estaba presa, que había muerto, que se 
había "refugiado" en otro lugar o que se había "res­
catado”, esto es, abandonado el delito. Una de sus 
consecuencias es que el delito se inscribía dentro del 
campo de experiencias posibles y, aun cuando se op­
taba por no incurrir en él, solía ser considerado por 
muchos como una opción para enfrentar una coyun­
tura determinada.

Hay otras líneas para indagar en esta relación en­
tre desigualdad y delito: si bien se establecieron co­
rrelaciones generales y, respecto de las comunidades 
o barrios, se plantearon y dem ostraron hipótesis 
sobre el impacto de la degradación general en la dis­
minución de las oportunidades laborales, efectos de 
la segregación residencial y en el empobrecimiento 
del capital social para explicar diferencias entre ta-



sas de delito en distintas zonas, menos claro es el 
modo en que estas variables operaban sobre la expe­
riencia individual. Sabemos poco de la perdurabili­
dad de los efectos de la desigualdad en las genera­
ciones; es decir, cuál ha sido el impacto de esas 
condiciones deficitarias en años iniciales y si han 
operado posteriormente, más allá de que las condi­
ciones sociales hayan cambiado. También debería 
relativizarse la idea de una reducción homogénea de 
la desigualdad. Las mediciones con las que conta­
mos no alcanzan la pequeña escala necesaria para 
dar cuenta de la concentración de la desigualdad en 
ciertos barrios, sumada a los efectos de la estigmati- 
zación y la acumulación de desventajas en los terri­
torios relegados.

A modo de ejemplo, una investigación dirigida 
por Marcela Vio en la Universidad Nacional de Ave­
llaneda en 2012, en tres barrios carenciados del par­
tido de San Martín, muestra que la población bajo la 
línea de pobreza era de más del 60%. Por supuesto 
que esto no tiene efecto estadístico en las cifras gene­
rales, pero marca sin duda la persistencia de núcleos 
de exclusión y de desigualdad que operan sobre las 
causas del delito. En estos casos, la estigmatización 
y la exclusión de determinados territorios es un tema 
para considerar. En nuestra investigación ya señala­
da (Kessler, 2013), en un contexto con alta estigmati­
zación después de 2006, encontramos que la reacti­



vación económica y el mejoramiento de la situación 
social ocultaban una serie de paradojas y tendencias 
contrapuestas.

Una primera paradoja surgía con respecto al tra­
bajo: había más oportunidades, en general, pero po­
cas para los jóvenes menos calificados o que residen 
en lugares estigmatizados. La inestabilidad del tra­
bajo del período anterior ya aparecía como un rasgo 
implícito de toda ocupación, por lo que las oportuni­
dades se vislumbraban como de corta duración. En 
el mismo barrio se vivía una gran reactivación, y la 
llamada “democratización del consumo" implicaba 
un mayor acceso de los sectores populares a bienes 
antes reservados a los sectores más altos, como los 
celulares o las computadoras. Cobraban así más im­
portancia que en la etapa anterior estrategias de dis­
tinción y valoración ligadas a ciertos bienes, y se pro­
ducía una reconfiguración de la privación relativa en 
la medida en que había disminuido la privación abso­
luta. Dicho de otro modo, si en la etapa pasada gran 
parte de los delitos eran estrategias de subsistencia, 
en esta eran más bien medios para acceder a bienes 
deseados.

Un tema central en este barrio y en otros que in­
vestigamos es la relación con la policía (Kessler y Di­
marco, 2013). Una diferencia con la etapa anterior: 
un mayor odio, por arreglos que no se respetan y por 
violencia institucional o maltrato generalizado. En tal



sentido, encontramos una nueva generación sociali­
zada en un constante "parar e investigar”, debido a la 
mayor presencia de la policía en tareas de vigilancia, 
producto de la presión social por la inseguridad. Esto 
resultaba tanto o más insoportable que lo observado 
en la etapa pasada, porque muchos jóvenes habían 
internalizado un discurso sobre los derechos y contra 
la discriminación, que el accionar policial contrade­
cía cotidianamente. Sobrecontrolados pero a la vez 
subprotegidos, los jóvenes de sectores populares in­
terpretan esta mayor presión policial como una clara 
prueba de discriminación y desigualdad.

A su vez, había un creciente orgullo identitario por 
ser parte del barrio. En la última década, el conurba- 
no se ha transformado en un poderoso productor de 
contenidos culturales de todo tipo: música, cine, lite­
ratura, estética, lo que se advierte en las crecientes 
marcas identitarias locales en los jóvenes de la peri­
feria. En relación con el delito, si durante el período 
anterior supusimos un mayor peso de acciones con 
fines instrumentales, conseguir dinero o bienes, nos 
preguntamos si no está comenzando a cobrar impor­
tancia un delito también vinculado a razones más 
expresivas, como parte del reforzamiento de identi­
dades e identificaciones con grupos locales de perte­
nencia. El ya señalado aumento, o al menos la no 
disminución, de delitos contra las personas quizás 
nos está mostrando otras lógicas de acción no nece-



sanam ente vinculadas a la búsqueda de beneficio 
económico y un incremento de una violencia con 
matices más expresivos, de reafirmación de lideraz­
gos locales, ligados a modos de construcción de for­
mas de masculinidad violenta, un novedoso interés 
por las armas y un revanchismo frente a la experien­
cia de humillación, entre otras lógicas que no nece­
sariamente se reducen a las explicaciones sociales 
habituales.

Es preciso considerar también otro aspecto en que 
la reactivación económica posiblemente esté operan­
do en el mantenimiento de tasas altas de delito. Un 
caso notorio a nivel mundial es el aumento de los 
hurtos en casi todos los países desarrollados como 
consecuencia de la afluencia de netbooks, iPhones, 
iPads, tablets y otros implementos tecnológicos de 
cierto valor y poco peso y volumen. En el caso argen­
tino y en particular de la c a b a , consideramos que en 
los últimos años el crecimiento económico propició 
la mayor circulación de bienes tecnológicos, el par­
que automotor sigue creciendo sin cesar y el turismo 
conoció un aumento exponencial. En tal contexto, 
como se dijo al comienzo de este capítulo, las opor­
tunidades de delito se incrementaron, lo que influye 
en la perdurabilidad de tasas altas de robos y hurtos en 
la vía pública. El incremento de la venta de autos, 
por ejemplo, tiene como subproducto el florecimien­
to de la venta de repuestos, que, a su vez, genera una



demanda por piezas robadas, dado el alto costo de 
las nuevas.

En resumen, está planteada la necesidad de inda­
gar aun más en la relación entre delito y desigualdad 
para comprender la permanencia de altas tasas del pri­
mero a pesar de la disminución de la inequidad de in­
gresos. Se trata por ahora de hipótesis sobre el vínculo 
entre ambos procesos que proponen, por un lado, 
revisar los lazos causales entre ambos hechos y los 
efectos inerciales de la desigualdad del pasado cerca­
no. Por otro lado, nuestros indicadores de desigual­
dad no llegan a captar las escalas más pequeñas, como 
ciertos territorios o barrios, donde dudamos que se 
haya modificado radicalmente la situación respecto 
de las décadas pasadas. Pero también el propio creci­
miento y la reactivación influyen: disminuye la priva­
ción absoluta pero puede incidir sobre un incremento 
de la privación relativa, en cuanto hay más promesas 
y deseos de consumo y más circulación de bienes. 
Este mismo mercado expandido genera demandas 
que indirectamente pueden incidir sobre determina­
dos delitos a la vez que implica un nivel de circulación 
de bienes y personas que multiplica los blancos de de­
lito. Por su parte, la relación con la policía es crecien­
temente conflictiva, sobre todo con los jóvenes de ba­
rrios populares. Estas hipótesis por ahora precisan 
verificación porque, sin duda, comprender los víncu­
los entre ambos hechos es uno de los mayores desa­



fíos académicos y políticos de las ciencias sociales 
latinoamericanas de hoy.

Las políticas de seguridad

¿Qué impacto han tenido las políticas del período en 
el delito y, más particularmente, en aquellas facetas 
más vinculadas con la desigualdad? Es un interrogan­
te de difícil respuesta por varias razones: en primer 
lugar, las políticas de seguridad no han sido evaluadas 
y tampoco han tenido como objetivo específico inci­
dir sobre la relación entre delito y desigualdad. En 
segundo lugar, hay un problema de escalas e incum­
bencias: la política concreta de seguridad, la acción 
policial y otras medidas, es responsabilidad de las 
provincias, por lo que los eventuales planes de seguri­
dad nacionales tienen un impacto muy limitado, a lo 
sumo en la caba y, más ocasionalmente, en otras ju­
risdicciones, si de manera voluntaria deciden sumar­
se a alguna medida. Por ende, para un panorama 
conclusivo, sería necesario tomar en cuenta las polí­
ticas realizadas en la provincia de Buenos Aires y en 
la caba de manera autónoma, y sumar los principales 
centros como Córdoba, Santa Fe y Mendoza.

Una vez establecidos estos recaudos, lo primero 
para señalar es que nuestro período de interés no se 
ha caracterizado por tener a la inseguridad entre los



principales objetivos de las políticas, a pesar de la alta 
preocupación social por el tema. En efecto, nuestro 
período de estudio no ha tenido un carácter innova­
dor o reformista en la materia, con excepción de cier­
tas medidas puntuales. Así, en estos diez años, ha 
habido una cantidad importante de anuncios sobre 
planes y medidas ligados a la inseguridad, pero en la 
práctica no se ha concretado un proyecto sostenido 
en el tiempo con prioridades, objetivos y metas por 
alcanzar. En verdad, se había presentado un plan de 
seguridad interesante en el año 2003, pero no llegó a 
aplicarse, salvo medidas muy puntuales.

En líneas generales, en todo el período no se aban­
donó el tradicional cariz altamente centrado en la 
policía de toda estrategia y reflexión de seguridad. 
En efecto, una crítica habitual a los gobiernos desde 
la transición democrática ha sido la carencia de una 
reflexión y una estrategia de seguridad urbana inte­
gral, dentro de la cual la policía sea uno de los pila­
res, pero no el eje de toda la política. Esto no ha cam­
biado tampoco en este período. En tal sentido, el eje 
del debate sobre la institución ha seguido siendo la 
llamada delegación de la seguridad en la policía, en 
cuanto el poder político confía la estrategia de segu­
ridad a las fuerzas sin inmiscuirse en sus asuntos in­
ternos. Frente a esto ha habido intentos puntuales de 
retomar el mando civil sobre las fuerzas (por ejem­
plo, en la provincia de Buenos Aires, cuando León



Arslanián fue ministro de Seguridad), pero luego 
hubo un retroceso con el cambio de gobernación y la 
entrada de Daniel Scioli a la provincia.

También cuando se creó el Ministerio de Seguri­
dad de la Nación con Nilda Garré hubo intentos de 
construir un control civil de la Policía Federal, pero 
la gestión tuvo una duración muy limitada y no llegó 
a plasmarse en cambios duraderos. Ha habido otros 
procesos de reformas policiales —en algunos casos, 
integrales; en otros, parciales y aún en desarrollo— 
en las provincias de Santa Fe, Córdoba, Chaco, Río 
Negro, Mendoza, Chubut. Todavía es temprano para 
evaluar el alcance de las reformas y sus resultados. 
Además, los conflictos en 2013 en Santa Fe, ligados, 
en apariencia, al narcotráfico, y los acuartelamientos en 
Córdoba y Chaco en el mismo año tampoco propor­
cionan las mejores condiciones para evaluarlas.

En cuanto a la policía, quizá la política más inte­
resante y en relación directa con la desigualdad se 
haya realizado en los primeros años del gobierno de 
Néstor Kirchner, con la directiva a las fuerzas de se­
guridad de no usar armas de fuego en las manifesta­
ciones sociales (véase Sain, 2011). Esa política permi­
tió que, en períodos de alta conflictividad en 2003 y 
2004, se limitara la violencia policial; si bien más tar­
de, tanto en la c a b a  como en distintas provincias don­
de se produjeron conflictos por tierras, viviendas o 
protestas de todo tipo, se volvió a usar la fuerza repre­



siva y se produjeron muertes. En la misma dirección, 
hubo intentos con éxito diverso de luchar contra las 
formas más brutales de la violencia policial y, gracias 
a la acción de los organismos de derechos humanos y, 
en gran medida, a acciones de agencias del Estado, la 
violencia policial está en la agenda política y es total­
mente condenada por la mayor parte de la opinión 
pública nacional. En los últimos años, sin embargo, 
los organismos de derechos humanos señalan un re­
brote de apremios, torturas, desapariciones y muer­
tes a manos de la policía, en general sobre jóvenes de 
sectores populares en distintas provincias; y un nue­
vo proyecto de ley para limitar las manifestaciones 
públicas en abril de 2014 ha generado profunda 
preocupación y severas críticas de los organismos de 
derechos humanos.

Un tercer tema ligado con la policía es el incre­
mento de la presión policial, y en ciertos casos, tam­
bién de la Gendarmería y la Prefectura, en zonas 
consideradas peligrosas del conurbano bonaerense y 
de otros centros urbanos del país. Esto ha tenido 
como resultado un incremento de la conflictividad 
sobre todo con los jóvenes del lugar, que, como he­
mos dicho, son constantemente parados y controla­
dos, pero al mismo tiempo no se sienten protegidos. 
En efecto, una de las críticas a tales formas de pre­
sión es que toman a la población residente como una 
'amenaza" para la zona circundante y no como me­



recedores de protección. En contrapartida, hay algu­
nas experiencias puntuales que han sido interesan­
tes, como las policías barriales en barrios y 
asentamientos de la c a b a . Se trata de una medida que 
fue iniciada por la ministra Garré. En tanto que se 
trabajaba en conjunto con mesas barriales de seguri­
dad, la relación establecida con los barrios fue de pro­
tección más que de control. Por otro lado, en la mis­
ma ciudad, ciertas formas de patrullaje en barrios 
más afectados por el delito —el llamado Cinturón 
Sur— parecen haber tenido un impacto positivo en la 
disminución de la inseguridad en dichas zonas popu­
lares de la capital y quizás expliquen en parte la re­
ducción de la victimización en l a  c a b a  que señalamos 
en un apartado previo.

En cuanto a la política penal, hubo un endureci­
miento de leyes penales en 2004 luego del caso Blum- 
berg, un joven de clase media que fue secuestrado y 
asesinado. Ya se ha presentado el anteproyecto de re­
forma del Código Penal liderada por Raúl Zaffaroni, 
con participación de representantes y legisladores de 
distintos partidos, pero el debate está vírtualmente 
suspendido debido a las reacciones en contra que lo­
graron suscitar algunos dirigentes políticos en la opi­
nión pública, sin mediar ninguna discusión seria so­
bre sus contenidos. Por otro lado, también se produjo 
un significativo incremento de la población privada 
de libertad. Máximo Sozzo (2014) muestra que lo



mismo ha sucedido en los otros países de la región 
con regímenes de centroizquierda o nacional popula­
res. En efecto, mientras en Argentina la tasa de apri­
sionamiento creció el 24% en el período 2002-2012, 
en Brasil en el mismo lapso ascendió el 104%; en Bo- 
livia, entre 2005 y 2012, el 80%; y en Venezuela, entre 
1998 y 2012, el 58%. Esto lleva a un cuestionamiento 
sobre la dificultad que tienen estos gobiernos para 
implementar medidas progresistas en materia penal.

En cuanto a políticas de seguridad no policiales, 
ha habido algunos programas dispersos, sin una gran 
continuidad ni inversión y tampoco sin evaluaciones 
difundidas para conocer su impacto. Entre tales pro­
gramas se destacó el llamado Comunidades Vulnera­
bles, que planteaba acciones integradoras y formati- 
vas con una transferencia de ingresos para jóvenes en 
riesgo o en conflicto con la ley y que se aplicó en con­
tados municipios del país y hoy está desactivado. En 
la provincia de Buenos Aires, más recientemente, el 
Programa Envión Volver tenía una población objeti­
vo similar. Más allá de algunas críticas que puedan 
hacerse a ambos programas, han sido iniciativas in­
teresantes; pero nunca tuvieron un lugar significati­
vo en la estrategia de seguridad, lo cual se observa en 
el escaso presupuesto y en los pocos recursos huma­
nos destinados.

Ha habido, a nuestro entender, una serie de inicia­
tivas que tuvieron un impacto positivo, si bien quizá



limitado, sobre la relación entre delito y desigualdad. 
Entre ellas, el Plan de Desarme Voluntario, iniciado 
en 2007, logró que disminuyera la circulación de ar­
mas en zonas de altas tasas de homicidio; el interés 
en el tema de la trata que se observó en el Ministerio 
de Seguridad de la Nación puso en agenda un proble­
ma que afecta a los sectores más vulnerables; se esta­
blecieron modificaciones en la formación de la Poli­
cía Federal; en la provincia de Buenos Aires, los foros 
de seguridad durante la gestión del doctor Arslanián 
fueron ámbitos en los cuales ciertas comunidades pu­
dieron debatir y generar su propia agenda de temas y 
preocupaciones; un programa piloto en la ciudad de 
Santa Fe en barrios con altas tasas de homicidio po­
sibilitó su disminución mediante una perspectiva no­
vedosa sobre la relación entre cultura juvenil y con- 
flictividad. La provincia del Chubut tiene una serie de 
iniciativas en el Poder Judicial, en particular en el 
caso de los jóvenes en conflicto con la ley, con un ses­
go claramente progresista. Ha habido algunas medi­
das más, pero, en general, de carácter muy puntual y 
sin una duración suficiente.

En resumen, si bien no hay evaluaciones sobre el 
impacto de estas medidas, podemos afirmar que no 
ha sido un período de innovación en temas de seguri­
dad en general. Tampoco las medidas implementadas 
han contribuido necesariamente a disminuir la victi­
mización de los sectores más desaventajados, sino



que la mayor seguridad, tanto por la acción pública 
como la privada, suele concentrarse en las zonas más 
prósperas. Como dato positivo, desde 2003 se registra 
la disminución de los homicidios, por lo cual debería 
analizarse si determinadas políticas influyeron en ello. 
En contraposición con la reversión general, se mantie­
nen tasas altas en las zonas más desfavorecidas. Final­
mente, durante el año 2013, se ha asistido a signos 
preocupantes en la provincia de Buenos Aires hacia 
un giro más punitivo en la materia. También en Cór­
doba y en general se plantea la inquietud de un nuevo 
consenso en parte de la dirigencia política hacia una 
actualización de las políticas de “mano dura", con 
novedosos discursos, prácticas y alianzas politico­
económicas (como, por ejemplo, sostener una ame­
naza del narcotráfico en el país y de allí propulsar 
discursos de "guerra”, cuyas consecuencias en toda 
la región han sido nefastas).

La e x t e n s i ó n  d e l  s e n t i m i e n t o  d e  in s e g u r id a d

En el inicio del capítulo afirmábamos que el incre­
mento del delito implica una situación de desigual­
dad para la población en general. En efecto, más allá 
de la victimización efectiva y sus diferencias por cla­
ses, toda la vida de la sociedad se ve afectada cuando 
la preocupación del delito se extiende. Nos referi­



mos en particular a lo que podría llamarse, para di­
ferenciarla de la inseguridad objetiva, la subjetiva, 
que hemos denominado sentimiento de inseguridad 
(Kessler, 2009). Usamos ese concepto en lugar del de 
miedo al crimen, habitual en la criminología anglo­
sajona, puesto que en nuestra reflexión, si bien las 
referencias al temor no dejan de ocupar un lugar cen­
tral, se incluyen otras emociones suscitadas, como la 
ira, la indignación o la impotencia. También com­
prende las preocupaciones políticas, los relatos so­
bre sus causas y las acciones que conform arán la 
gestión de la inseguridad.

Distintos estudios internacionales han señalado 
que el incremento de la sensación de inseguridad 
afecta la calidad de vida, favorece el apoyo a las polí­
ticas más punitivas, contribuye a la deslegitimación 
de la justicia penal, promueve el consenso en torno a 
las acciones "por mano propia" y a la difusión del 
armamentismo. En relación con la desigualdad, el 
aumento del temor también disminuye el apoyo a po­
líticas sociales, en cuanto los sectores populares son 
vistos como peligrosos y no "merecedores” de ayuda, 
lo que incrementa entonces las desigualdades ya exis­
tentes. El aumento del temor provoca cambios en la 
vida cotidiana: restricción de salidas, sobre todo noc­
turnas; aumento del gasto en dispositivos de seguri­
dad y en servicios privados de vigilancia. Asimismo, 
se afirma que el crecimiento del delito incrementa las



actitudes punitivas, es decir, la propensión social a 
exigir castigos más duros, y en ciertos casos implica 
una mayor tolerancia o directamente el apoyo a las 
acciones de violencia policial contra los sectores con­
siderados peligrosos.

A pesar de lo dicho más arriba, en el caso argentino 
no hay pruebas de que el aumento del temor haya 
implicado tal incremento de las actitudes punitivas, 
como ha demostrado Alejandra Otamendi (2012) 
para el área metropolitana. Nuestros propios traba­
jos no encontraron tampoco un efecto automático 
del temor en el autoritarismo. De todos modos, el 
análisis de distintas encuestas permite señalar desde 
la restauración democrática la persistencia de un 
"polo autoritario-punitivo" que agrupa alrededor de 
un tercio de la población y que puede ir cambiando 
en sus manifestaciones de autoritarismo para pasar, 
por ejemplo, de un apoyo a la dictadura militar al 
comienzo de dichas mediciones hacia una paulatina 
concentración en actitudes punitivas contra el delito 
(fueron alrededor del 30% los encuestados que justi­
ficaron los linchamientos producidos en abril de
2014 en una encuesta publicada días después). Pero 
más allá de este polo punitivo, cuyo autoritarismo es 
independiente de toda experiencia de victimización 
o de incremento de la preocupación por el tema, en 
el resto de la población sostenemos que el sentimien­
to de inseguridad es en gran medida procesado por



la ideología política previa. De todos modos —obser­
vábamos en nuestra investigación—, la extensión de 
la inseguridad podía socavar lo preexistente, produ­
ciendo lo que llamamos "deslizamientos punitivos” 
entre quienes tenían en principio una explicación 
más social del aumento del delito. En efecto, la pro­
pia disminución de la desigualdad erosiona también 
el peso de estos argumentos entre quienes los han 
sostenido tiempo antes.

Pero si bien el autoritarismo no es un efecto me­
cánico de la difusión de la inquietud, el cambio más 
evidente y extendido es la intensificación de un tipo 
de práctica social observada y que, siguiendo a Mi- 
chalis Líanos y Mary Douglas (2000), llamamos "pre­
sunción generalizada de peligrosidad”. Se trata del 
trabajo de decodificacíón de las eventuales amena­
zas en todas las interacciones y espacios: intentar 
reconocerlas por gestos, rasgos o silencios; colocar 
dispositivos para detectar los peligros y mantenerlos 
a distancia. Esto retroalimenta una disminución ge­
neralizada de la confianza, afecta todos los planos de 
la vida social y lleva a clasificar los lugares entre res­
guardados o potencialmente peligrosos. La generali­
zación de la sospecha tiene cierta continuidad entre 
prácticas sociales extendidas con acciones públicas. 
En el plano microsocial, conlleva formas de elusíón 
preventiva del otro que, más allá de la intención ma­
nifiesta de quien cree protegerse, produce una evi­



dente discriminación de aquellos que son evitados en 
los entrecruzamientos urbanos: “Ellos te distinguen, 
por cómo te vestís, sos una negra para ellos, cruzan 
la calle, se cambian de asiento en el tren, como si 
fueras a robarles, y te sentís muy mal", nos decía con 
amargura una joven de los suburbios de Buenos Ai­
res en 2008. En un plano más general, esto ayuda a 
explicar las escasas reacciones contrarías y hasta el 
apoyo a formas de control por parte de las fuerzas de 
seguridad de asentamientos precarios y barrios tipi­
ficados como peligrosos.

Así, la presunción de peligrosidad generalizada 
conlleva un riesgo profundo y subrepticio, porque no 
se plantea como estigmatizador en la intención, pero 
indudablemente lo es. Por otro lado, no sostiene la 
impugnación de toda diferencia, sino que puede con­
vivir con la aceptación de formas de diversidad y al- 
teridad (como, por ejemplo, la orientación sexual o 
religiosa), pero rechazar violentamente las que pa­
rezcan en potencia amenazantes. Esta presunción ha 
modificado las relaciones entre los individuos en ge­
neral y más aun entre las clases. Una investigación 
sobre jóvenes en cuatro ciudades del M ercosur 
—Buenos Aires, Río de Janeiro, Asunción y Montevi­
deo—• mostraba que la percepción de discriminación 
era mayor en la capital argentina ( p n i i d , 2009b). No 
creemos que objetivamente la discriminación sea 
mayor en Buenos Aires, pero no dudamos de que la



sensibilidad local frente al tema es muy alta, debido 
a la fortaleza relativa de los legados históricos de 
igualdad y los más novedosos avances en el respeto 
por (casi) todo tipo de diferencias.

De este modo, a la par de las altas tasas de victimi­
zación, la extensión del sentimiento de inseguridad 
implica para toda la sociedad una pérdida de calidad 
de vida, en cuanto introduce un factor de preocupa­
ción que tiene implicancias negativas en los distintos 
aspectos de la vida cotidiana. Y, más específicamente 
para los sectores más desaventajados, y sobre todo si 
son jóvenes y varones, implica un proceso de estig- 
matización y percepción de amenaza que vulnera 
derechos fundamentales e impacta negativamente en 
su vida cotidiana.

En r e s u m e n

Finalizamos nuestro recorrido indagando en la rela­
ción entre desigualdad y delito. Hemos sostenido, en 
primer lugar, que la persistencia de altas tasas de de­
lito implica una pérdida en la calidad de vida gene­
ral, en tanto que hay más probabilidades objetivas de 
ser víctima de un hecho que en un pasado o en un 
lugar con tasas más bajas; y, a su vez, esto conlleva 
una preocupación omnipresente en la vida cotidiana. 
En tal sentido, señalamos que, luego del gran pico de



delitos posteriores a la crisis de 2001, se advierte una 
caída en el número de hechos entre 2002 y 2008. En 
líneas generales, como dato positivo, hay una ten­
dencia de la década a la disminución, al menos hasta 
2008, de los delitos contra la propiedad y hasta 2010 
(último dato disponible a nivel nacional) también de 
los homicidios. Las tasas de homicidio, según los da­
tos oficiales, habrían descendido desde 2003 y se ubi­
carían entre las más bajas de América Latina. Pero 
más allá de las diferencias por jurisdicciones y tipo 
de delito, en nuestro período de interés, no se logra 
bajar del umbral de delito alcanzado durante los 
años noventa. En tal sentido, no puede decirse que 
en este problema se haya podido revertir el incre­
mento producido en la década precedente. Por otro 
lado, desde 2008, si bien no tenemos datos oficiales, 
las evidencias con las que contamos marcan un au­
mento de la victimización, que hacia fines de 2013 
alcanzó un pico cercano al 40% (lo que constituye un 
porcentaje muy elevado) en casi todas las grandes y 
medianas ciudades del país y, en particular, en el co- 
nurbano bonaerense.

En segundo lugar, nos preguntamos qué sectores 
sociales son más frecuentemente víctimas de los deli­
tos. En general, las encuestas de victimización mues­
tran que las probabilidades de sufrir un hecho se in­
crementan a medida que se desciende en la estructura 
social. Sin embargo, las diferencias más notables se



exhiben en los homicidios. Si bien los datos que tene­
mos están limitados á algunas circunscripciones y nos 
dan información sobre la zona y no sobre la pertenen­
cia social de las víctimas, parece haber evidencias su­
ficientes para señalar que los homicidios están concen­
trados en los barrios y las periferias más carenciados 
de las grandes urbes. En este delito de altísima grave­
dad, las desigualdades de clase cuentan más que en 
los otros hechos.

En tercer lugar, presentamos las distintas explica­
ciones establecidas por las ciencias sociales locales so­
bre el aumento del delito. En general, muchos de estos 
trabajos pudieron establecer su correlación con el in­
cremento de la desigualdad. Ahora bien, la reversión 
de la desigualdad sin una caída similar de los hechos 
está planteando un interrogante intelectual y político a 
los países de la región, entre ellos, el nuestro. Presenta­
mos entonces una serie de hipótesis a explorar sobre la 
relación entre ambos fenómenos. Planteamos una se­
rie de paradojas e interrogantes del tiempo actual: más 
trabajo, pero más estigmatización y menos oportuni­
dades en determinados territorios; más consumo, pero 
más peso creciente de la privación relativa en momen­
tos de reactivación, la conformación de mercados de 
delito en décadas pasadas así como la pregunta sobre 
si los indicadores de desigualdad llegan a captarla pre­
sencia de nichos de exclusión en determinados territo­
rios, entre otras líneas para indagar.



Nos referimos brevemente a las políticas del pe­
ríodo. Decíamos al respecto que, si bien este fue un 
ciclo de innovación y reformas en distintas áreas, no 
lo fue en seguridad. Con excepción de ciertas medi­
das puntuales, se mantuvo el sesgo altamente centra­
do en la acción policial para tratar la seguridad, que 
ha caracterizado las políticas desde la reinstauración 
democrática. En efecto, no se avanzó en programas, 
planes o políticas integrales e innovadoras en la ma­
teria, y, sobre todo, aquellas iniciativas interesantes 
fueron de alcance muy puntual o no tuvieron la du­
ración en el tiempo necesaria para que pudieran sur­
tir efecto y evaluarse.

Por último, señalamos algunas de las implicancias 
de la extensión de la preocupación por el delito en la 
vida cotidiana. Como dijimos, a la par del delito obje­
tivo, existe una altísima preocupación por el tema. 
Nos interesaba subrayar cómo dicha inquietud afecta­
ba todas las facetas de la vida cotidiana y de las rela­
ciones entre los individuos, conllevando una pérdida 
en la calidad de vida para el conjunto de la población 
y, muy en particular, para aquellos sectores que, al 
mismo tiempo que experimentan dicha inseguridad, 
son percibidos como potencialmente peligrosos por 
las fuerzas de seguridad y por parte de la sociedad. 
En pocas palabras, en este tema de tanta importan­
cia, son muchas las deudas pendientes de nuestro 
período de estudio.



REFLEXIONES FINALES

En este libro presentamos tendencias contrapues­
tas de igualdad y desigualdad en los años transcurri­
dos desde 2003 hasta 2013. A partir de preguntamos 
en qué dimensiones y con qué intensidad la sociedad 
argentina era hoy más o menos desigual que en el 
pasado reciente, indagamos el mercado de trabajo; 
la distribución del ingreso; la situación de la salud, la 
educación y la vivienda; los territorios y la concen­
tración geográfica; la infraestructura; la cuestión ru­
ral y la seguridad. Ilustramos con indicadores y da­
tos los distintos procesos y problemas, procurando 
elucidar las claves de los debates y de las posiciones 
encontradas.

Consideramos que ni una postura acrítica y cele- 
bratoria ni otra que no tomara en cuenta logros que 
ya constituyen activos para la sociedad eran las ade­
cuadas para pensar los desafíos del presente. Hemos 
sostenido que en los encontrados balances sobre el 
período gravitan decisiones tomadas de antemano 
frente a una serie de interrogantes clave, entre ellos: la 
forma de considerar las condiciones iniciales, los hi­
tos temporales de comparación, los indicadores utili­



zados y su comparación con otros países. Para noso­
tros, entonces, también fue necesario explicitar las 
decisiones que, pensamos, eran más adecuadas tomar 
en cada caso. Así, nos propusimos contemplar la si­
tuación en 2003, para evaluar lo hecho a partir de ahí, 
asumiendo que, además de la gravedad del momento, 
había en general carencias de más larga data y que en 
cada tema podría haber temporalidades, ciclos y pun­
tos de inflexión particulares. Partimos de una concep­
ción muí tifacética de la desigualdad y planteamos 
como horizonte para la elección de datos e indicado­
res un ideal de igualdad de posiciones. Intentamos 
comparar con tendencias y períodos del pasado en 
lugar de contrastar años aislados, y elegir una varie­
dad de indicadores en cada tema en vez de tomar uno 
que, supuestamente, sintetizara toda la situación. Fi­
nalmente, fuimos cotejando nuestro desempeño con 
el de otros países, sobre todo de nuestra región.

Emprendimos un recorrido analítico por las di­
mensiones elegidas, cuyas tendencias contrapuestas 
presentamos en cada capítulo. En las páginas de cie­
rre, quisiéramos reponer una mirada general, estable­
ciendo patrones comunes y transversales a los distin­
tos temas y haciendo hincapié en la forma en que esas 
tendencias contrapuestas afectan a distintos grupos y 
categorías sociales. Una de las ventajas de la noción 
de desigualdad frente a otros conceptos es que permite 
superar la mirada dirigida solo a grupos específicos y,



en cambio, establecer las relaciones entre ellos y con 
procesos más generales. Ahora bien, para reflexionar 
cómo impacta en las poblaciones, nos será de utilidad 
volver a vincularla con nociones tales como exclusión, 
condiciones de vida, riesgos y capacidades.

Antes de ello, quisiéramos revisar aquellas tenden­
cias que más claramente muestran un aumento de la 
igualdad en el período. En primer lugar, la reducción 
de desigualdades en determinados grupos y catego­
rías, en particular entre trabajadores, sobre todo los 
asalariados, y más si se trata de aquellos registrados 
y urbanos. Han gravitado sobre todo distintas varia­
bles económicas y políticas laborales: la mayor de­
manda de trabajo y la llamada "reregulación" de las 
relaciones de trabajo, es decir, la fijación periódica 
de aumentos salariales, las negociaciones colecti­
vas, el aumento del empleo registrado, entre otras. 
Recuperación significativa e incontestable hasta 
2007-2008, luego de lo cual hay mayores controver­
sias, producto sobre todo de la inflación, para algu­
nos también por el peso del impuesto a las ganan­
cias y, en especial, de una m enor capacidad de la 
economía en seguir generando empleo de calidad. A 
esto se agrega un segundo proceso, que conlleva ma­
yor igualdad, en cierta medida consecuencia del pri­
mero. Nos referimos a la gran extensión de cobertu­
ras de diverso tipo: el incremento del número de 
jubilaciones, de distintos tipos de pensiones, de los



beneficiarios de la Asignación Universal por Hijo, de 
la población afiliada o poseedora de alguna cobertu­
ra de salud y, siguiendo una tendencia previa, de los 
aumentos, si bien en ciertos ciclos ralentizados, de la 
inclusión educativa. Una ampliación de coberturas 
que benefició sobre todo a los sectores más bajos y a 
las provincias más relegadas.

¿Qué sucede cuando cotejamos estas tendencias 
con otros períodos y países? En relación con la dis­
tribución del ingreso, las remuneraciones laborales 
y la pobreza, se recuperó en general lo perdido desde 
la crisis de 2001 hasta 2003; un logro no menor, ya 
que la caída en ese lapso de tiempo fue mucha. Al fin 
de nuestro recorrido, los indicadores exhiben valores 
comparables a distintos años de la década de 1990. 
En ciertos casos —como, por ejemplo, la distribución 
de ingresos entre capital y trabajo—, no se ha logrado 
revertir los factores causales de las dinámicas regresi­
vas de varias décadas previas, Sin embargo, una dife­
rencia central es que, mientras en el decenio previo la 
tendencia general fue hacia un aumento de las desi­
gualdades, en este ha sido la paulatina o más rápida 
disminución de su intensidad, si bien con un estanca­
miento en los últimos tres o cuatro años. Amén de 
ello, para algunos de los expertos —aunque no to­
dos—, al considerar la distribución luego de los im­
puestos y del gasto público, las diferencias en térmi­
nos de igualdad con dicha década serían cuantiosas.



En otras cuestiones, como el aumento de las pro­
tecciones jubilatorias y de salud o del empleo registra­
do, las ganancias son muy significativas no solo respec­
to de dicha década, sino de otras previas. También 
hubo cambios cualitativos, ya que las coberturas ope­
raron sobre áreas novedosas, como la disminución de 
la brecha digital por el Programa Conectar Igualdad o la 
obtención de reivindicaciones laborales de larga data 
gracias a las leyes para el empleo rural y el doméstico. 
Mirado hasta aquí, nuestro período de estudio reunió 
reivindicaciones históricas con una recuperación de lo 
perdido en la crisis de 2001 y una reversión o, cuando 
menos, un freno a las tendencias hacia el aumento de 
la desigualdad comenzada en la última dictadura mili­
tar y, en ciertos temas, en años previos.

De este modo, al comparamos con la región, nues­
tro desempeño en temas como la disminución del 
coeficiente de Gini y de la pobreza o el nivel de inclu­
sión de nuestro sistema educativo, el incremento de 
las jubilaciones y la cobertura de salud nos ubica en 
un lugar satisfactorio. En otros, por el contrario, los 
resultados no nos resultan favorables, por ejemplo, en 
calidad educativa, en ganancias en términos de salud 
y enfermedad arbitrados por el gasto o en mejoras en 
las formas de habitar (ya sea por el acceso a créditos o 
a tierras, o por la situación de los barrios más preca­
rios). Pueden señalarse avances en varios de estos te­
mas, pero, cuando se compara con otros países, en



general se vislumbra que han sido con mayores costos, 
de menor alcance y, en ciertos casos, menos progresi­
vos. Por su parte, en temas tales como infraestructura, 
en relación con la inversión, nos encontramos en una 
situación bastante similar a un promedio regional in­
suficiente; y un balance entre inversión y subsidios 
que resulta muy desfavorable. En otros temas, como 
la concentración geográfica de la riqueza o las tasas 
de victimización, no hubo cambios positivos de im­
portancia. En líneas generales, podemos decir que fue 
un período muy bueno en lo que respecta a la exten­
sión de coberturas, positivo también en la "reregula­
ción" de relaciones de trabajo, pero menos favorable 
a medida que nos alejamos de aquello que puede ac­
cionar más directamente el mercado de trabajo, en 
particular, el urbano y el más protegido. Esto lleva a 
que, si nos guiamos por las evaluaciones y compara­
ciones internacionales, con todas sus limitaciones, 
nuestro país es más desigual en calidad de educación, 
en salud, en vivienda, en la probabilidad de sufrir 
ciertos delitos y en la concentración de la tierra que 
respecto de la distribución del ingreso. En tal sentido, 
hubo sobre todo un incremento de la igualdad de po­
siciones en comparación con el pasado cercano, sobre 
todo entre aquellos que pudieron ubicarse en el mer­
cado de trabajo más protegido o ser incluidos en algu­
nas de las coberturas extendidas, en particular las ju- 
bilatorias y las obras sociales.



Ahora centrémonos en los impactos de las ten­
dencias contrapuestas en distintos grupos. En pri­
m er lugar, la disminución de la desigualdad puede 
coexistir con situaciones de exclusión en la misma 
esfera. En el mercado de trabajo, se cristalizaba so­
bre todo en el llamado "polo marginal”. Está sujeto 
a discusión qué categorías o grupos incluir, si parte 
o todo el empleo no registrado; qué hacer con los 
trabajadores desalentados; qué lím ite establecer 
para referirse a situaciones críticas de empleo. Y 
hemos cuestionado imágenes mediáticas de los "jó­
venes ni-ni" como un supuesto grupo homogéneo 
de desescolarizados y desocupados. Pero de un 
modo u otro, y con diferencias entre los planteos, lo 
cierto es que en dicho polo marginal se engloba, o al 
menos en una variedad de situaciones laborales crí­
ticas, a una parte considerable de la población eco­
nómicamente activa. Y sobre todo, en los últimos 
años hay un amplio consenso sobre los límites ac­
tuales de la estrategia económica para seguir crean­
do empleo. Se podrá argum entar que hay políticas 
de ingreso compensatorias, pero sin duda son insu­
ficientes para asegurar un nivel de vida adecuado y, 
en términos de desigualdad, se corre el riesgo de re- 
configurar un Estado estratificado con protecciones 
para los asalariados registrados y otros grupos en 
mejor situación destinando políticas de asistencia o 
de transferencia de ingresos muy limitadas para los



excluidos, un modelo alejado de un ideal de igual­
dad de posiciones.

No se trata solo de una situación del mercado de 
trabajo: en cada dimensión analizada, puede demar­
carse lo que denominamos un núcleo de exclusión 
estructural. En ciertos casos, eran los mismos los ex­
cluidos en distintas esferas; en otros, se debían a las 
consecuencias de vicisitudes específicas de alguna de 
aquellas. Así, podríamos agrupar a quienes permane­
cen excluidos o expulsados del sistema escolar, los que 
sufren ciertas “enfermedades catastróficas” u otras 
graves sin adecuada cobertura o sin acceso a los servi­
cios, quienes tienen las mayores dificultades de vivien­
da, los expulsados de sus tierras, los que sufren mayor 
violencia de distinto tipo y quienes viven en zonas re­
legadas, donde carencias de infraestructura y de opor­
tunidades se retroalimentan. La mirada territorial 
mostraba la heterogeneidad de las formas de exclu­
sión que existen en el país. Atenuando la separación 
tajante entre provincias ricas y pobres, se advertía 
una diversidad de situaciones localizadas en áreas 
urbanas de distinta talla, zonas periurbanas y rurales. 
La mejora general de la situación no pareció repercu­
tir en una disminución de las brechas de desarrollo, 
destacándose la particular situación desfavorable del 
Noroeste y, más claramente, del Noreste. Hemos se­
ñalado políticas dirigidas a estos sectores y provin­
cias. No son situaciones nuevas; en muchos casos, la



relegación es histórica o de varias décadas previas, 
pero lo que nos importa señalar es que perduran nú­
cleos profundos de exclusión. En estos casos, no se 
advertía ni igualdad de posiciones en el presente, ni 
igualdad de oportunidades en vistas al futuro, dado 
que la reproducción de las malas condiciones de vida 
se vislumbraba como un destino probable. Así las co­
sas, se observa la existencia de polos y núcleos de ex­
clusión que pueden convivir con el aumento de la 
igualdad de posiciones entre quienes están cubiertos 
o viviendo en zonas mejor provistas. Se trata de la 
principal tendencia contrapuesta y hacia donde debe­
rían dirigirse sobre todo nuestros esfuerzos.

Una segunda comparación a contraluz articula la 
noción de desigualdad con la de condiciones de vida 
y bienestar. Comprende situaciones en las que la ex­
clusión no sería tan evidente como en los casos ante­
riores, pero donde es incontestable la intensidad de 
las desigualdades en la calidad y la cantidad de bie­
nes y servicios a los que acceden distintos grupos so­
ciales o territoriales. A fin de cuentas, se puede tener 
acceso a determinados bienes y servicios, pero de 
una calidad tan baja y con tanta desigualdad en rela­
ción con otros sectores que, a la par de la inclusión o 
el acceso, se registra un diferencial de condiciones de 
vida y un bajísimo nivel de bienestar. Nos referimos 
en particular a los déficits de infraestructura, a los 
peores transportes, a las malas condiciones del en­



torno de la vivienda q de la misma casa. Es difícil 
establecer un juicio conclusivo sobre si estas situa­
ciones empeoraron en la época; pero muchas de 
ellas, producto de la falta de inversiones y las caren­
cias de larga data, se conjugaron con un creciente 
malestar social y múltiples demandas sociales en pos 
de su mejoramiento.

A esto se agrega una cuestión central: muchas de es­
tas mismas desigualdades entrañan situaciones de ries­
go diferenciales, en la medida en que son más proba­
bles desenlaces trágicos o altamente perniciosos. 
Peores transportes no son solo un sufrimiento coti­
diano y mayor tiempo consumido a diario, sino una 
mayor probabilidad de sufrir un accidente; caminos 
defectuosos pueden llevar a que en caso de una enfer­
medad no se llegue a los servicios de salud; la falta de 
obras en zonas inundables desembocará en trage­
dias; vivir en áreas altamente contaminadas causa 
más enfermedades; la concentración de homicidios y 
de presión policial en determinadas zonas incremen­
ta la posibilidad de represión o de una muerte violenta 
para quienes las habitan. Esta faceta de la desi­
gualdad conlleva la doble dimensión del riesgo. Una 
es objetiva y calculable: la mayor probabilidad de 
tener un percance trágico; la otra es subjetiva pero 
omnipresente: vivir con la experiencia de dicha ame­
naza que, aun si no se concretase, implica mayor ni­
vel de estrés y de sufrimiento.



En cuarto lugar, esa misma conjunción de inclusión 
con desigualdades internas podrá tener consecuencias 
futuras. En este caso, es la noción de capacidades de 
Amartya Sen la que nos resulta de utilidad, en cuanto 
se define como la disponibilidad diferencial de liber­
tad que tienen los distintos grupos sociales para elegir 
opciones de vida. Una peor educación, una salud más 
deficiente, un hábitat con mayores carencias o menores 
seguridades, un ambiente inseguro, más dificultades de 
transporte pueden no tener un desenlace trágico, pero 
sí contribuir a una reproducción de las desigualdades 
en el futuro en cuanto quienes las padezcan tendrán 
menores capacidades y posibilidades de elección de 
una vida autónoma, de incrementar las opciones para 
su desarrollo personal, de participar activamente en la 
vida pública. Así, en resumidas cuentas, las principa­
les tendencias contrapuestas operan sobre distintos 
grupos y categorías, y generan polos o núcleos de ex­
clusión, menores capacidades y, por ende, desigual­
dad de oportunidades, peores condiciones de vida y 
mayores riesgos.

Hay otras tendencias contrapuestas generales del 
período transcurrido. Una primera marca de la épo­
ca, encontrada en distintos temas del libro: en m u­
chas cuestiones se evidencia un mejoramiento gene­
ral de distintos indicadores con mantenimiento de 
desigualdades relativas. Esta es reconocible en casi 
todos los temas, pero es muy evidente en relación



con la salud y el hábitat. Así, los indicadores básicos 
vitales mejoran, pero.se mantienen diferencias entre 
las provincias. Algo similar sucede cuando se compa­
ran, entre otras cuestiones, acceso a agua corriente, 
desagües y distintos servicios. Cuando se revisan di­
versos parámetros, es innegable que la situación de 
las provincias más relegadas en valores absolutos ha 
mejorado, pero las brechas de desarrollo se mantie­
nen o, para algunos expertos, se han acentuado. Al 
cotejar también las mejoras en general con las de vi­
llas y asentamientos, podían al mismo tiempo dismi­
nuir en términos absolutos las carencias, pero au­
mentar las brechas de las zonas más precarias res­
pecto de los promedios generales. En síntesis, una 
tendencia contrapuesta de la época son mejoras que 
implican una suerte de elevación general de ciertos 
aspectos de la calidad de vida, pero con una perdura­
bilidad de desigualdades relativas entre grupos y te­
rritorios, de las que se vislumbra una lenta disminu­
ción de la intensidad en algunos casos y en otros su 
persistencia, y hasta su aumento.

La segunda cuestión es la necesidad de analizar 
en forma conjunta la extensión de la inclusión con 
las perdurables o —para algunos y en ciertos te­
mas— crecientes desigualdades internas. Así, es pre­
ciso considerar en forma articulada los innegables 
problemas de calidad del sistema educativo con los 
niveles de inclusión de sectores más desaventajados.



En salud, se trata de poder poner en relación la per­
durable fragmentación del sistema y la decreciente 
solidaridad interna debido al llamado "descreme” de 
las obras sociales con el gran aumento de las cober­
turas de la última década. No se trata de cuestionar 
un argumento con otro ni de m inimizar lo malo o 
solo subrayar los resultados positivos, sino de inten­
tar pensarlos en conjunto a la hora de evaluar igual­
dad y desigualdad en nuestra época y de pensar polí­
ticas que no descuiden ninguno de los dos ejes del 
problema.

¿Qué pasó en este período con las políticas y las 
desigualdades? Como hemos reiterado a lo largo del 
libro, no podíamos ni era nuestro objetivo intentar 
una evaluación pormenorizada, pero sí plantear una 
mirada general en cada dimensión indagada. Han 
quedado políticas e iniciativas sin m encionar así 
como sin desarrollar el análisis de los niveles subna- 
cionales, fundamental en un país federal. Un primer 
rasgo del período es que la política pública ha sido 
mucha y variada: en todos los lemas indagados, en­
contramos iniciativas, anuncios, planes y medidas. 
Sería objeto de otro trabajo investigar cuánto se 
avanzó realmente en cada caso, qué se hizo, cómo o 
cuánto se gastó, qué resultados se obtuvieron y la 
evaluación de sus impactos. En términos generales, 
podríamos decir que las políticas de “reregulación” 
de las relaciones laborales y la de extensión de cober­



turas, en las que participaron sobre todo el Ministe­
rio de Trabajo, la Administración Nacional de la Se­
guridad Social (anses) y el Ministerio de Desarrollo 
Social, gravitaron en la disminución de la desigual­
dad en relación con los ingresos y en la extensión de 
las distintas coberturas. En educación, observamos 
un rol importante de la cartera nacional en el objeti­
vo de normalización del sistema a comienzos del pe­
ríodo con una serie de leyes y medidas, en el aumen­
to del presupuesto educativo, en mejoras de los 
salarios docentes, en mayor número de escuelas y, en 
conjunto con la anses, en el Programa Conectar 
Igualdad. Otras iniciativas tendientes a la inclusión, 
como el Plan Fines, también han sido intentos de dis­
m inuir la desigualdad. En cuanto a las disparidades 
de calidad y de presupuestos provinciales, hay deba­
tes y ciertas iniciativas cuyas consecuencias quizás se 
vean en el futuro, pero no existen todavía resultados 
positivos incontestables.

En salud, el tema central ha sido el gran aumento 
de la cobertura, la perdurabilidad de ciertas políticas 
de distribución de medicamentos y el Plan Nacer, 
inscripto en una tradición de planes matemo-infan- 
tiles. Pero la vocación reformista nos parece menor 
que en las áreas recién mencionadas; las políticas en 
pos de la reducción de la mortalidad por enfermeda­
des no transmisibles y enfermedades vinculadas a la 
pobreza, y la relación entre el gasto y los resultados



en salud de la población no contentan a los expertos. 
En vivienda y hábitat, se dijo, hubo mejoras en gene­
ral en las condiciones de hábitat pero mantenimien­
to de las desigualdades relativas. Se registran inicia­
tivas interesantes como el Plan Federal de Viviendas 
o el Programa Procrear, pero combinadas con una 
falta de políticas sobre suelos y carencias de larga 
data, a las que se suma un incremento general del 
precio de las tierras y las viviendas. Tales iniciativas, 
entonces, no parecen haber tenido todavía un alto 
impacto en la disminución de las desigualdades y, so­
bre todo, en una mejora importante en la situación de 
los barrios precarios. En infraestructura, un tema cla­
ve, si bien se han señalado obras en todos los frentes, 
los niveles de concreción y la eficacia del gasto son un 
interrogante; y también aquí se conjugan décadas de 
falta de obras necesarias con una demanda creciente. 
Por otro lado, la políticas de subsidios, en particular a 
los transportes y, en cierta medida, a la energía, sin 
duda fueron necesarias y equitativas en sus inicios; 
pero desde hace algunos años, sea porque benefician 
a quienes no los pi'ecisan, por las desigualdades entre 
las provincias o zonas o por el desbalance con la in­
versión necesaria, han perdido gran parte de su sesgo 
progresivo.

En la cuestión rural y en relación con la expan­
sión sojera, si bien los impuestos tienen efecto pro­
gresivo, hay un amplio debate sobre impactos regre­



sivos debido a la expulsión de m oradores de sus 
tierras —en particular, de pueblos originarios—, a la 
afectación del medio ambiente; a la disminución del 
margen de maniobza de los productores frente a las 
empresas y a la creciente disminución del trabajo 
rural, si bien se trata de un proceso de larga data. 
Otras voces, es preciso señalar, subrayan el lugar 
central del sector en la innovación productiva y en la 
generación directa, y sobre todo, indirecta, del em­
pleo. En tal sentido, no hemos advertido grandes 
políticas que intentaran compensar estas situacio­
nes negativas, con excepción de la ya mencionada 
ley de trabajo rural y las iniciativas de agencias del 
Estado como el Instituto Nacional de Tecnología 
Agropecuaria (inta), dirigidas a la agricultura fami­
liar. Ha habido una ley para lim itar la propiedad ex­
tranjera de la tierra, pero esto no tiene impacto en la 
concentración en manos locales. La persistencia de 
las brechas de desarrollo testimonia también la ne­
cesidad de más política para tender a la equidad te­
rritorial. Una iniciativa novedosa, el Plan Estratégi­
co Territorial, está todavía en sus comienzos de 
implementación, pero, de concretarse, podría ser un 
intento de planificación y ordenamiento del territo­
rio tendiente a una mayor equidad espacial. En se­
guridad urbana, hubo poca actividad reformista y 
escasos cambios que hayan impactado en una mayor 
igualdad. Pueden señalarse intentos de disminuir la



violencia policial; una tendencia a no ceder, al menos 
en el nivel nacional, a una demagogia punitiva; y 
ciertas medidas e iniciativas interesantes, pero con 
reducido alcance y duración, y con algunos signos 
preocupantes de medidas y propuestas que signifi­
can giros punitivos.

Visto en conjunto, parece que la fortaleza de la 
época fue la inclusión, mediante la extensión de co­
berturas y la disminución o el freno de las tendencias 
al incremento de la desigualdad desde mediados de 
los años setenta. Por supuesto que antes de nuestro 
período de interés hubo algunos años de paréntesis y 
recuperación parcial, pero con tal volatilidad y esca­
sa duración que no lograron marcar una tendencia 
contrapuesta. Las debilidades fueron distintas face­
tas de las condiciones de vida relacionadas con bie­
nes y servicios colectivos, las políticas ligadas a la 
tierra, las políticas de seguridad, la poca eficacia del 
gasto. Más en general, todo lo que no tracciona el 
mercado de trabajo parece haber tenido menos im­
pacto en la disminución de desigualdades.

Decíamos que íbamos a brindar nuestro propio 
juicio general, de carácter holístico, trayendo para 
ello las otras dimensiones no trabajadas porque 
—como sostuvimos al comienzo del libro— no había 
en ellas tendencias contrapuestas, sino claros signos 
de mayor igualitarismo. Nos parece entonces que, 
más allá de todos los contraluces señalados —y de,



sin duda, muchos otros—, vista en general, la socie­
dad es menos desigual. En forma evidente, respecto 
al comienzo de nuestro período de estudio y tam ­
bién —aunque en la comparación con un año espe­
cífico ciertos indicadores no marquen grandes dife­
rencias— respecto de los años noventa, puesto que 
el signo general de las tendencias ha sido en su ma­
yoría contrapuesto al de dicha década. Además, en 
muchos temas consideramos que el país es menos 
desigual en comparación con el pasado. Nos referi­
mos a décadas previas, aun a aquellas que en el ima­
ginario social aparecen como los años dorados de la 
integración social, pero que, por ejemplo, a la hora 
de considerar la obtención de reivindicaciones pun­
tuales de ciertos grupos —en cuanto a la extensión 
de derechos de ciertas minorías o de los migrantes 
internacionales, o a una m ayor igualdad de géne­
ro—, hay un claro balance favorable para nuestro 
tiempo. Una marca de nuestra época es también la 
creciente visibilidad de múltiples desigualdades en­
tre grupos y territorios, que si bien no se han resuel­
to, estaban hasta ahora en un grado de exclusión 
extrema por hallarse fuera de toda consideración 
pública. Este juicio general de mayor igualdad no 
ignora ninguna de las señaladas tendencias de signo 
contrario, ni tampoco todas las críticas, los cuestio- 
namientos y los balances que puedan hacerse al eva­
luar temáticas no tratadas en este libro y al adoptar



un punto de m ira diferente al que hemos elegido 
para examinar el período.

Para finalizar, y esto va más allá de la mirada sobre 
la acción del Estado o de un gobierno, pensamos que 
Argentina es hoy menos desigual porque la igualdad 
está instalada, como una dem anda creciente de 
gran parte de la sociedad, omnipresente en el len­
guaje de las reivindicaciones y en la lente con la que 
se miran, evalúan y critican distintas situaciones y 
políticas. La igualdad como promesa, lo sabemos, 
es siempre frágil; es una noción exigente y rara vez 
—o solo en forma temporaria al conseguirse ciertos 
logros— puede verse satisfecha. No es propiedad 
exclusiva de nadie, es terreno de disputas; pero, en 
tanto m otor de luchas y fuente de descontento, es 
un plafón para nuevas reivindicaciones y mayor 
igualdad futura. La búsqueda de la igualdad ha 
vuelto a ser legitimada, en una amplia gama de te­
mas, como un profundo impulso de luchas, logros y 
descontentos, y ha unido reivindicaciones distintas 
tales como mejoras salariales o promulgación del 
matrimonio igualitario.

El libro ha intentado plantear una serie de deba­
tes sobre diversos temas, aunque, a decir verdad, no 
en todas las cuestiones tratadas aquí hay controver­
sias en el espacio público más allá del grupo de espe­
cialistas, en cuyas investigaciones y producción de 
datos nos basamos para realizar este libro. Nos pa­



rece importante multiplicar las deliberaciones sobre 
cada tema, porque perduran núcleos de exclusión 
profundos, persisten peores condiciones de vida para 
importantes franjas de la población, hay desigualdad 
en las capacidades, en las oportunidades futuras y en 
los riesgos. A su vez, si algo podemos aprender de 
nuestra historia, es que casi nada de lo obtenido es se­
guro; todo o casi todo es frágil y volátil. A medida que 
indagábamos los distintos temas, encontramos que se 
alcanzaron muchas cosas y muchas no, pero ya hemos 
dicho que no nos interesa tanto el balance de los años 
pasados, sino los desafíos del presente y del futuro. 
En tal sentido, todavía es pronto para saber si este 
período será apenas un paréntesis entre un ciclo lar­
go de aumento de las desigualdades o, por el contra­
rio, el comienzo de otro nuevo, con todos sus contra­
luces, pero de signo inverso. No podemos anticipar 
qué pasará porque no está escrito de antem ano ni 
hay un destino manifiesto. Depende de una varie­
dad de factores, de posibilidades y restricciones 
externas, por supuesto; pero tam bién en gran me­
dida de nuestras acciones, de la política y de ciertos 
consensos. Consensos entre sectores progresistas, 
para usar un térm ino laxo pero que no perdió del 
todo sentido, sobre aquello que se debe preservar, 
sobre las prioridades, sobre lo que debe ser cam­
biado o exigido en cada ciclo político; un consenso 
fruto de profundos debates. Aportar a tales contro-



versias y, por supuesto, al conocimiento de nuestro 
tiempo, uno de los cometidos de la sociología, son 
los dos objetivos centrales a los que este libro quiso 
contribuir.
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